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Editorial
 

7 de abril, Día Mundial de la Salud 

El 7 de abril de cada año, la comunidad internacional celebra 
el Día Mundial de la Salud. En cientos de eventos se conme­
mora la importancia de la salud para una vida productiva y 

feliz, y como un derecho humano fundamental, por lo que se llevan 
a cabo actividades para reflexionar acerca de las carencias, las ne­
cesidades y los avances que hay en la materia. El reto planteado por 
la Organización Mundial de la Salud (OMS) en 2006 fue reducir la 
mortalidad infantil; mejorar la salud materna, y combatir el VIH/ 
SIDA, el paludismo y otras enfermedades. 

Como sabemos, en 1945 Naciones Unidas creó la Organización Mun­
dial de la Salud, la cual trabaja para mejorar la salud física y mental 
de los individuos; además, emprende campañas para combatir y 
erradicar enfermedades; su sede está en Ginebra, Suiza. La OMS ha 
hecho hincapié en la necesidad de que todos los países establezcan 
sistemas que tengan como fin ayudar a prevenir enfermedades y 
conservar o restituir la salud. 

La salud, definida por la OMS como un estado de completo bienes­
tar físico y mental, no es únicamente ausencia de enfermedad, sino 
un adecuado equilibrio entre las condiciones físicas, mentales, cul­
turales y sociales de los seres humanos. 

De esta manera, y en el marco del Día Mundial de la Salud, cada 
año la OMS selecciona un nuevo tema que resalta aspectos de la 
salud pública de interés mundial. 

Cabe mencionar que en septiembre de 2000, con la adopción de la 
Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, suscrita por 189 
países, los participantes se propusieron el reto de alcanzar ocho 
Objetivos de Desarrollo del Milenio, de los cuales tres corresponden 
al tema de salud, a saber: reducción de la mortalidad infantil; me­
jorar la salud materna, y combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras 
enfermedades. 

En 2007, el tema del Día Mundial fue “Seguridad internacional en 
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representan la propagación de enfermedades, los desastres natura­
les, los cambios ambientales, los actos de bioterrorismo y los derra­
mes de sustancias químicas, que pueden tener efectos importantes 
en las personas, las sociedades y las economías de todo el mundo, 
lo que exige una respuesta urgente y coordinada de las naciones. 

Asimismo, Naciones Unidas dio a conocer que en 2007, y con ob­
jeto de establecer y robustecer mecanismos eficaces de alerta y 
respuesta a nivel nacional e internacional ante posibles brotes de 
enfermedades, se revisó el Reglamento Sanitario Internacional, que 
entró en vigor en junio del año mencionado, ante lo cual se ha 
hecho indispensable que todos los países apliquen cabalmente el 
Reglamento. 

De esta manera, es importante recordar que la vida y la salud son 
nuestros bienes más preciados, y disponemos de conocimientos y 
recursos para construir un mundo más saludable y seguro, por lo 
que se invita a aprovechar la ocasión que brinda el Día Mundial de 
la Salud para movilizar la necesaria voluntad política, a fin de ase­
gurar que países ricos y pobres cuenten con un sistema de salud 
robusto y capaz de prestar servicios a todos aquellos que los nece­
siten, sobre todo cuando se trata de hacer frente a nuestra vulnera­
bilidad colectiva. 

En 2008, por primera vez en la historia, la vacunación de niños, niñas 
y sus madres fue uno de los factores que consiguieron que en 2008 
la cifra de mortalidad infantil del mundo bajara de los 10 millones. 

En 2009, el lema del Día Mundial de la Salud es “Para salvar vidas: 
hagamos que los hospitales sean seguros en las situaciones de emer­
gencia”, y las acciones se centrarán en la seguridad de los estableci­
mientos de salud y la preparación del personal sanitario que atiende 
a los afectados por situaciones de emergencia. Los centros de salud 
y el personal sanitario, de vital importancia para la población vulne­
rable en caso de desastre, son fundamentales para tratar lesiones, 
prevenir enfermedades y atender las necesidades sanitarias de la 
población. 

Los centros de salud y el personal sanitario que cubren las necesi­
dades diarias de salud deberán seguir atendiendo en situaciones de 
emergencia, como, por ejemplo, los servicios de tocología, inmuni­
zación y atención de las enfermedades crónicas, y por ello son 
esenciales para la atención primaria en las comunidades. Sin embar­
go, los sistemas de salud que se encuentran en situación precaria a 
menudo no son capaces de seguir desempeñando su labor durante 
un desastre, lo que tiene consecuencias inmediatas y futuras para 
la salud pública. 
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Expedientes de queja
 

A. Expedientes de queja registrados en el periodo 
por Visitaduría y total 

Número total 
de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

437 

217 

90 

51 

48 

31 

b. Expedientes de queja en trámite 
por Visitaduría y total 
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Número total 
de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

1,521 

482 

393 

278 

257 

111 



87 115    1 31 47 

Primera Segunda Tercera  Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría  Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

Solución de la queja durante su tramitación: 97 

30 33 9 11  14 
 

Primera Segunda Tercera  Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría  Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

Total de expedientes 
concluidos 484 

281
Orientación al quejoso 
y/o remisión de la queja 

Solución de la queja 
durante su tramitación 

97 

Por no existir materia 53 

Desistimiento 
del quejoso 25 

13 

5 

5 
4 

1 

Falta de interés del quejoso 

No competencia de la CNDH 

Acumulación de expedientes 

recomendación del Programa de Quejas 

recomendación del Programa Penitenciario 
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Orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 281 

C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría
 

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría 



Por no existir materia: 53 

 1 33 11   5      3 

Primera Segunda 
Visitaduría Visitaduría 

Tercera Cuarta 
Visitaduría Visitaduría 

Quinta 
Visitaduría 

Desistimiento del quejoso: 25 

23     2 

 Segunda 
 Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

Falta de interés del quejoso: 13 

3 7 3 

Primera Segunda 
Visitaduría Visitaduría 

Quinta 
Visitaduría 

Acumulación de expedientes: 5 

1 2 2 

Primera Segunda 
Visitaduría Visitaduría 

Quinta
 
Visitaduría
 

No competencia de la CNDH: 5 

2 1 1 1 

Primera Segunda 
Visitaduría Visitaduría 

Tercera Quinta 
Visitaduría Visitaduría 

recomendación del Programa de Quejas: 4 

2 2 

Primera 
Visitaduría 

 Segunda
 
 Visitaduría
 

recomendación del Programa Penitenciario: 1 

1 

 Tercera 
 Visitaduría 
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Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 85 
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 3 17 21 44 

Primera Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Segunda 
Visitaduría

390 465 111 257 213

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos 

1,620Total de expedientes en trámite 

1,436 

85 

Presunta violación 

Pendiente de calificación 
por falta de información 
del quejoso 

1,521 

Presunta violación: 1,436 



 

Mes 
Expedientes 

registrados en 
el periodo 

Expedientes 
concluidos en 

el ejercicio 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en el mes 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en meses anteriores 

Enero 419 511 37 474 

Febrero 448 454 29 425 

Marzo 545 499 38 461 

Abril 437 484 34 450 

D. Expedientes de queja concluidos de los registrados
 en el periodo 

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 34 

24Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 8 

Quinta Visitaduría 2 

E. Expedientes de queja registrados y concluidos 
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F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones, 
respecto de las quejas en trámite 

Núm. de 
quejas 

CNDPi 7 

CEFErESO Núm. 3 8 

CEFErESO Núm. 4 8 

PGJDF 8 

SAGArPA 8 

SHCP 8 

SS 8 

CrTT 9 

PrOFEPA 9 

PGJET 9 

rANSrA 9 

SEMArNAT 9 

SAT 9 

PGJEO 10 

CONAGUA 11 

SCT 11 

SEGOb 11 

SM 11 

AFiPGr 12 

SEDESOl 12 

CEFErESO Núm. 2 14 

SrA 17 

lFC 18 

SrE 18 

PA 22 

CEFErESO Núm. 1 24 

CFE 30 

SEP 33 

OADPrSSSP 43 

iSSSTE 44 

FOViSSSTE 45 

iNM 71 

iNFONAViT 81 

SSPF 88 

PFP 110 

iMSS 116 

PGr 224 

SEDENA 424 



Siglas Autoridad responsable 

CNDPI
 

CEFERESO Núm. 3
 

CEFERESO Núm. 4
 

PGJDF
 

SAGARPA
 

SHCP
 

SS
 

CRTT
 

PROFEPA
 

PGJET
 

RANSRA
 

SEMARNAT
 

SAT
 

PGJEO
 

CONAGUA
 

SCT
 

SEGOB
 

SM
 

AFIPGR
 

SEDESOL
 

CEFERESO Núm. 2
 

SRA
 

LFC
 

SRE
 

PA
 

CEFERESO Núm. 1
 

CFE
 

SEP
 

OADPRSSSP
 

ISSSTE
 

FOVISSSTE
 

INM
 

INFONAVIT
 

SSPF
 

PFP
 

IMSS
 

PGR
 

SEDENA
 

Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 3 “Noreste” 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 4 “Noroeste” 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Secretaría de Salud 

Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra de la Secretaría 
de Desarrollo Social 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco 

Registro Agrario Nacional de la Secretaría de la Reforma Agraria 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

Servicio de Administración Tributaria de la SHCP 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca 

Comisión Nacional del Agua 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

Secretaría de Gobernación 

Secretaría de Marina 

Agencia Federal de Investigación de la Procuraduría General de la República 

Secretaría de Desarrollo Social 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 2 “Occidente” 

Secretaría de la Reforma Agraria 

Luz y Fuerza del Centro 

Secretaría de Relaciones Exteriores 

Procuraduría Agraria 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 1 “Altiplano” 

Comisión Federal de Electricidad 

Secretaría de Educación Pública 

Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Seguridad Pública 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado 

Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 

Secretaría de Seguridad Pública Federal 

Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública 

Instituto Mexicano del Seguro Social 

Procuraduría General de la República 

Secretaría de la Defensa Nacional 
GACETA 
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Total de expedientes 

Concluidos 

26 119 

30 
63 

registrados 

En trámite 

Total de expedientes 
De
o i

sestim
nfund

ada 
ada 

26 
25 

1 r
d

ecome
irigida 

ndación 
a autoridad 

Expedientes de recursos 
de inconformidad 

A. Expedientes de recursos de inconformidad 
registrados en el periodo 

b. Causas de conclusión
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Total de recursos d

Guerrero 

e inconformidad 

63 9 
5 

Jalisc

5 

o 

Morelos 

Puebla 4 

4 
Nuevo 
león 

Chi

Tab

huahua 

3 

asco 

3 

4 

2 
Mich

2 

oacán 
Chiapas 

3 
Nayarit 

3 
Guanajuato 

Distrito Federal 

1 

1 baj

1 

Coah

a

Aguascal

Za

uila 

2 

2 

 California S

ientes 

Sono

catecas 

ur 

ra 

1 

1 

1 

Colim

Hida

San lu

a 

lgo 

Estado de 

is Potosí 

México 

1 Sin
1 

1 
Tama

aloa 

1 
Tlaxcala 
ulipas 

Ver
1 

1 Yucatá

acruz 

n 
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C. recursos de inconformidad recibidos 
en contra de Comisiones Estatales 



recomendación  
núm. 

Autoridad Motivo de violación Visitaduría

Programa General de Quejas 

2009/024 

2009/025 

2009/026 

H. Ayuntamiento de Altamira, 
Tamaulipas 
 
Congreso del Estado 
de Tamaulipas 

Secretaría de Agricultura, 
Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación 

Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes 

Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 
empleos, cargos o comisiones. 
 
Prestar indebidamente el servicio público. 
 
Actos y omisiones contrarios a la vida familiar. 

Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 
empleos, cargos o comisiones. 

Coartar el adecuado desarrollo físico o mental del 
niño. 

2a. 

1a. 

1a. 

2009/028 Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Prestar indebidamente el servicio público. 
 
Detención arbitraria. 
Trato cruel, inhumano o degradante. 

Programa Penitenciario 

2009/023 Secretaría de Seguridad Pública Acciones u omisiones contrarias a los derechos de las 
personas privadas de su libertad. 

3a. 

Programa de inconformidades 

2009/027 Jefe del Gobierno del Distrito 
Federal 
 
Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal 

Impugnación de la resolución definitiva (CEDH) 
contra Recomendación. 
 
Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad. 

1a. 

recomendaciones
 

A. recomendaciones emitidas durante el mes
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b. Seguimiento por autoridad destinataria
 

Mes Abril 

Número de Recomendaciones emitidas 6 

No aceptadas 7 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento total 3 

Aceptadas con cumplimiento insatisfactorio 0 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento parcial 0 

Aceptadas sin pruebas de cumplimiento 6 

Aceptadas en tiempo para presentar pruebas de cumplimiento 1 

En tiempo de ser contestadas 7 

Características peculiares 0 

Total de autoridades destinatarias 8 
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Autoridad Motivo de violación 
Núm. de

expediente 
Visitaduría

Procuraduría General de Justicia – Detención arbitraria 2007/2496 1a. 
del Estado de Guanajuato – Trato cruel, inhumano o degradante 

Secretaría de Seguridad Pública – Causar un daño derivado del empleo arbitrario de 2007/3214 1a. 
del Estado de Jalisco la fuerza pública 

– Emplear arbitrariamente la fuerza pública 

Policía Federal Preventiva de la – Detención arbitraria 2007/4056 1a. 
Secretaría de Seguridad Pública – Omitir fundar el acto de autoridad 

– Omitir hacer constar el acto de autoridad en un 
mandamiento escrito 

– Omitir motivar el acto de autoridad 
– Trato cruel, inhumano o degradante 

Instituto Nacional de Migración – Acciones y omisiones que transgreden los 2008/1602 5a. 
de la Secretaría de Gobernación derechos de los migrantes y de sus familiares 

Secretaría de Seguridad Pública – Detención arbitraria 2008/2059 5a. 
del Estado de Chiapas – Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficacia en el desempeño de las 
funciones, empleos, cargos o comisiones 

– Prestar indebidamente el servicio público 

Policía Federal Preventiva de la – Ejercer violencia desproporcionada durante la 2008/2485 1a. 
Secretaría de Seguridad Pública detención 

– Trato cruel, inhumano o degradante 

Instituto Nacional de Migración – Dilación en el procedimiento administrativo 2008/2834 5a. 
de la Secretaría de Gobernación – Omitir resolver respecto de la situación jurídica 

migratoria 
– Prestar indebidamente el servicio público 

Gobernador Constitucional – Detención arbitraria 2008/2857 1a. 
del Estado de San Luis Potosí – Ejercer violencia desproporcionada durante la 

detención 
– Incumplir con algunas de las formalidades para la 

emisión de la orden de cateo o durante la 
ejecución de éste, así como para las visitas 
domiciliarias. 

– Ocupar, deteriorar o destruir ilegalmente 
propiedad privada 

– Omitir las formalidades del procedimiento de 
asegurar, decomisar o rematar un bien 

– Prestar indebidamente le servicio público 
– Trato cruel, inhumano o degradante 

Secretaría de Seguridad Pública – Incumplir con algunas de las formalidades para la 2008/3631 1a. 
Federal emisión de la orden de cateo o durante la 

ejecución de éste, así como para las visitas 
domiciliarias 

Conciliaciones
 

Conciliaciones formalizadas durante el mes de abril
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Autoridad Motivo de violación 
Núm. de

expediente 
Visitaduría

Procuraduría General de Justicia del – Tortura 2008/3693 1a. 
Estado de Tabasco – Trato cruel, inhumano o degradante 

Secretaría de la Defensa Nacional – Apoderarse de un bien mueble sin el 
consentimiento del propietario, sin que exista 
causa justificada 

2008/3993 1a. 

– Incumplir con alguna de las formalidades para la 
emisión de la orden de cateo o durante la 
ejecución de éste, así como para las visitas 
domiciliarias 

– Prestar indebidamente el servicio público 

Secretaría de Seguridad Pública Federal – Apoderarse de un bien mueble sin el 
consentimiento del propietario, sin que exista 
causa justificada 

2008/3993 1a. 

– Incumplir con alguna de las formalidades para la 
emisión de la orden de cateo o durante la 
ejecución de éste, así como para las visitas 
domiciliarias 

– Prestar indebidamente el servicio público 

Instituto de Seguridad y Servicios – Negligencia médica 2008/4369 1a. 
Sociales de los Trabajadores del Estado 

Instituto de Seguridad y Servicios – Realizar deficientemente los trámites médicos 2008/4790 1a. 
Sociales de los Trabajadores del Estado 

Secretaría de la Defensa Nacional – Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficacia en el desempeño de las 
funciones, empleos, cargos o comisiones 

2008/5580 2a. 

– Ocupar, deteriorar o destruir ilegalmente 
propiedad privada 

Instituto de Seguridad y Servicios – Prestar indebidamente el servicio público 2008/5896 1a. 
Sociales de los Trabajadores del Estado 

Centro Federal de Readaptación Social – Acciones y omisiones que transgreden los 2009/177 3a. 
Núm. 2 “Occidente” derechos de las personas privadas de su libertad 

– Omitir hacer constar el acto de autoridad en un 
mandamiento escrito 
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Visitaduría En el mes 

Primera 131 

Segunda 84 

Tercera 60 

Cuarta 68 

Quinta 21 

D.G.Q.O. 61 

Total 425 

Visitaduría En el mes 

Primera 59 

Segunda 33 

Tercera 17 

Cuarta 13 

Quinta 36 

D.G.Q.O. 89 

Total 247 

Orientación y remisión
 

A. Orientaciones formuladas en las Visitadurías 
y en la Dirección General de Quejas y Orientación 

b. remisiones tramitadas por las Visitadurías
 
y la Dirección General de Quejas y Orientación
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C. Destinatarios de las remisiones
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Destinatarios 
Total 

mensual 

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 152 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 41 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 16 

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 9 

Procuraduría Agraria 4 

Procuraduría Federal del Consumidor 4 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 4 

Secretaría de Relaciones Exteriores 3 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 2 

Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social de 
la Secretaría de la Función Pública 

2 

Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preventiva de la Secretaría 
de la Función Pública 

2 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los 
Servicios Financieros 

1 

Contraloría Interna de la Secretaría de la Función Pública 1 

Contraloría Interna del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje 1 

Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado de la Secretaría de la Función 
Pública 

1 

Órgano Interno de Control en el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores de la Secretaría de la Función Pública 

1 

Órgano Interno de Control en la Procuraduría General de la República de 
la Secretaría de la Función Pública 

1 

Órgano Interno de Control en la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes de la Secretaría de la Función Pública 

1 

Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Defensa Nacional de la 
Secretaría de la Función Pública 

1 

Recalificación 1 

Secretaría de Desarrollo Social 1 

Universidad Nacional Autónoma de México 1 

Total 250 



Atención al público
 

A. En el edificio sede de la CNDH
 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica personal y telefónica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Recepción de escrito para conocimiento 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica 

58 

1,318 

47 

51 

4 

21 

10 

29 

Total 1,538 

b. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Recepción de escrito para conocimiento 

Aportación de documentación al expediente 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación 

6 

212 

33 

1 

5 

3 

76 

Total 336 
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C. Servicio de guardia en el edificio sede
 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica personal y telefónica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Recepción de escrito para conocimiento 

Aportación de documentación al expediente 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica 

9 

463 

9 

17 

1 

1 

26 

62 

3 

Total 591 

D. Servicio de atención telefónica 

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional. 

Actividad 
Total 

mensual 

Primera Visitaduría 

Segunda Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Dirección General de Quejas y Orientación 

136 

106 

32 

24 

13 

34 

Total 345
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Capacitación
 

Actividades realizadas durante el mes de abril 

Educación básica 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

2-abr Escuela Normal de Distrito Federal Curso Creación de normas Profesores 
Maestros 

Educación media 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

13-abr Instituto Politécnico Distrito Federal Curso Derechos de las personas Alumnos 
Nacional con VIH/Sida 

14-abr Instituto Politécnico Distrito Federal Conferencia Tolerancia Estudiantes 
Nacional 

15-abr Instituto Politécnico Estado de Conferencia Derechos Humanos y abuso Estudiantes 
Nacional México sexual 

20 y 22-abr Instituto Politécnico Distrito Federal Conferencia Derechos de los jóvenes Alumnos 
(2 ocasiones) Nacional 

Educación superior 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

3-abr Universidad La Concordia Aguascalientes Conferencia Ordenamientos jurídicos 
internacionales 

Estudiantes 

21-abr Instituto Politécnico 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Derechos Humanos y 
violencia en el noviazgo 

Alumnos 

22-abr Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Colima 

Colima Curso Derechos Humanos en el 
desempeño de la funcion 
pública 

Estudiantes 

Servidores públicos (fuerzas armadas) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 
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1-abr	 Secretaría de la Defensa Distrito Federal Conferencia Sistema jurídico mexicano Jefes 
Nacional 

2-abr	 Secretaría de la Defensa Distrito Federal Conferencia Sistema internacional de Jefes 
Nacional protección de los Derechos 
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Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

3-abr Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Casos concretos en que la 
Sedena se ha visto involucrada 
en supuestas violaciones a los 
Derechos Humanos 

Jefes 

15-abr Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Estado de México Curso Instrumentos internacionales 
de Derechos Humanos 

Jefes 

21-abr Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Guerrero Conferencia Problemática de los Derechos 
Humanos 

Generales 

23-abr Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Estado de México Conferencia Retos y perspectivas de los 
Derechos Humanos 

Jefes 

Servidores públicos (seguridad pública) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

21-abr Comisión Estatal de 
Derechso Humanos de 
Nuevo León 

Nuevo León Curso Uso racional y legal de la 
fuerza y armas de fuego 

Policías 

23-abr Secretaría de Seguridad 
Pública 

Colima Curso El respeto de los Derechos 
Humanos en el ejercicio 
de la función policial 

Personal 

Servidores públicos (procuración de justicia) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

2-abr Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Tabasco 

Tabasco Curso El uso de la fuerza 

14-abr Procuraduría General de 
Justica 

Distrito Federal Curso Aspectos básicos de Derechos 
Humanos 

15-abr Procuraduría General de 
Justica 

Distrito Federal Curso Sistema de promoción y 
protección internacional 
de los Derechos Humanos 

24-abr Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Quintana Roo 

Quintana Roo Curso Prevención de la tortura 
y el Protocolo de Estambul 

Ministerios 
públicos 

Ministerios 
públicos 

Ministerios 
públicos 

Ministerios 
públicos 

Servidores públicos (personal penitenciario) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

20-abr Secretaría de Seguridad Morelos Curso Derecho a la legalidad Personal 
Pública 
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Servidores públicos (salud) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

1 y 2-abr Comisión Estatal de Baja California Conferencia Derechos y obligaciónes Médicos 
(3 ocasiones) Derechos Humanos de de los pacientes 

Baja California 

13-abr Derechos Humanos de los Distrito Federal Curso Derechos Humanos Servidores públicos 
grupos en situación de los grupos en situación 
vulnerable vulnerable 

13-abr DIF Distrito Federal Curso Derechos Humanos Servidores públicos 
de los grupos en situación 
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Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

20, 21 y 22-abr Secretaría de Marina Distrito Federal Conferencia Violencia familiar Enfermeras 
(3 ocasiones) 

23-abr Instituto Mexicano del Distrito Federal Curso Aspectos básicos de Derechos Personal 
Seguro Social Humanos 

24-abr Instituto Mexicano del Distrito Federal Curso Los derechos y deberes Personal 
Seguro Social de los pacientes 

Servidores públicos (Organismos Públicos de Derechos Humanos) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

18-abr Comisión Estatal de Tabasco Curso Presupuestos básicos para el Periodistas 
Derechos Humanos ejercicio de la libertad de 
de Tabasco expresión 

Del 2 al 24-abr Comisión Estatal de Nuevo León Seminario Libertad de expresion, Personal 
Derechos Humanos derecho fundamental para 
de Nuevo León garantizar un estado 

democratico 

Servidores públicos (otros servidores públicos) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

Del 20 al 21-abr Instituto Mexicano Guanajuato Curso Derechos Humanos y grupos Directoras 
del Seguro Social en situación vulnerable 

Del 20 al 21-abr Instituto Mexicano Guanajuato Curso Derechos Humanos y grupos Directivas 
del Seguro Social vulnerables 

Organizaciones sociales (Organismos No Gubernamentales) 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

1-abr México es de Todos, A. C. 

1-abr México es de Todos, A. C. 

10-abr Colegio de Abogados de 
Jerez, A. C. 

13-abr Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Morelos 

14-abr Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Morelos 

14-abr Fraternidad Nacional de 
Organizaciones Unidas de 
Derechos Humanos, A. C. 

15-abr Asociación de Derechos 
Humanos y Asesoría 
Jurídica para la Ayuda 
Ciudadana, A. C. 

16-abr Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Durango 

16-abr Fraternidad Nacional de 
Organizaciones Unidas 
de Derechos 
Humanos, A. C. 

Estado de México 

Estado de México 

Zacatecas 

Morelos 

Curso 

Curso 

Conferencia 

Curso 

Derechos de las niñas y los 
niños 

Violencia familiar y Derechos 
Humanos 

Los Derechos Humanos 
en México 

Derechos de la mujer y 
equidad de género 

Morelos Curso Violencia familiar y Derechos 
Humanos 

Estado de México Curso Derechos de las y los jóvenes 

Estado de México Curso Derechos de las y los niños 

Durango Curso Derechos de las personas con 
discapacidad 

Distrito Federal Curso Fortalecimiento de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 

Integrantes 
de ONG 
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 30 302 230 

básica Media Superior 

Servidores públicos 
Participantes en las 27 actividades 

Organizaciones sociales 
Participantes en las 16 actividades 

460 Organismos No Gubernamentales 

866 Fuerzas armadas 

330 Salud 

 
 

135 

85 

80 
38 
34 

Procuración de justicia 

Organismos Públicos de Derechos Humanos
 

Otros servidores públicos
 
Personal penitenciario 
Seguridad pública 

Fecha institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

17-abr Comisión Estatal de Durango
 Curso
 Derechos Humanos de las Integrantes 
Derechos Humanos 
de Durango 

niñas, niños y adolescentes de ONG 

18-abr Grupo Organizado Trabajo Distrito Federal
 Conferencia
 Introducción a los Derechos Integrantes 
y Democracia, A. C. Humanos de ONG 

Del 21 Musivi Chihuahua
 Curso
 Mediación Familiar Integrantes 
al 22-abr de ONG 

24-abr Coalición de Derechos Estado de México
 Conferencia
 Introducción a los Derechos Integrantes 
Humanos, A. C. Humanos de ONG 

24-abr Coalición de Derechos Estado de México
 Curso
 Participación de la sociedad Integrantes 
Humanos, A. C. civil de ONG 

24-abr Comisión Estatal de Morelos 
 Curso
 Derechos de las y los jóvenes Integrantes 
Derechos Humanos de ONG 
de Morelos 

24-abr Comisión Estatal de Morelos 
 Curso
 Derechos de las y los niños Integrantes 
Derechos Humanos de ONG 
de Morelos 

Educación 
Participantes en las nueve actividades 
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Publicaciones
 

A. listado de publicaciones del mes 

Núm. de
Material Título 

ejemplares 

Folleto 

Folleto 

Folleto 

Cartel
 

Cartel
 

Cartel
 

Cartel
 

Cartel
 

Cartel
 

Cartel
 

Cartel
 

Tríptico
 

Tríptico
 

Tríptico
 

Tríptico
 

Tríptico
 

Díptico
 

Juego de mesa
 

Postal
 

Postal
 

Cubierta de caja 
para DVD 

DVD Tarea pendiente. Cortometraje sobre VIH/SIDA y discriminación en personas 
sordas 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. El derecho de las 
niñas, los niños y los adolescentes a recibir una educación libre de violencia 

Declaración de modificación patrimonial 

IV Rally Virtual CNDH 

Concurso Nacional de Pintura Los Derechos Humanos en el Contexto del 
Bicentenario de la Independencia y el Centenario de la Revolución Mexicana 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. “Para un mundo sin 
violencia… ¡Hay que empezar por nosotros en nuestra escuela!” 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. “Por favor, ¡quiero 
crecer ejerciendo mi derecho a una vida y a una educación libre de violencia!” 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. “Di no a la 
violencia 

La Defensa No Jurisdiccional de los Derechos Humanos. Instituciones Precedentes 
de la CNDH 

El bien común y los Derechos Humanos: la lucha sinarquista 

El derecho a la privacidad y las nuevas tecnologías de la información: las redes 
sociales 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. Violencia de 
estudiantes a maestros 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. Violencia entre 
estudiantes 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. Violencia de padres 
de familia a estudiantes 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. Violencia de 
maestros a estudiantes 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. Violencia entre 
padres de familia y maestros y/o autoridades escolares 

Programa Nacional para Abatir y Eliminar la Violencia Escolar. El derecho de las 
niñas, los niños y los adolescentes a recibir una educación libre de violencia 

Los Derechos Humanos de las Niñas y los Niños (memorama) 

IV Rally Virtual CNDH 

Concurso Nacional de Pintura Los Derechos Humanos en el Contexto del 
Bicentenario de la Independencia y el Centenario de la Revolución Mexicana 

DVD Tarea pendiente. Cortometraje sobre VIH/SIDA y discriminación en personas 
sordas 

1,000
 

1,000
 

600
 

10,000 

10,000 

1,000 

1,000 

1,000 

100 

100 

100 

6,000 

6,000 

6,000 

6,000 

6,000 

6,000 

58,000 

120,000 

120,000 

1,000 
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Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Invitación 

Invitación 

Invitación 

La Defensa No Jurisdiccional de los Derechos Humanos Instituciones Precedentes 
de la CNDH 

El bien común y los Derechos Humanos: la lucha sinarquista 

El derecho a la privacidad y las nuevas tecnologías de la información: 
las redes sociales 

50 

50 

200 

Total 361,200 

b. Distribución
 

Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Carteles Varios títulos 58,596 

Cartillas Varios títulos 26,572 

Cuadernillos Tarea pendiente cortometraje sobre VIH/SIDA y discriminación 
en personas sordas 

1,008 

Cuadernos Varios títulos 13,410 

Cuadrípticos Varios títulos 2,938 

Cubierta de caja 
para DVD 

Tarea pendiente cortometraje sobre VIH/SIDA y discriminación 
en personas sordas 

1,011 

Dípticos Varios títulos 69,680 

Discos compactos Música por los derechos de las niñas y los niños. 7a. reimpresión 51,050 

Dominó Programa de Defensa y Protección de los Derechos Humanos de las Niñas 
y los Niños. Niños Promotores, 9a. reimpresión 

5,800 

Folletos Varios títulos 23,020 

Gacetas Varios números 110 

Informes Varios títulos 15 

Libros Varios títulos 652 

Manuales Manual básico de Derechos Humanos para autoridades municipales, 
2a. reimpresión 

4 

Memorama Varios títulos 11,200 

Postales Varios títulos 242,370 

Revista Varios números 2 

Tarjeta Donde estés y a donde vayas… tus Derechos Humanos viajan contigo. 
(noviembre, 2008) 

45,000 

Trípticos Varios títulos 140,493 

Videos Capacitación en Derechos Humanos para la educación básica. 
Tomos I al VI 

1 

Total 692,932
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biblioteca
 

A. incremento del acervo
 

Enero Febrero Marzo Abril 
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b. Compra, donación, intercambio y depósito 

a. Compra 
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Enero Febrero Marzo Abril 
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Enero Febrero Marzo Abril 
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Enero Febrero Marzo Abril 

b. Donación 

c. intercambio 

d. Depósito 
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Transparencia
 

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas 
y contestadas 

Abril 

Solicitudes de Núm. 

Información en trámite 257 

Información recibidas 66 

Información contestadas 69 

b. Solicitudes de información contestadas en el periodo
 

Causa de
Expediente Área responsable Solicitud 

conclusión 

2009/84 Secretaría Técnica del Solicita lo siguiente: “me sea proporcionado por este medio el 
Consejo Consultivo Directorio Nacional de Organizaciones No Gubernamentales, 

conteniendo: denominación y forma de contacto, ya sea nombre del 
responsable, teléfonos y dirección electrónica” (sic). 

2009/87 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente:  
“Requiero de copia certificada de la Cédula de Clasificación del 
documento de Seguridad que da sustento a la adquisición de 
vehículos blindados, avalada por el Comité encargado de reservar 
información esto de acuerdo a su respuesta a mi solicitud de 
información” (sic). 

2009/88 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “de su plantilla de personal que se integra con 
1,091 servidores públicos en total, el número de mujeres y de 
hombres y desglosado por nombre del cargo, sin contar los cargos 
superiores a jefe(a) de departamento” (sic). 

2009/91 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación al personal de la Segunda 
Visitaduría General, y del periodo de enero de 2005 al 13 de octubre 
de 2009, el número y el nombre de servidores públicos que 
presentaron su renuncia a la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, sin incluir aquellos servidores públicos que tuvieron cambio 
de área de adscripción o a otra Unidad Administrativa en la misma 
Comisión Nacional” (sic). 

2009/92 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: 
“Número total de contratos por honorarios que estén vigentes y que 
dicha información la desglosen por número de mujeres y por número 
de hombres” (sic). 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 

clasificada como 

confidencial o 


reservada
 

Falta de interés del 
solicitante 

Información 

proporcionada
 

Información 

proporcionada 


Información 

clasificada como 

confidencial o 


reservada
 

Información 

proporcionada
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Expediente 

2009/93 

Causa de
conclusión 

Información 

Área responsable Solicitud 

Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a los vehículos llamados 
 “volantas”, en qué año y en qué precio las compraron, cuántas proporcionada 
Quinta Visitaduría General son éstas, cuál es el kilometraje de cada una de éstas, en qué 
 fechas se les ha dado servicio, en dónde se encuentran cada una 
Oficialía Mayor de éstas, es decir, me indiquen en qué lugar de las entidades 

federativas de nuestro país se pueden ubicar, quién las tiene 
bajo su resguardo y, finalmente, en donde fueron utilizadas 
durante enero a diciembre de 2008 y lo que va de este año” 
(sic). 

2009/94 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “me indiquen, con relación a las 49 Información 
renuncias presentadas en la Primera Visitaduría General y 76 clasificada como 
renuncias presentadas en la Quinta Visitaduría General durante confidencial o 
enero de 2005 al 31 de diciembre de 2008, el nombre de los 
servidores públicos que lo hicieron y, de ser el caso, el motivo de 
la renuncia” (sic). 

reservada 

2009/96 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: Información 
“Indiquen el horario de trabajo del titular de esa Comisión 
Nacional, los horarios de trabajo de cada uno de los cinco 
Visitadores Generales y el horario de trabajo del Director General 
de Quejas, así como del tiempo que disponen los mismos para 
consumir sus alimentos por la tarde (comida)” (sic). 

proporcionada 

2009/98 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente. “el número de asesores con los que cuenta No se encontró la 
cada uno de los cinco Visitadores Generales, durante 2004, 
2005, 2006, 2007, enero a septiembre de 2008, desglosado por 
Visitaduría General y por año” (sic). 

información 

2009/101 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “el presupuesto 2009 que se asignó a cada Información 
Transparencia una de las cinco Visitadurías Generales y el desglose de los publicada o en la 

principales motivos en que cada una de las cinco Visitaduría página de internet 
ejercerán dicho presupuesto” (sic). de la CNDH 

2009/102 Unidad de Enlace de Solicita lo siguiente: “el monto del presupuesto 2009 asignado a Información 
Transparencia la Secretaría Técnica del Consejo Consultivo y el desglose de los publicada o en la 

principales motivos en que lo ejercerá” (sic). página de internet 
de la CNDH 

2009/105 Cuarta Visitaduría General Solicita lo siguiente: “el nombre del servidor público que ocupa Información 
la Dirección General de la Cuarta Visitaduría General, a partir del publicada o en la 
1 de enero de 2009 y, de ser el caso, en qué fecha posterior página de internet 
empezó a ocupar dicho cargo y, en caso de no estar ocupada 
dicha plaza, cuál es el destino de los recursos económicos que 
corresponden a dicha plaza o qué fin se le está dando” (sic). 

de la CNDH 

2009/106 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación al titular de la CNDH y los Información 
cinco Visitadores Generales, el número de choferes y de escoltas clasificada como 
(guardaespaldas) que tienen asignados para ellos y sus familiares confidencial o 
de lunes a viernes, así como los sábados y domingos. reservada 
La anterior información, desglosada por cada uno de éstos  
servidores públicos y por años (2005, 2006, 2007 y de enero a Información 
septiembre de 2008)” (sic). proporcionada 

2009/107 Coordinación General de Solicita lo siguiente: “el número de campañas específicas que ha No se encontró la 
Comunicación y Proyectos realizado la Comisión Nacional en la televisión y la radio sobre la 

promoción y protección del derecho de igualdad entre mujeres y 
hombres. Lo anterior desglosado por año (2006, 2007, 2008 y 
lo que va del 2009)” (sic). 

información 

2009/108 Coordinación General de Solicita lo siguiente: “el número de campañas específicas que ha Información 
Comunicación y Proyectos realizado la Comisión Nacional en la televisión y en la radio 

respecto de la propia CNDH, del Programa de Atención a 
Víctimas del Delito y respecto al tema de migrantes. Lo anterior, 
desglosado por estos tres temas, así como por año (2005, 2006, 
2007, 2008 y lo que va de 2009), así como los montos 
económicos que se han erogado por estas tres campañas 
específicas” (sic). 

proporcionada 
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Causa de
Expediente Área responsable Solicitud 

conclusión 

2009/109 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “el nombre de los servidores públicos que 
vigilan y resguardan el edifico Dr. Héctor Fix Zamudio, así como 
el de los servidores públicos que vigilan y resguardan el 
estacionamiento de dicho inmueble, así como los nombres de 
sus superiores jerárquicos. Lo anterior, de enero a diciembre de 
2008” (sic). 

2009/110 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: el nombre de los servidores públicos que 
firman y tramitan los llamados convenio de separación laboral 
con la CNDH”, el número, los nombres de los servidores públicos 
que se separaron bajo esta modalidad en enero y febrero de 
2009, así como los montos económicos que recibieron cada uno 
de ellos y, de ser el caso, si la cantidad se expidió mediante 
cheque de 2008 o de 2009, y cuál es el fundamento legal para la 
realización de éstos convenios” (sic). 

2009/116 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “los nombres y los cargos de los servidores 
públicos. Que sean todos los superiores jerárquicos al Jefe de 
Departamento de Comunicaciones, al Subdirector de Desarrollo 
Tecnológico y Comunicaciones y al director General Adjunto de 
Normatividad y Desarrollo Tecnológico de esa CNDH, los cuales 
ustedes me informaron por esta vía que tienen acceso a ver o 
tienen conocimiento de las llamadas realizadas y recibidas de los 
teléfonos celulares y de la red interna asignados al personal de 
la CNDH” (sic). 

2009/117 Órgano Interno de Control Solicita lo siguiente: “con relación a las actas circunstanciadas 
que elaboraron los(as) Visitadores(as) Adjuntos(as) y que son 
también firmadas por algún o algunas personas quejosas, el 
fundamento legal para que en ese momento que la firman y al 
mismo tiempo solicitan una copia simple de dicha acta 
circunstanciada, ésta no se le proporcione a la o las personas 
quejosas que la suscribieron” (sic). 

2009/118 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación al Fondo de Separación, el 
número de casos, incluidos el titular de la CNDH, los cinco 
Visitadores Generales, el Secretario Técnico del Consejo 
Consultivo, el Secretario Ejecutivo, todos los Directores 
Generales y Directores Generales Adjuntos, y todos los 
Secretarios Particulares, que han retirado ya parte de su Fondo 
de Separación sin haber dejado el cargo. Dicha información se 
solicita desglosada por año (2006, 2007, 2008, y lo que va del 
2009) y el monto total económico entregado por cada año aquí 
señalado” (sic). 

2009/119 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a los(as) Visitadores(as) 
Adjuntos(as), se describa detalladamente el equipo de seguridad 
personal con el que cuentan para realizar sus funciones y el 
número total de estos equipos de seguridad que les proporciona 
dicha Comisión Nacional para proteger su integridad física” (sic) 

2009/120 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “el número total de personal operativo con 
que cuenta esa Comisión Nacional, así como el número de ellos 
que tienen seguro de gastos médicos mayores, desglosado por 
año (2005, 2006, 2007, 2008 y los que va del 2009) y sin incluir 
cargos superiores a los de Jefe de Departamento”. (SIC) 

2009/121 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “la copia, si existe, de un Manual de 
Procedimientos para atender manifestaciones pacíficas y no 
pacíficas que se realicen en las instalaciones de esa Comisión 
Nacional” (sic). 

2009/123 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “el número de servidores públicos que no 
ingresaron al Fondo de Separación de los que se señalan a 
continuación: titular de la CNDH, los cinco Visitadores Generales, 
Secretario Técnico del Consejo Consultivo, Secretario Ejecutivo, 
Directores Generales y Directores Generales Adjuntos. Del 
número de éstos que no ingresaron al Fondo de Separación se 
desglose por año (2005, 2006, 2007, 2008 y lo que va del 
2009) y se proporcionen los nombres de los mismos” (sic). 
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Causa de
Expediente Área responsable	 Solicitud 

conclusión 

2009/128 Órgano Interno de Control	 Solicita lo siguiente: “con relación al número de quejas 
presentadas ante su OIC en contra del personal de la CNDH 
durante 2005, 2006, 2007 y 2008, y que fue desglosado por 
cada una de las cinco Visitadurías Generales, me proporcionen 
cada uno de los nombres de los servidores públicos de quienes 
se quejan ante el OIC desglosado por Visitaduría General, y el 
correspondiente número completo del expediente que tramitó o 
tramita el o los servidores públicos, indicando también la 
Visitaduría General a la que pertenece cada uno de los 
servidores públicos” (sic). 

2009/133 Secretaría Técnica del 	 Solicita el número de entrevistas y los nombres de los 
Consejo Consultivo	 Presidentes(as) de las Comisiones Estatales de Derechos 

Humanos con los que se haya reunido el Director General 
Adjunto de Capacitación de la SCTCC en donde se señale la 
fecha precisa y el motivo de su reunión, desglosada cada una de 
estas reuniones por fecha y nombre del titular del Organismo 
Estatal de Derechos Humanos, y del periodo que comprende del 
1 de enero de 2009 a la fecha. 

2009/134 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación a la Segunda Visitaduría 
General, los nombres de los servidores públicos que presentaron 
su renuncia a esa Comisión Nacional (sin considerar el hecho de 
un cambio de adscripción en otra área o Unidad Responsable 
dentro de la CNDH, durante el periodo de enero al 13 de 
octubre de 2008, los nombres de los servidores públicos a 
quienes fueron dirigidas y, de ser el caso, los motivos de las 
mismas” (sic). 

2009/138 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “el nombre del servidor público que ocupa 
la Dirección General del Programa de Atención a Víctimas del 
Delito, adscrito a la Primera Visitaduría General, a partir del 1 de 
enero de 2009 y, de ser el caso, en qué fecha posterior empezó 
a ocupar dicho cargo y, en caso de no estar ocupada dicha 
plaza, cuál es el destino de los recursos económicos que 
corresponden a dicha plaza o qué fin se le esta dando” (sic). 

2009/140 Segunda Visitaduría General	 Solicita lo siguiente: “con relación al currículum del Segundo 
Visitador General que aparece en la página web de la CNDH en 
su rubro transparencia en donde se señala textualmente dicho 
servidor público de la CNDH “se desempeña actualmente como 
Cuarto Visitador General de la CNDH de agosto-2007 a la 
fecha”. Por tal motivo solicito me proporcionen la información 
relativa y precisa a la fecha y el año en que dicho servidor 
público se empezó a desempeñar como abogado Segundo 
Visitador General” (sic). 

2009/141 Secretaría Técnica del 	 Solicita lo siguiente: “con relación al currículum del Secretario 
Consejo Consultivo	 Técnico del Consejo Consultivo que aparece en la página web 

de la CNDH en su rubro de transparencia en donde se señala 
que dicho servidor público de la CNDH se ha desempeñado 
como abogado litigante durante cinco años. Por tal motivo 
solicito me proporcionen la información relativa de qué año a 
qué año y si aún se desempeña como abogado litigante” (sic). 

2009/142 Cuarta Visitaduría General	 Se solicita: “número total de orientaciones y su correspondiente 
número de expediente completo con relación a la Cuarta 
Visitaduría General, en donde el oficio de conclusión por 
considerar que no es asunto de su competencia se oriente a la 
persona quejosa, y en donde falte la rúbrica del Visitador(a) 
Adjunto(a) que calificó el escrito, falte también la rúbrica del 
Director(a) de área, así como la del Director(a) General, sino que 
sólo este concluido mediante la firma del Cuarto Visitador 
General. Lo anterior del 15 de octubre del 2008 a la fecha” (sic). 

2009/145 Oficialía Mayor	 Solicita se señale el nombre y adscripción de los servidores 
públicos de esa CNDH, que tienen con otros servidores públicos 
de esa institución relación conyugal o de parentesco 
consanguíneo o por afinidad hasta el cuarto grado, o parientes 
civiles, cuñados o cuñadas con vínculo jurídico, especificando la 
fecha de ingreso de cada uno de ellos a la CNDH, con la 
información desglosada por año, desde noviembre de 1999 
hasta febrero de 2009. GACETA 
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Expediente 

2009/146 

Causa de
conclusión 

Información 

Área responsable Solicitud 

Órgano Interno de Control Solicita lo siguiente: “con relación a las actas circunstanciadas 
que se elaboran y levantan en las oficinas del Órgano Interno de proporcionada 
Control de esa Comisión Nacional y que son también firmadas 
por algún o algunas personas quejosas, cuál es el fundamento 
legal para que en ese momento que la firman y al mismo tiempo 
solicitan una copia simple de dicha acta circunstanciada, ésta no 
se le proporcione a la o las personas quejosas que las 
suscribieron. Cuál es el mismo fundamento legal para nunca 
entregarlas” (sic). 

2009/147 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación al edificio de la CNDH “Héctor Información 
Fix Zamudio”, ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos 1922, publicada o en la 
Col. Tlacopac San Ángel, delegación Álvaro Obregón, C. P. página de internet 
01040, se proporcione el número de remodelaciones y de la CNDH 
adecuaciones que ha tenido el mismo, desglosado cada una de 
éstas por fecha, año, y lo que va también del 2009 y la razón 
social de quién realizó cada una de estas remodelaciones y 
adecuaciones, desde que se adquirió o, si es el caso, se detuvo 
la posesión de dicho inmueble por parte de la CNDH” (sic). 

2009/148 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a todo el inmueble de la Información 
CNDH ubicado en República de Cuba núm. 60, Centro Histórico, publicada o en la 
Delegación Cuauhtémoc, C. P. 06010, México, D. F., se página de internet 
proporcione el número de remodelaciones y adecuaciones que de la CNDH 
ha tenido el mismo, desglosado cada una de éstas, por fecha, 
año, y lo que va también del 2009 y la razón social de quien 
realizó cada una de estas remodelaciones y adecuaciones, desde 
que se adquirió o, si es el caso, se tuvo la posesión de dicho 
inmueble por parte de la CNDH” (sic). 

2009/149 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a todo el inmueble de la Información 
CNDH ubicado en Periférico Sur núm. 3453, Col. San Jerónimo publicada o en la 
Lídice, C. P. 10200, se proporcione el número de remodelaciones página de internet 
y adecuaciones que ha tenido el mismo, desglosado cada una de la CNDH 
de estas por fecha, año, y lo que va también de 2009 y la razón 
social de quien realizó cada una de estas remodelaciones y 
adecuaciones, desde que se adquirió o, si es el caso, se tuvo la 
posesión de dicho inmueble por parte de la CNDH” (sic). 

2009/150 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a las siguientes oficinas Información 
foráneas en Tijuana, Baja California, Boulevard Sánchez Tabeada, publicada o en la 
núm. 4499, locales 5 y 17, Plaza Guadalupe, Zona Río, C. P. página de Internet 
22320, Tijuana, Baja California, y la oficina de Ciudad Juárez, de la CNDH 
Chihuahua, Av. Paseo Triunfo de la República núm. 2416, local 
1, col. Partido Escobedo, C. P. 32300, Cd. Juárez, Chihuahua, se 
proporcione el número de remodelaciones y adecuaciones que 
ha tenido las mismas desglosado por cada oficina, desglosada 
por cada una por fecha, año, y lo que va también del 2009”(sic). 

2009/151 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a las siguientes oficinas Información 
foráneas: Nogales, Sonora Av. Álvaro Obregón núm. 360 altos, publicada o en la 
departamento ¿A?, col. Centro, C. P. 84000, Nogales, Sonora, y página de internet 
la oficina en Reynosa, Tamaulipas, calle Ortiz Rubio núm. 801, de la CNDH 
locales 6 y 10, Col. Medardo González, C. P. 88550, Reynosa, 
Tamaulipas, se proporcione el número de remodelaciones y 
adecuaciones que ha tenido las mismas desglosado por cada 
oficina, desglosada por cada una por fecha, año, y lo que va 
también del año y la razón social de quien realizó c/u de estas 
remodelaciones y adecuaciones” (sic). 

2009/152 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a las siguientes oficinas Información 
foráneas: en Aguascalientes, Aguascalientes, Av. Francisco I. publicada o en la 
Madero 447, Zona Centro, C. P. 20000, Aguascalientes, página de internet 
Aguascalientes, y en Coatzacoalcos, Veracruz, se proporcione el de la CNDH 
número de remodelaciones y adecuaciones que ha tenido las 
mismas desglosado por cada oficina, desglosada por cada una 
por fecha, año, y lo que va también del año y la razón social de 
quien realizó cada una de éstas remodelaciones y 
adecuaciones”(sic). 

2009/153 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a las oficinas en San Cristóbal Información 
de las Casas, Chiapas, Av. Josefa Ortiz de Domínguez núm. 28, publicada o en la 
col. Barrio Santa Lucía, C. P. 29250, San Cristóbal de las Casas, página de internet 
Chiapas, y en Tapachula, Chiapas, 2a. C. Poniente, núm. 20-A, de la CNDH 
Col. Centro, C. P. 30700, Tapachula, Chiapas, se proporcione el 
número de remodelaciones y adecuaciones que han tenido las 
mismas desglosado por cada oficina, desglosada por cada una 
por fecha, año, y lo que va también del año y la razón social de 
quien realizó c/u de estas remodelaciones y adecuaciones”(sic). 
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Expediente Área responsable	 Solicitud 

2009/154 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación al Centro Nacional de 
Derechos Humanos (CENADEH), ubicado en eje 10 Sur Río 
Magdalena 108, col. Tizapán, 01090, Álvaro Obregón, México, 
D. F., se proporcione el número de remodelaciones y 
adecuaciones que ha tenido el mismo desglosado por fecha, 
año, y lo que va también del año y la razón social de quien 
realizó c/u de estas remodelaciones y adecuaciones”(sic). 

2009/155 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación al nuevo inmueble ubicado en 
el eje 10 Sur Río Magdalena, col. Tizapán, 01090, Álvaro 
Obregón, México, D. F., se proporcione el número de 
remodelaciones y adecuaciones que ha tenido el mismo 
desglosado por fecha, año, y lo que va también del año y la 
razón social de quien realizó c/u de éstas remodelaciones y 
adecuaciones”. (sic) 

2009/156 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación a las oficinas de la CNDH 
ubicada en Carretera Picacho-Ajusco 238, Col. Jardines de la 
Montaña, Delegación Tlalpan, C. P. 01410, se proporcione el 
número de remodelaciones y adecuaciones que ha tenido el 
mismo desglosado por fecha, año, y lo que va también del año y 
la razón social de quien realizó c/u de estas remodelaciones y 
adecuaciones”(sic). 

2009/157 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación a las oficinas de la CNDH 
ubicada en Periférico Sur 3469, col. San Jerónimo Lídice, 
Delegación Magdalena Contreras, México, D. F., C. P. 10200, se 
proporcione el número de remodelaciones y adecuaciones que 
ha tenido el mismo desglosado por fecha, año, y lo que va 
también del año y la razón social de quien realizó c/u de estas 
remodelaciones y adecuaciones”(sic). 

2009/158 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “los nombres de los servidores públicos de 
la CNDH que tienen familiares de primer grado de filiación; así 
como cuñadas y/o cuñados con vínculo jurídico también con 
servidores públicos de la CNDH y sus respectivos nombres y su 
fecha de ingreso a la CNDH desglosada la información por años 
nov. 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 
2008 y lo que va del 2009” (sic). 

2009/161 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “el número de servidores públicos de esa 
CNDH, sus nombres completos y la precisión de la unidad 
responsable a la que están adscritos dichos servidores públicos 
que tienen en sus oficinas de trabajo baños que tengan 
instalada regadera o regaderas, dicha información desglosada 
por año nov. 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 
2007, 2008 y lo que va del 2009” (sic). 

2009/162 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “el número de servidores públicos de esa 
CNDH, sus nombres completos y la precisión de la unidad 
responsable a la que están adscritos dichos servidores públicos 
que tienen en sus oficinas de trabajo televisión ya sea de las 
denominadas de pantalla de plasma, de cristal líquido o de las 
denominadas lets, dicha información desglosada por año nov. 
1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008 
y lo que va del 2009” (sic). 

2009/163 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación al número de remodelaciones 
y adecuaciones a todas las oficinas de la CNDH, ya sea que se 
tenga la propiedad o la posesión de las mismas, los recursos 
económicos erogados por cada una de las remodelaciones y 
adecuaciones a dichas instalaciones, lo anterior desglosado por 
mes y año (de nov-dic de 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004, 
2005, 2006, 2007, 2008 y lo que va del 2009” (sic). 

2009/164 Oficialía Mayor	 Solicita lo siguiente: “con relación al número de remodelaciones 
y adecuaciones a todas las oficinas de la CNDH, ya sea que se 
tenga la propiedad o la posesión de las mismas, los nombres de 
los servidores públicos, así como los nombres de sus superiores 
jerárquicos quienes realizan los trámites para que se realicen las 
remodelaciones y adecuaciones a dichas instalaciones, lo 
anterior desglosado por mes y año (de nov - dic de 1999, 2000, 
2001, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008 y lo que va 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de 

conclusión 

2009/169 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación al presupuesto 2009 asignado Información 
para esa CNDH, el número de remodelaciones y adecuaciones publicada o en la 
que se realizarán respecto de las oficinas que tenga en página de internet 
propiedad o posesión la CNDH, detallando la dirección de cada de la CNDH 
una de las oficinas en donde se haya programado para el 2009 
alguna remodelación y adecuación a dichas instalaciones, así 
como el mes en que se realizará y señalar los gastos económicos 
que se tendrán que erogar tanto en lo individual como el monto 
total para el ejercicio 2009” (sic). 

2009/172 Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a que la Primera Visitaduría Información 
General conoce e investiga presuntas violaciones a Derechos proporcionada 
Humanos por parte de servidores públicos adscritos al IMSS, al 
ISSSTE, a la Secretaría de Salud, etcétera, y debido al análisis del 
número de expediente que indica /1/ en la mayoría de las 
Recomendaciones emitidas por esa CNDH en materia de salud, 
el número exacto de peritos(as) o médicos(as) adscritos a esa 
Unidad Responsable, nombres de los mismos y por años (2005, 
2006, 2007, 2008 y lo que va del 2009)” (sic). 

2009/173 Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a la aplicación del Manual Información 
 para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y publicada o en la 
Quinta Visitaduría General Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes página de internet 

(conocido como el Protocolo de Estambul), en cuántos casos en de la CNDH 
que esa CNDH ha acreditado tortura lo han aplicado los 
servidores públicos adscritos a la Primera Visitaduría General y 
los de la Quinta Visitaduría General, dicha información 
desglosada por c/u de estas Visitadurías y por años (2005, 
2006, 2007, 2008 y lo que va del 2009)” (sic). 

2009/175 Oficialía Mayor Solicita información a cerca de las unidades particulares y de Información 
transporte de carga, que portan placas y engomados de la proporcionada 
CNDH (Comisión Nacional de los Derechos Humanos) “ya que 
dichas personas se escudan detrás de los mismos para poder 
circular diario sin ninguna documentación, o proporcionarme 
información de quién puede ayudarme a obtener dicha 
información” (sic). 

2009/176 Cuarta Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a la aplicación del Manual Información 
para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y publicada o en la 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes página de internet 
(conocido como el Protocolo de Estambul), en cuántos casos en de la CNDH 
que esa CNDH ha acreditado tortura lo han aplicado los 
servidores públicos adscritos a la Cuarta Visitaduría General, 
dicha información desglosada por años (2005, 2006, 2007, 
2008 y lo que va del 2009)”. (sic). 

2009/177 Segunda Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a la aplicación del Manual Información 
para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y publicada o en la 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes página de internet 
(conocido como el Protocolo de Estambul), en cuántos casos en de la CNDH 
que esa CNDH ha acreditado tortura lo han aplicado los 
servidores públicos adscritos a la Segunda Visitaduría General, 
dicha información desglosada por años (2005, 2006, 2007, 
2008 y lo que va del 2009)” (sic). 

2009/178 Tercera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a la aplicación del Manual Información 
para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y publicada o en la 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes página de internet 
(conocido como el Protocolo de Estambul), en cuántos casos en de la CNDH 
que esa CNDH ha acreditado tortura lo han aplicado los 
servidores públicos adscritos a la Tercera Visitaduría General, 
dicha información desglosada por años (2005, 2006, 2007, 
2008 y lo que va del 2009)” (sic). 

2009/179 Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “con relación a la Segunda Visitaduría Información 
General, Tercera Visitaduría General, Cuarta Visitaduría General proporcionada 
y Quinta Visitaduría General, el número exacto de peritos(as) o 
médicos(as) adscritos a cada una de esas unidades responsables, 
los nombres de los mismos desglosada también la información 
por años (2005, 2006, 2007, 2008 y lo que va del 2009)” (sic). 
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Expediente 

2009/187 

Causa de
conclusión 

Información 

Área responsable Solicitud 

Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “el fundamento jurídico y razonable para 
 que exista un Programa sobre Asuntos de la Mujer, la Niñez y la publicada o en la 
Segunda Visitaduría General Familia de esa Comisión Nacional y también exista un Programa página de internet 

de Igualdad entre Mujeres y Hombres de esa misma Comisión 
Nacional”(sic). 

de la CNDH 

2009/203 Unidad de Enlace de Unidad de Enlace de Transparencia solicita lo siguiente: “con Información 
Transparencia relación al artículo 37 del Reglamento Interno de la CNDH, que publicada o en la 

señala la Comisión Nacional contará con un Órgano Interno de página de internet 
Control que estará a cargo de un titular designado por el de la CNDH 
Presidente de la Comisión Nacional y ejercerá las facultades y  
atribuciones a que hacen referencia la Ley Federal de Información 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos... 
Información si es el caso que la CNDH ¿tenga una propuesta 
para garantizar la autonomía de su OIC?” (sic). 

proporcionada 

2009/204 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Quinta Visitaduría General, el número y el nombre completo clasificada como 
de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en esa CNDH reservada o 
expresamente señalado que se dedican o se dedicaron al 
fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/213 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Primera Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/214 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Segunda Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/215 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Segunda Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/216 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Segunda Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/217 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Segunda Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/218 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Segunda Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/219 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “respecto a los servidores públicos adscritos Información 
a la Segunda Visitaduría General, el número y el nombre clasificada como 
completo de quienes tienen en su currículum vitae ingresado en reservada o 
esa CNDH expresamente señalado que se dedican o se 
dedicaron al fisicoculturismo” (sic). 

confidencial 

2009/223 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “con relación a las 15 plazas (núm. 25) que Falta de interés del 
en la Quinta Visitaduría General se declararon desiertas en los solicitante 
concursos de oposición del Servicio Civil de Carrera, los nombres 
de los servidores públicos a las que se le asignaron directamente 
cada una de estas plazas” (sic). 
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Expediente Área responsable 

2009/229	 Oficialía Mayor 

2009/230	 Oficialía Mayor 

2009/232	 Unidad de Enlace de 

Transparencia
 

2009/233	 Unidad de Enlace de 

Transparencia
 

2009/238	 Cuarta Visitaduría General 

2009/256	 Segunda Visitaduría General 

2009/265	 Unidad de Enlace de 

Transparencia
 

2009/290	 Unidad de Enlace de 

Transparencia
 

2009/292	 Dirección General de Quejas 
y Orientación 

2009/303 Dirección General de Quejas 
y Orientación 

Segunda Visitaduría General 

Solicitud 

Solicita lo siguiente: “información con relación al artículo 9, 
fracción VI, de la Ley de la CNDH, sobre quién o quiénes de los 
titulares de alguna Unidad Responsable de esa CNDH ha sido 
condenado por delito intencional que amerite pena corporal de 
más de un año de prisión; o que se hubiese tratado de robo, 
fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la 
buena fama en el concepto público, cualquiera que haya sido la 
pena” (sic). 

Solicita lo siguiente: “información con relación al artículo 12 de 
la Ley de la CNDH, sobre quién o quiénes de los titulares de 
Unidades Responsable de esa CNDH durante el 2009, 
desempeñan cualquier otro cargo en organismos privados” (sic). 

Solicita lo siguiente: “información con relación al artículo 35 de 
la Ley de la CNDH, y desde la creación de dicha institución 
¿cuándo la Comisión Nacional, por conducto de su Presidente y 
previa consulta con el Consejo, declinó su competencia en un 
caso determinado, por así considerarlo conveniente para 
preservar la autonomía y autoridad moral de la institución? y 
¿cuáles fueron esos casos” (sic). 

Solicita lo siguiente: “con relación al Programa Especial de 
Presuntos Desaparecidos, adscrito a la Primera Visitaduría 
General, en número de quejas que conoció e investigó relativas 
a personas de las que se desconoce su paradero y cuya 
desaparición presuntamente involucra la participación de alguna 
autoridad o servidor público, durante dic 1999, 2000, 2001, 
2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008 y 2009. Asimismo, 
cuántas de éstas resolvió por año, cuántas están en trámite y 
cuántas tienen en rezago hasta el 28 de febrero de 2009” (sic). 

Solicita lo siguiente: “información con relación al nuevo Director 
General de la Cuarta Visitaduría General de esa CNDH, de 
nombre Francisco Reyes Cervantes, del cual aparece información 
en www.imparcialenlinea.com/getprint.php?!d=59299 
(3/92008), relativa a que en Oaxaca salió de la Profepa, ¿qué 
cobraba cada quincena y disponía de viáticos para irse a la 
capital del país 3 días de cada semana ¿se vio involucrado en un 
caso de corrupción denunciado por las autoridades de 
Guenagati ¿¿¿se trata del mismo servidor público que ahora 
labora en esa CNDH?” (sic). 

Solicita lo siguiente: 
“Solicita copia certificada de la contestación, anexos agregados 
a ésta y demás escritos y documentos que haya sido 
proporcionados a ésta H. Comisión por el Director General del 
Colegio de Bachilleres contraparte en éste asunto; asimismo 
solicito copia certificada de la resolución emitida por esta H. 
Autoridad en el presente asunto. Debo agregar que no soy más 
específico en mi petición, en virtud que desconozco el 
expediente porque no se me ha permitido consultarlo” (sic). 

Solicita un comparativo de gastos por programas. 

Solicita lo siguiente: “en qué consiste el derecho de rectificación, 
y cuál es el fundamento legal del mismo?” (sic). 

Solicita saber cuántas quejas iniciadas por extranjeros migrantes 
y residentes por violación a sus Derechos Humanos tiene iniciada 
la Comisión en los años 2006, 2007, 2008 y 2009, así como 
especificar respecto a dichas quejas ¿cuántas han procedido en 
Recomendaciones? y en todas las quejas antes citadas, ¿qué 
autoridades, citadas por dependencia, son las que más vulneran 
los derechos, de la violación a los Derechos Humanos de los 
migrantes? y ¿qué Derechos Humanos han sido violados en 
todas las quejas? 

Solicita lo siguiente: “a partir del primero de enero del 2008 a 
febrero del 2009 ¿cuántas quejas han recibido por 
discriminación por aspecto físico, en cuanto a vestimenta? ¿qué 
programas, campañas o Recomendaciones han hecho para 
evitar la discriminación por aspecto físico? ¿qué sexo es el que 
más discriminación ha recibido? Gracias por su atención” (sic). 

Causa de 
conclusión 

No se encontró la 
información 

No se encontró la 
información 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
proporcionada 

Información 
clasificada como 
confidencial o 

reservada 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Falta de interés del 
solicitante 

Información 
proporcionada 

Información 

proporcionada 


Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH GACETA 
1990/2009 
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www.imparcialenlinea.com/getprint.php?!d=59299


Expediente 

2009/305 

Causa de
conclusión 

Información 

Área responsable Solicitud 

Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: 

y Orientación “Cuántas Recomendaciones emitió en el 2007 la Comisión 
 proporcionada 

Nacional de Derechos Humanos a los Centros de Readaptación 
  
Social de todo el país, por qué motivos y en qué proceso van” 
 Información 
(sic).
 publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH 

2009/306 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: 
 Información 
y Orientación “Cuántas Recomendaciones ha emitido este año la Comisión 


Nacional de Derechos Humanos a los Centros de Readaptación 

Social de todo el país, por qué motivos y en qué proceso van” 

(sic).
 

proporcionada 

2009/309 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: 
 Información 
y Orientación “Cuáles son las principales violaciones a los Derechos Humanos 


de los reclusos en todos los Centros de Readaptación Social del 

país” (sic).
 

proporcionada 

2009/312 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: 
 Información 
y Orientación “Saber cuántas Recomendaciones emitió el año pasado la 
 proporcionada 

Comisión de Derechos Humanos a todos los Centros de 
  
Readaptación Social del país y por qué motivos” (sic).
 Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

2009/332 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: “cuántos asuntos ha tramitado la CNDH por 
 Información 
y Orientación violaciones a los Derechos Humanos a la privacidad y/o 


intimidad, en consecuencia a la legalidad y seguridad jurídica, 

con motivo de la colocación de cámaras de video en lugares 

públicos, pasillos, corredores e incluso baños. Si la CNDH ha 

emitido conciliaciones y/o Recomendaciones al respecto, en su 

caso cuántas y en qué sentido” (sic).
 

proporcionada 

2009/333 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “localizar a un licenciado de nombre Martín 
 Información 
Leyte Coronel que lleva un caso personal que dice trabajar en 

Derechos Humanos que no se ha podido localizar ni saber su 

oficinas” (sic).
 

proporcionada 

2009/334 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: 
 Información 
y Orientación “Requiero la siguiente información: en el año dos mil dos 
 proporcionada 

cuántas solicitudes de acceso a la información se realizaron y 
  
cuál fue el sentido de las respuestas” (sic).
 Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

2009/335 Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “saber cuáles son mis derechos ante la 
 Información 
abstención de transfusiones de sangre y si puedo reservarme el 

derecho a incluso llevar donadores si así me lo solicita cualquier 

Organismo Público o privado para mi atención médica a cambio 

de ser atendida respetando mi postura de abstención” (sic).
 

proporcionada 

2009/336 Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “copias certificadas de todo lo actuado en 
 Información 
el expediente CNDH/1/2009/14/Q” (sic).
 proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada 

2009/338 Primera Visitaduría General Solicita lo siguiente: “copias certificadas en todo lo actuado en Información 
el expediente 2004/2565/GRO/1/SQ” (sic). clasificada como 

confidencial o 
reservada 

 
Información 

proporcionada 

2009/350 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: “se solicita información sobre violación a Información 

 

y Orientación Derechos Humanos por militares con fundamento en los 
artículos 6 y 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, estoy solicitando a usted, con fines meramente 
académicos, un informe sobre la violación a los Derechos 
Humanos por parte de las fuerzas militares en los últimos tres 
años, señalándose el número de quejas, las Recomendaciones 
que se han emitido por esa honorable Comisión, y los estados 
de la República en los que residían los Q” (sic). 

proporcionada 
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Causa de
Expediente Área responsable Solicitud 

conclusión 

2009/352 Dirección General de Quejas 
y Orientación 

2009/337 Dirección General de Quejas 
y Orientación 

2009/339 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/400 

2009/401 

Centro Nacional de Derechos 
Humanos 

Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/416 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/432 Oficialía Mayor 

2009/434 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/440 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/442 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

Solicita lo siguiente: “quisiera que me proporcionaran alguna 
base de datos de casos de corrupción por parte del gobierno a 
la ciudadanía (casos particulares). O bien las estadísticas de 
parte de la CNDH donde la ciudadanía reporte casos de 
corrupción por parte del gobierno, es decir de los casos de 
defensa a los Derechos Humanos, qué porcentaje de ciudadanos 
demanda a estas estancias en el incumplimiento de sus 
funciones o corrupción” (sic). 

Solicita lo siguiente: “cuántas quejas de negligencia médica en el 
Instituto Mexicano del Seguro Social han recibido desde 
diciembre de 2006 a diciembre de 2008. Y cuántos de esos 
casos involucran la muerte del paciente” (sic). 

Solicita lo siguiente: “me gustaría saber dónde puedo mandar 
hacer una investigación a mi escuela, yo soy estudiante de 
educación superior, he recibido amenazas, es por eso que me 
urge saber dónde ponerme en contacto con las autoridades de 
educación superior” (sic). 

Solicita lo siguiente: “me envíen la revista correspondiente a la 
ficha hemerográfica que cito en este escrito título: disfunción del 
amparo directo (casación). Autor: Gómez Lara, Cipriano” (sic). 

Solicita lo siguiente: “quisiéramos saber las bases que sustentan 
la presunta enfermedad de la señora Ernestina Ascencio” (sic). 

Solicita lo siguiente: “la señora Jacinta no fue respaldada por la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, ya que no contó con 
un traductor cuando todo caso indígena debería de contar con 
uno y poder ser defendido por igual sin importar la posición 
económica ni el origen como mexicanas nos importa mucho 
nuestro país y nuestra cultura, es por esto que hemos decidido 
tomar la iniciativa de redactar esta carta en la cual nuestro 
principal propósito es que ustedes nos puedan contestar a 
nuestra principal duda: ¿cómo es que el mismo país, bajo las 
mismas leyes y bajo los mismos Derechos Humanos a una 
persona indígena se le tome menos en cuenta y no se le den los 
derechos que cualquier mexicano posee? Según el artículo 4o. 
de nuestra constitución política se reconoce la composición 
pluricultural de la nación, sustentada originalmente en los 
pueblos indígenas. En este artículo se establece que la Ley 
protegerá y promoverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, 
usos, costumbres y formas específicas de organización social; y 
en este caso esto no ha sido tomado en cuenta” (sic). 

Solicita lo siguiente: “1. Empresa o persona física beneficiada 
por la adquisición de bienes muebles mediante adjudicación 
directa en el 2008 y 2009. 2. Copia digitalizada de la declaración 
patrimonial del Presidente de la CNDH. 3. ¿La CNDH ha 
celebrado contratos de donación? ¿Con quién y sobre qué 
bienes? 4. ¿Qué tipo de contratos de servicios celebró la CNDH 
durante el 2008 y 2009?” (sic). 

Solicita lo siguiente: “proporcionar de manera gratuita una 
compilación de Instrumentos Internacionales de Derechos 
Humanos” (sic). 

Solicita lo siguiente: “cuál es el delito por el que se presentan 
varias quejas y qué es lo que ustedes como Comisión 
recomiendan en esos casos” (sic). 

Solicita lo siguiente: “información respecto al programa de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, relacionado con las 
garantías constitucionales de los internos en los centros 
penitenciarios” (sic). 

Información 
proporcionada 

Información 
proporcionada 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
proporcionada 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
proporcionada 

Información 

clasificada como 

confidencial o 


reservada
 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
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Causa de
Expediente Área responsable	 Solicitud 

conclusión 

2009/447 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/453 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/454 Dirección General de Quejas 
y Orientación 

2009/459 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

2009/460 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

Se solicita lo siguiente: 
“Nos dirigimos a usted para manifestar nuestro desacuerdo con 
la sentencia dictada por el Juez Cuarto de Distrito en el estado 
de Querétaro a la señora Jacinta Francisco Marcial, quien 
supuestamente secuestró a Jorge Ernesto Cervantes, Juan 
Francisco Melo Sánchez, Jorge Evaristo Preda, Luis Eduardo 
Nache, Antonio Guadalupe Romero y Antonio Bautista agentes 
de la AFI, junto con otras dos mujeres, se imagina usted cómo 
pudo ser posible que entre tres mujeres indígenas comerciantes 
secuestren y sometan a seis agentes de la AFI armados suena 
ridículo. Nos gustaría saber cuál fue el apoyo que ofreció la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos en defensa a la 
señora Jacinta Francisco Marcial, ya que nadie le proporcionó un 
traductor para su juicio el cual es indispensable para los 
acusados que no dominen el español. También quisiéramos 
saber el porqué sabiendo que no hay pruebas suficientes no 
intervinieron en su defensa nos gustaría saber en qué parte del 
proceso se encuentra el caso y de que manera ha servido el 
apoyo de la CNDH y de los demás ciudadanos que se han 
involucrado en el caso” (sic). 

Solicita lo siguiente: “Manual General de Organización y 
Reglamento de la CNDH” (sic). 

Solicita lo siguiente: “agradeceré se sirvan proporcionarme una 
copia electrónica de las Recomendaciones formuladas por esa 
Comisión al gobierno del Distrito Federal en las que su materia 
sea el tema de las expropiaciones” (sic). 

Solicita los instrumentos sobre los Derechos Humanos 
jurídicamente vinculados con México. 

Solicita información sobre los instrumentos sobre los Derechos 
Humanos jurídicamente vinculados con México. 

Información 
proporcionada 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 

C. recursos en trámite, recibidos y resueltos
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recursos	 Núm. 
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En trámite 4 

Recibidos 2 

Resueltos 4 

Causa de
Expediente	 recurso 

conclusión 

2009/4	 El acto que se recurre: “solicité un listado de Recomendaciones y no me lo dan esto Desechado, 
habla de la dilación con la que trabaja la Comisión para no dar respuesta es una sobreseído, admitido 
estrategia para retrasar después quieren cobrar cuando no se solicitó impresión o sobreviene causal de 
certificación es su obligación entregar la información que se solicita espero me la improcedencia 
hagan llegar yo no puedo andar pagando conexión a internet y tengo que ir a un café 

GACETA	 para hacerlo y no me puedo desplazar” (sic). 
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Expediente recurso 
Causa de

conclusión 

2009/5 El recurrente argumenta en su escrito: “solicité información del presupuesto de la Desechado, 
CNDH y sólo le dan vuelta es información que ustedes tienen y manejan porque nos sobreseído, admitido 
complican le dan la vuelta a la transparencia y rendición de cuentas yo no pedí una sobreviene causal de 
lista de páginas web pedí cifras de presupuestos autorizados estoy en mi derecho y lo 
exijo” (sic). 

improcedencia 

2009/6 Acto que se recurre: “yo solicité los criterios y políticas para la asignación de celulares y Desechado, 
nexteles eso que envían es una tomada de pelo piensan que somos idiotas requiero el sobreseído, admitido 
consumo por equipo, el nivel jerárquico del resguardante y los criterios de asignación sobreviene causal de 
porque lo mismo tiene celular una Secretaria que un Visitador cuál es la justificación 
para la asignación, es una burla como atentan contra nuestra inteligencia” (sic). 

improcedencia 

2009/7 Acto que se recurre: "respuesta respecto del expediente 2009/7-T" (sic). Desechado, 
sobreseído, admitido 
sobreviene causal de 

improcedencia 
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Núm. Estado Municipio Centro 

1 Distrito Federal Se impartió un taller de capacitación en 
el Hospital “Fray Bernardino Álvarez” 

denominado “Taller de capacitación sobre 
los Derechos Humanos y libertades 
fundamentales de las personas con 

discapacidades mentales a favor de la 
prevención de tratos crueles, inhumanos 

o degradantes” 

2 Estado de México Campo Militar Se impartió una conferencia denominada 
de San Miguel de “Prevención de la tortura y aplicación 

los Jagüeyes del Protocolo de Estambul” 

Programa de Visitas a lugares 
de Detención en Ejercicio 

de las Facultades del Mecanismo 
Nacional de Prevención de la Tortura 

Centros visitados
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Actividades de la CNDH
 

Presidencia 

• Participación del doctor José luis Soberanes Fernández  
en el Foro “Pemex y los Derechos Humanos en la 
Sonda de Campeche” 

El doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la CNDH, acudió al Foro 
“Pemex y los Derechos Humanos en la Sonda de Campeche”, evento organizado 
por la fracción parlamentaria del partido Convergencia, que se realizó en el Pa­
lacio Legislativo de San Lázaro, el 2 de abril de 2009, en donde, previo a inaugu­
rar dicho foro, el doctor Soberanes hizo un reconocimiento especial a los traba­
jadores petroleros, específicamente a quienes desarrollan actividades de riesgo 
en condiciones de extrema dificultad. 

En dicho foro se abordaron temas que han puesto en discusión aspectos pri­
mordiales de los Derechos Humanos en empresas fundamentales para el de­
sarrollo nacional, como lo son el derecho a la legalidad, a la seguridad jurídica, 
a la vida, a la integridad física y a la seguridad en los centros de trabajo de las 
empresas públicas, para que éstas, a su vez, brinden los mejores mecanismos de 
seguridad a sus trabajadores y que éstos se apliquen mediante una capacitación 
adecuada y de calidad que garantice el desarrollo integral de la empresa, en este 
caso Petróleos Mexicanos. 

Entre las personas que participaron se puede mencionar al doctor Raúl Plas­
cencia Villanueva, Primer Visitador General de la CNDH; al Diputado Cuauhtémoc 
Velasco Oliva, Secretario de la Comisión de Energía; al Capitán Víctor Martínez 
Rodríguez, Presidente del Frente Unido de Marinos Mercantes; al señor Francisco 
Montes Granillo, de la Federación Auténtica de Trabajadores, y al licenciado Moi­
sés Torres Rivera, abogado laborista en la Sonda de Campeche. 

Con la celebración de este foro, se reiteró la consolidación de una cultura de 
respeto y protección a los Derechos Humanos en nuestro país. 

• Participación del Presidente de la CNDH, doctor  
José luis Soberanes Fernández, en el Foro  
“Expertos sobre la Niñez Trabajadora en México” 

El 20 de abril del presente año, el Presidente de la CNDH participó en el Foro “Ex­
pertos sobre la Niñez Trabajadora en México”, organizado de manera conjunta 
con el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, en donde se procuró el 
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de la niñez trabajadora. Los temas tratados en este análisis fueron el marco jurí­
dico, los mecanismos de protección, la migración de menores, la trata de perso­
nas, la globalización y los Derechos Humanos, entre otros, que inciden o deberían 
incidir más en una mejor situación de la infancia, sin desestimar que la pobreza, 
la desintegración familiar y el maltrato siguen afectando y acechando a una 
importante porción de la población infantil en México. 

• Firma del convenio para la instalación de la red de Atención  

a Víctimas del Delito en baja California
 

El 27 de abril de 2009 se llevó a cabo la firma del convenio para el establecimien­
to de la Red de Atención a las Víctimas del Delito del estado de Baja California, 
celebrado entre la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y el Gobierno 
del estado de Baja California. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvieron pre­
sentes el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la CNDH; el Primer 
Visitador General, doctor Raúl Plascencia Villanueva, y el licenciado Carlos Zardain 
Escudero, Director General de Províctima; mientras que por parte de las autori­
dades locales se contó con la presencia, en su carácter de anfitrión, del Gober­
nador del estado de Baja California, licenciado José Guadalupe Osuna Millán; el 
Secretario General de Gobierno del estado de Baja California, licenciado José Fran­
cisco Blake Mora; el Procurador de Justicia del estado de Baja California, licencia­
do Rommel Moreno Manjarrez; el Secretario de Seguridad Pública del estado de 
Baja California, licenciado Daniel de la Rosa Anaya; el Diputado Enrique Méndez 
Juárez, Presidente de la XIX Legislatura del estado de Baja California, así como 
del Presidente Municipal de Tijuana, licenciado Jorge Ramos Hernández, ade­
más de los Organismos Locales de Protección y Defensa de los Derechos Huma­
nos y la asistencia de diversos medios de comunicación. 

La firma de dicho convenio tiene como propósito establecer una red de insti­
tuciones competentes que lleven a cabo acciones coordinadas para hacer más efi­
cientes los recursos humanos y financieros en la atención que se brinda a las per­
sonas que han sido víctimas de delitos, a partir de la colaboración institucional y 
la capacitación del personal que atiende directamente a las víctimas, tanto en el 
conocimiento de los Derechos Humanos en general como de los derechos de las 
víctimas, procurando en todo momento un trato digno, de calidad y calidez, por 
parte de los servidores públicos que brindan la atención médica, psicológica y 
jurídica a las personas que fueron víctimas y a su familiares. 

A esta fecha los derechos de las víctimas del delito no han alcanzado todavía 
en la práctica la eficacia de los derechos reconocidos en el apartado C del artícu­
lo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, para 
evitar el desaliento de las víctimas y para hacer vigente en México un verdadero 
Estado de Derecho, es importante la generación de acciones interinstitucionales 
de apoyo, dentro de las cuales se enmarca el establecimiento de la Red de Aten­
ción a las Victimas del Delito en el estado de Baja California. 

El resultado de esta suma de esfuerzos interinstitucionales tendrá como con­
secuencia reforzar el reconocimiento de los derechos fundamentales de las víc­
timas del delito como un elemento primordial para consolidar el sistema de liber­
tades establecidas en nuestra Carta Magna, para con ello garantizar un mejor 
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• Acciones de inconstitucionalidad 

En ejercicio de la facultad conferida por el inciso g) de la fracción II del artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Presidente 
de la CNDH promovió diversas acciones de inconstitucionalidad ante la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación sobre temas de suma relevancia en la protección 
de los Derechos Humanos, tales como los derechos de las personas con disca­
pacidad, la tutela judicial efectiva, el derecho al trabajo de los miembros de las 
instituciones policiales, los principios de no discriminación y el respeto a la digni­
dad humana, el derecho a la información y el derecho de acceso a los tribunales 
para que se resuelvan cuestiones relacionadas con el medio ambiente. 

Primera Visitaduría General 

PrOGrAMA DE ViH/SiDA 

• Taller sobre ViH/SiDA y Derechos Humanos 

El 3 de abril de 2009, en el Hospital General de Zona Número 1 del Instituto Mexicano 
del Seguro Social de la ciudad capital de Aguascalientes, por invitación de ese 
Instituto, a través de la Coordinación Delegacional de Salud Pública del IMSS 
Aguascalientes, se llevó a cabo un taller con una duración de cuatro horas, diri­
gido a 130 servidores públicos de esa institución. 

En el Taller sobre VIH/SIDA y Derechos Humanos se presentó la importancia de 
colocar los Derechos Humanos en el centro de la respuesta de la sociedad en su 
conjunto a la epidemia del VIH. No sólo por la necesidad de respetar derechos de 
la población, tales como la no discriminación y el derecho a la protección de la 
salud, entre otros, sino también porque el respeto a estos derechos fundamen­
tales provee condiciones para una política exitosa ante la epidemia. 

• Plática sobre homofobia, estigma y discriminación 

El 14 de abril del presente año, en el Campus del Centro Histórico de la Univer­
sidad Autónoma de la Ciudad de México, el licenciado Ricardo Hernández For­
cada, por invitación de la universidad mencionada, participó como ponente en 
el Diplomado “Teoría y Práctica de las Organizaciones Civiles con Trabajo en Di­
sidencia Sexual y VIH/SIDA en la Ciudad de México”, en donde expuso la relación 
entre homofobia, estigma y discriminación, destacando cómo el combate a los 
prejuicios, como el machismo y la homofobia, es fundamental para abordar la pan­
demia del VIH en un contexto de respeto a los Derechos Humanos. Se expusieron 
diversos estudios que sustentan esta aproximación teórica, entre ellos, datos de 
la CNDH. 
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• Disertación sobre Derechos Humanos y ViH/SiDA 

El 18 de abril de 2009, en el Campus del Centro Histórico de la Universidad Autó­
noma de la Ciudad de México, el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director 
del Programa de VIH/SIDA de la CNDH, participó como ponente con el tema “De­
rechos Humanos”, dentro del Diplomado “Teoría y Práctica de las Organizaciones 
Civiles con Trabajo en Disidencia Sexual y VIH/SIDA en la Ciudad de México”, 
que fue organizado por la universidad mencionada, y donde participaron 26 
alumnos. 

En esa ocasión, se expuso el marco que norma la atención del VIH/SIDA en 
nuestro país, con énfasis en los aspectos relativos a los Derechos Humanos, como 
el derecho a la no discriminación, al consentimiento informado, a la confidencia­
lidad y a la consejería, con base en el marco jurídico nacional y los instrumentos 
internacionales; de la misma manera, se explicó la competencia de la CNDH. 

• impartición del Curso “Homofobia y Derechos Humanos” 

El 20 de abril del presente año, en las instalaciones del Grupo de Madres y Padres 
por la Diversidad Sexual, en la ciudad de México, por invitación del Grupo men­
cionado, el licenciado Omar Feliciano Mendoza dio una plática a padres de fami­
lia de grupos vulnerables, en la que explicó el concepto de homofobia; abundó 
sobre la relación entre el machismo y este concepto. 

Igualmente, detalló el funcionamiento de la homofobia como un obstáculo 
para la prevención del VIH. Además, se presentaron las Recomendaciones que 
ha emitido la CNDH en relación con la homofobia, se aclaró la competencia de 
la CNDH y se explicó el procedimiento para presentar una queja. A dicho evento 
asistieron 50 personas, todas ellas público en general. 

• Ponencia sobre la competencia de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos 

El 22 de abril de 2009, en las instalaciones del Consejo Nacional para Prevenir la 
Discriminación, en la ciudad de México, en el marco de la segunda reunión de tra­
bajo con organizaciones civiles con trabajo en VIH y diversidad sexual, el licencia­
do Omar Feliciano Mendoza explicó la competencia de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos a los representantes de tales organizaciones, así como las 
otras instancias ante las cuales puede acudir la población en defensa de los De­
rechos Humanos cuando el Ombudsman nacional no tiene competencia. 
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Tercera Visitaduría General 

• Visitas de supervisión a lugares de detención en ejercicio  
de las facultades del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 

orGanización del taller de caPacitación sobre los derechos humanos 

y las libertades Fundamentales de las Personas con discaPacidades 

mentales a FaVor de la PreVención de tratos crueles, inhumanos 

o deGradantes, en la ciudad de méxico 

Como parte de las acciones de seguimiento a las observaciones plasmadas en el 
Informe del Mecanismo Nacional 4/2008, sobre los Hospitales Psiquiátricos que de­
penden del Gobierno Federal, en coordinación con la Organización Panamerica­
na de la Salud y la Secretaría de Salud federal, se organizó el Taller de Capacitación 
sobre los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de las Personas 
con Discapacidades Mentales a Favor de la Prevención de Tratos Crueles, Inhu­
manos o Degradantes, el cual tuvo verificativo los días 14 y 15 de abril en el au­
ditorio del hospital “Fray Bernardino Álvarez”. 

El taller fue impartido por funcionarios de la Organización Panamericana de la 
Salud, el Asesor Regional de Derechos Humanos y el Asesor Subregional de Salud 
Mental para Centroamérica, El Caribe Hispano y México. 

Algunos de los temas que se abordaron fueron: “Paciente psiquiátrico: digni­
dad humana y ciudadana”, “La estrategia de la reforma de la atención de salud 
mental desde la perspectiva de la Organización Panamericana de la Salud y de 
la Organización Mundial de la Salud”, “Vínculos entre Derechos Humanos y salud 
mental” y “El derecho internacional como un instrumento esencial para la pro­
moción y protección de los derechos básicos, libertades fundamentales de las 
personas con discapacidades mentales y sus familiares”. 

Este evento fue dirigido a personal del sector salud responsable de la atención 
de pacientes psiquiátricos, así como a servidores públicos de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos que realizan visitas a lugares de detención e inter­
namiento donde se contemplan las instituciones psiquiátricas, con el propósito de 
analizar los estándares internacionales para la atención y el respeto a la dignidad 
y a los Derechos Humanos de los pacientes psiquiátricos. En este caso desde una 
visión preventiva encaminada a evitar tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

• impartición de la conferencia “Prevención de la tortura  
y aplicación del Protocolo de Estambul” 

En atención a la invitación de la Dirección General de Derechos Humanos de la 
Secretaría de Seguridad Pública federal, el 24 de abril se impartió la conferencia 
“Prevención de la tortura y aplicación del Protocolo de Estambul”, dirigida a ele­
mentos de la Tercera Brigada de Policía Militar que se encuentran comisionados 
a la Policía Federal Preventiva y la cual se llevó a cabo en las instalaciones del 
Campo Militar de San Miguel de los Jagüeyes, Estado de México. 

• Otras acciones 

En atención a la invitación de la Comisión Permanente del H. Congreso de la 
GACETA 
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nente en la mesa denominada “La visión de la sociedad civil y el sistema peniten­
ciario mexicano”, en el marco del Foro “Debate sobre la Revisión del Catálogo de 
Delitos Graves, Implementación de la Cadena Perpetua y la Pena de Muerte en 
México”, el cual se llevó a cabo en el Palacio Legislativo de San Lázaro. 

Quinta Visitaduría General 

• Actividades realizadas durante abril de 2009 

Atención al público (orientación) 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 
Distrito Federal Estación Migratoria de Iztapalapa 23 

Tijuana En oficina 53 
Nogales En oficina 59 

Ciudad Juárez En oficina 99 
Reynosa En oficina — 

Coatzacoalcos En oficina 29 
Villahermosa En oficina 25 

Tapachula En oficina 114 
San Cristóbal En oficina 33 

Aguascalientes En oficina 45 
Campeche En oficina 16 

Total: 496 

Visitas a estaciones migratorias 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 
Distrito Federal Estación migratoria o lugar habilitado 4 

Tijuana Estación migratoria o lugar habilitado 34 
Nogales Estación migratoria o lugar habilitado 8 

Ciudad Juárez Estación migratoria o lugar habilitado 13 
Reynosa Estación migratoria o lugar habilitado 22 

Coatzacoalcos Estación migratoria o lugar habilitado 22 
Villahermosa Estación migratoria o lugar habilitado 10 

Tapachula Estación migratoria o lugar habilitado 23 
San Cristóbal Estación migratoria o lugar habilitado 19 

Aguascalientes Estación migratoria o lugar habilitado 7 
Campeche Estación migratoria o lugar habilitado 1 

Total: 163 

Gestiones 
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Responsable  
de la actividad 

Lugar donde  
se realizó 

Materia Total 

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Atención médica 28 

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Atención alimentaria 4 

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Comunicación 15 



 

    

 

          

 

      

 

 

 
 

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Asistencia material 11 

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Asistencia jurídica 112 

Total: 170 

Secretaría Técnica del Consejo Consultivo 

DirECCióN GENErAl ADJUNTA DE EDUCACióN Y FOrMACióN 
EN DErECHOS HUMANOS 

• impartición del Curso-Taller “Derechos Humanos de Grupos en Situación 
Vulnerable”, dirigido a Directoras de Guarderías del instituto Mexicano  
del Seguro Social 

En la ciudad de Guanajuato, los días 20 y 21 de abril de 2009, se impartió el Cur­
so-Taller “Derechos Humanos de Grupos en Situación Vulnerable”, dirigido a Di­
rectoras de Guarderías del Instituto Mexicano del Seguro Social, con la finalidad 
de brindar información, actualización y precisar conceptos sobre los Derechos 
Humanos y los grupos en situación de vulnerabilidad, para incidir en el fortaleci­
miento del respeto irrestricto por los grupos de personas en desventaja y la po­
blación a la cual las Directoras atienden. 

Con esta actividad se logró sensibilizar y fomentar la cultura de respeto por la 
diferencia. 

• Seminario “libertad de Expresión, Derecho Fundamental para  
Garantizar un Estado Democrático” 

En la ciudad de Monterrey, Nuevo León, los días 2, 3, 23 y 24 de abril de 2009, 
se llevó a cabo el Seminario “Libertad de Expresión, Derecho Fundamental para 
Garantizar un Estado Democrático”, con la finalidad de promover una cultura de 
respeto y promoción a los Derechos Humanos. 

Para lograr lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con la Comisión Es­
tatal de Derechos Humanos de Nuevo León. 

En el Seminario, dirigido a personal de la Comisión Estatal, periodistas, policías 
y público en general, participaron el doctor Rogelio Chávez Moreno, el licenciado 
Agustín Valencia López y el licenciado José Alonso Ramírez. 

DirECCióN GENErAl DE ViNCUlACióN iNTEriNSTiTUCiONAl 

• Mesa de Trabajo “la Visión de la Sociedad Civil y el Sistema Penitenciario”,  
en el marco de los Foros de Debate sobre la revisión del Catálogo  
de Delitos Graves, implementación de la Cadena Perpetua  
y la Pena de Muerte en México 

En el Salón Legisladores de la República, del Palacio Legislativo de San Lázaro, 
GACETA 
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Civil y el Sistema Penitenciario”, en el marco de los Foros de Debate sobre La 
Revisión del Catálogo de Delitos Graves, Implementación de la Cadena Perpetua 
y la Pena de Muerte en México, con la finalidad de analizar e intercambiar pun­
tos de vista sobre el catálogo de delitos graves vigente, la cadena perpetua y la 
pena de muerte en México. 

Para ello, se realizaron actividades de coordinación con la Mesa Directiva de la 
Cámara de Diputados. 

Participaron, por parte de la CNDH, el licenciado Andrés Calero Aguilar, Tercer 
Visitador General de la CNDH; Alberto Brunori, representante de la Oficina del 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México; 
Ana Franco de Wattnem, Presidenta Nacional de México Unido contra la Delincuen­
cia; Isabel Miranda de Wallace, de la Organización Alto al Secuestro; Francisco 
Abundis, Director Asociado de Parametría, S. A. de C. V.; el licenciado Francisco Flo­
res Pineda, Presidente del Centro Empresarial de Coahuila Sureste (Coparmex) 
Laguna; el maestro Emilio Álvarez Icaza, Presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal; el maestro Roy Campos, Presidente de Consulta Mi­
tofsky SSKY; el licenciado Octavio López Guzmán, catedrático de Derecho Civil de 
la UNAM; el doctor Juan de Dios Castro Lozano, Subprocurador de Derechos Huma­
nos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la PGR; el doctor Marcelo 
Bergman Harbin, profesor de Criminología de la Universidad de Oregón e investi­
gador del CIDE; la doctora Elena Azaola Garrido, investigadora del CIESAS-Méxi­
co; la Diputada Omeheira López Reyna, Presidenta de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Diputados; Flor Berenguer, periodista y comunicado­
ra; el licenciado Gerardo Sánchez Valdespino, profesor de Derecho Constitucional 
de la Universidad La Salle, y el licenciado Ricardo Higareda Pineda, especialista 
en Derechos Humanos. 

Esta Mesa de trabajo estuvo dirigida a expertos, académicos, intelectuales, fun­
cionarios de los tres niveles de gobierno, representantes de las entidades fede­
rativas, legisladores y sociedad civil. 

DirECCióN GENErAl ADJUNTA DE ViNCUlACióN CON 
OrGANiSMOS PúbliCOS DE DErECHOS HUMANOS 

• Toma de protesta del Presidente de la Comisión  
de Derechos Humanos del Estado de Coahuila,  
licenciado Miguel Arizte Jiménez 

En la ciudad de Saltillo, Coahuila, el 1 de abril del presente año, el licenciado Mi­
guel Arizte Jiménez tomó protesta como Presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Coahuila, ante el H. Congreso del estado. 

Personal de la CNDH asistió al evento con la finalidad de fortalecer las relacio­
nes entre esta Comisión Nacional y la Comisión de Derechos Humanos del Esta­
do de Coahuila. 

Al acto asistieron, por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
el Secretario Técnico del Consejo Consultivo, doctor Luis García López-Guerrero, 
y el Director General Adjunto de Vinculación con Organismos Públicos de Derechos 
Humanos, licenciado Jesús Urióstegui García, y Diputados locales. 



    

 

               

         

 

 

             

          

DirECCióN GENErAl ADJUNTA DE ENlACE Y DESArrOllO 
CON OrGANiZACiONES NO GUbErNAMENTAlES 

• reuniones de trabajo con 63 ONG del Distrito Federal  
y de los estados de Zacatecas y Puebla 

Durante el mes de abril, personal de la CNDH llevó a cabo reuniones de trabajo con 
63 Organizaciones No Gubernamentales, con la finalidad de establecer un canal 
de comunicación, y sentar las bases para llevar a cabo acciones de enlace, vincula­
ción, actualización de datos y capacitación en materia de Derechos Humanos. 

A continuación se detallan las fechas y las entidades en donde se llevaron a ca­
bo las reuniones: 

Entidad Fecha 

Distrito Federal 1, 2, 8, 13, 22, 23 y 24 de abril 

Puebla 13 y 20 de abril 

Zacatecas 10 de abril 

En dichas reuniones participaron la licenciada Ana Luisa Barrón Ramírez, Di­
rectora General Adjunta de Enlace y Desarrollo con Organizaciones No Guberna­
mentales, la licenciada Blanca Lilia Felipe Ortega, Subdirectora; el licenciado Juan 
Carlos Abreu y Abreu, Subdirector; el licenciado Manuel Ernesto Hernández 
Maldonado, Subdirector; el licenciado Erasmo Ortiz Avilés, Jefe de Departamen­
to, y el licenciado Alejandro del Toro Martínez, Jefe de Departamento, todos ellos 
de la Dirección General Adjunta de Enlace y Desarrollo con Organizaciones No 
Gubernamentales de la CNDH. 

• Capacitación con ONG de seis entidades de la república 

Con la finalidad de que los asistentes conocieran aspectos generales de los Dere­
chos Humanos, que los hagan vigentes y fomenten la cultura de respeto y defen­
sa de los mismos, personal de la CNDH llevó a cabo reuniones de capacitación con 
ONG de seis entidades de la República Mexicana: 

Entidad Fecha 

Chihuahua 21 y 22 de abril 

Durango 16 de abril 

Estado de México 1, 14, 15 y 24 de abril 

Morelos 13, 14 y 24 de abril 

Zacatecas 10 de abril 

Distrito Federal 16 y 18 de abril 

Los eventos se llevaron a cabo en coordinación con representantes de las Orga­
nizaciones No Gubernamentales y los enlaces de las Comisiones y Procuradurías 
Locales de de los Estados de Chihuahua, Durango, Estado de México, Morelos y 
Zacatecas; en el caso del Distrito Federal se trabajó directamente con las organi­
zaciones participantes. 

Con estas reuniones se logró el fortalecimiento del vínculo con las ONG de 
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y difusión de los Derechos Humanos entre el público asistente y el cumplimiento 
exitoso de compromisos de capacitación por parte de las Comisiones Nacional y 
Estatales de Derechos Humanos con las Organizaciones No Gubernamentales de 
los estados mencionados. 

Igualmente, se dotó de herramientas que facilitan y enriquecen las actividades 
de promoción y difusión de los Derechos Humanos a los integrantes de las Or­
ganizaciones No Gubernamentales participantes, y al público conformado por 
los grupos de población en situación de vulnerabilidad a los que prestan asisten­
cia dichas organizaciones; también se brindaron conocimientos básicos sobre 
los derechos fundamentales, a través de los cursos “Participación de la socie­
dad civil”, “Fortalecimiento a Organizaciones No Gubernamentales”, “Introducción 
a los Derechos Humanos”, “Derechos de las y los niños”, “Derechos de las y los 
jóvenes” y “Violencia familiar y Derechos Humanos. 

Centro Nacional de Derechos Humanos 

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabilidad 
primordial la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la rea­
lización de estudios e investigación académica sobre el tema, tanto desde el pun­
to de vista del derecho como desde una perspectiva interdisciplinaria; el CENADEH 
también procura el intercambio institucional, la formación de investigadores, la 
reflexión académica interdisciplinaria, la programación de actividades académi­
cas, la organización de programas de formación académica y el fortalecimiento 
del Centro de Documentación y Biblioteca. 

1. investigaciones y proyectos académicos 

Tres investigadores entregaron una reseña bibliográfica cada uno, para su posible 
divulgación en las publicaciones que edita periódicamente la Comisión Nacional. 

Un investigador publicó en prensa cuatro artículos. 

2. Claustro Académico y Comité Editorial 

Se llevó a cabo una sesión del Claustro Académico, en la que el doctor Alfredo 
Islas Colín, investigador del CENADEH, expuso su proyecto de investigación cen­
tral, titulado “Desaparición de personas”; en la sesión se discutió ampliamente 
el tema. 

3. Formación académica del personal de investigación 

Actualmente dos investigadoras reciben asesoría para la elaboración de su tesis 
doctoral, en el Programa de Tutorías que coordina el Centro Nacional; en este 
mes se reunieron con su tutor para revisar los avances logrados, por ser alumnas 
del doctorado de la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED). 

Cuatro funcionarias adscritas al CENADEH se inscribieron al “Taller Teórico-Prác­
tico para la Elaboración del Protocolo de Investigación”, que organiza el Centro Na­
cional, ya que son alumnas del Doctorado en Derechos Humanos de la UNED o 
del Doctorado en Derecho Constitucional de la Universidad de Castilla La-Mancha 
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Además de las actividades que desarrollan los investigadores para fortalecer 
su formación académica, cuatro de ellos participan en el apoyo de la dirección 
de la tesis de licenciatura y/o maestría que elaboran los cinco becarios adscritos 
al Centro Nacional. 

Cuatro miembros del Centro también participan como tutores en el programa 
que inició en el año 2007 para apoyar a los alumnos que se encuentran elaboran­
do su proyecto de tesis doctoral en la UNED o tesina de investigación en la UCLM. 

4. Programas de formación académica 

a) “Taller Teórico­Práctico para la Elaboración del Protocolo de Investigación” 

En este mes dio inicio el taller Teórico-Práctico para la Elaboración del Protocolo 
de Investigación”; la invitación para participar se hizo a aquellas personas que 
actualmente se encuentran elaborando la tesina para acreditar el periodo de 
investigación en el Doctorado en Derecho Constitucional de la UCLM, así como 
a los que han acreditado el examen de suficiencia investigadora y obtuvieron el 
Diploma de Estudios Avanzados (DEA) en los programas de Doctorado en Dere­
chos Humanos y Doctorado en Derecho Constitucional de la UNED y de la UCLM, 
respectivamente. 

El taller se imparte en las instalaciones del CENADEH, los días sábado, de las 
09:00 a las 14:00 horas, y tendrá una duración de 20 horas. Se inscribieron 40 
personas y se organizaron dos grupos de 20 alumnos cada uno. 

b) Programa de Tutorías para los Doctorados en Derechos Humanos  
y Derecho Constitucional 

En este mes se llevaron a cabo cuatro reuniones académicas, en las instalaciones 
del Centro, en las cuales los tutores que colaboran en el programa se entrevis­
taron con los alumnos que actualmente cursan el periodo de investigación o se 
encuentran elaborando su proyecto de tesis doctoral, ya sea como alumnos del 
Doctorado en Derecho Constitucional de la UCLM o del Doctorado en Derechos 
Humanos de la UNED. 

c) Maestría en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH  
con la colaboración de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez 

En este mes el doctor Luis Ángel Benavides, investigador del CENADEH, concluyó 
las clases del Módulo “Acceso a la justicia como derecho humano y la seguridad 
pública”. 

El doctor Alfredo Islas Colín, investigador del CENADEH, dio inicio al Curso “Sis­
temas Nacionales de Protección de los Derechos Humanos”. 

5. Eventos académicos organizados por el Centro Nacional  
de Derechos Humanos 

La CNDH, con la finalidad de fortalecer la divulgación de los Derechos Humanos, 
realizó diversos eventos de promoción de la cultura de los mismos y también brin­
dó apoyo logístico a otras áreas del Organismo para que efectuaran actos de ese 
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Eventos académicos del CENADEH: 

Evento Fecha 
Núm. de 
asistentes 

1. Reunión de tutores de los programas 
académicos que imparte el Centro Nacional 
de Derechos Humanos 

2 de abril 12 

2. Conferencia “La defensa no jurisdiccional de 
los Derechos Humanos. Las instituciones 
precedentes a la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos” 

23 de abril 18 

6. Otras actividades 

Adicionalmente a las actividades de divulgación que organizó el Centro Nacional 
en el periodo sobre el que se informa, el personal académico también participó co­
mo conferencista, docente en los programas de formación académica que oferta 
el CENADEH y/o docente a nivel licenciatura o maestría, en universidades públi­
cas y privadas. 

Un investigador participó como docente en la Maestría en Derechos Humanos 
que coordinan la CNDH y la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, e impar­
tió el Módulo “Sistemas nacionales de protección de los Derechos Humanos”, el 
curso se realizó en las instalaciones de la citada universidad. 

En la siguiente tabla se detalla el tipo y el número de actividades en las que 
el personal académico participó en este periodo: 

Actividades de divulgación realizadas por el personal académico 
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recomendación General 
Número 15 

Sobre el derecho a la protección de la salud 

México, D. F., 23 de abril de 2009 

Sobre el derecho a la protección de la salud 

Señoras y señores Secretarios de Salud, de la Defensa Nacional y de Marina; Gobernadores de las 
entidades federativas; Jefe de Gobierno del Distrito Federal, y Directores Generales del Instituto Mexi­
cano del Seguro Social, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
y de Petróleos Mexicanos 

Distinguidas señoras y señores: 

El artículo 6o., fracción VIII, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos señala como 
atribución de este Organismo Nacional proponer a las diversas autoridades del país que, en el exclu­
sivo ámbito de sus competencias, promuevan los cambios y modificaciones de disposiciones legis­
lativas y reglamentarias, así como de prácticas administrativas que, a juicio de la propia Comisión 
Nacional, redunden en una mejor protección a los Derechos Humanos; en tal virtud, y de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 140 del Reglamento Interno de esta Comisión Nacional, se expide la 
presente Recomendación General. 

i. ANTECEDENTES 

Esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos observa con preocupación las 
condiciones bajo las cuales se prestan los servicios de salud por parte de las ins­
tituciones responsables del país, con base en el análisis de las 11,854 quejas reci­
bidas durante el periodo de enero de 2000 a enero de 2009, en las que se seña­
lan como autoridades responsables de violar el derecho a la salud, entre otras, al 
Instituto Mexicano del Seguro Social, al Instituto de Seguridad y Servicios Socia­
les de los Trabajadores del Estado, a la Secretaría de Salud, al Instituto de Segu­
ridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas y al Hospital de Pemex. 

La reiteración de quejas presentadas ante la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, así como ante los Organismos Públicos de los estados de la República, 
permiten observar el incumplimiento de las obligaciones básicas en el ámbito de 
la prestación de los servicios de salud, ya que no siempre se garantizan la dispo­
nibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y la calidad. 

Los problemas más graves que enfrentan las instituciones encargadas de pres­
tar el servicio de salud es el relativo a la falta de médicos, especialistas y personal 
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elaborar diagnósticos eficientes y otorgar tratamientos adecuados a las enfer­
medades, y la insuficiente supervisión de residentes o pasantes por el personal 
de salud. 

La falta de infraestructura hospitalaria y de recursos materiales también se pre­
senta como un obstáculo para garantizar de manera efectiva la protección del 
derecho a la salud, ya que en muchas ocasiones en las quejas se hace referencia 
a la insuficiencia de camas; de medicamentos; de infraestructura hospitalaria, 
sobre todo en las zonas rurales; de instrumental médico o equipo indispensable 
para atender a los enfermos o realizar las intervenciones quirúrgicas necesarias; de 
equipo y materiales adecuados para la elaboración de estudios y análisis clínicos; 
de material instrumental o de reactivos para realizar los estudios de laboratorio, 
y de instrumental médico para llevar a cabo las cirugías o la rehabilitación; asi­
mismo, en las quejas se menciona dilación en la práctica de estudios clínicos y 
retardo en los diagnósticos, lo que propicia una deficiente atención. 

De igual manera, de las quejas recibidas en esta Comisión Nacional se despren­
den diversas irregularidades en la prestación del servicio de atención médica, como 
un trato contrario a la dignidad, poco respetuoso y, en algunos casos, conductas 
discriminatorias que afectan el bienestar de los pacientes; la falta de atención en 
las unidades de urgencias; la atención de manera irregular; el maltrato a los pa­
cientes; las intervenciones quirúrgicas negligentes; la inadecuada prestación del 
servicio médico, y la deficiente atención materno-infantil durante el embarazo o 
el puerperio. 

En las quejas relacionadas con el derecho a la protección de la salud también 
es posible advertir el reiterado incumplimiento, por parte de los servidores públi­
cos, del marco jurídico interno e internacional en materia de salud, así como de 
las Normas Oficiales Mexicanas relacionadas con la calidad de los servicios mé­
dicos y la capacitación del personal responsable de prestar dichos servicios. 

ii. SiTUACióN Y FUNDAMENTACióN JUrÍDiCA 

El derecho a la protección de la salud se encuentra regulado en el tercer párrafo 
del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
establece que: “Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley 
definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y estable­
cerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de 
salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 
de esta Constitución”. 

La Ley General de Salud (LGS), en su artículo 2o., prevé como finalidades del de­
recho a la protección de la salud las siguientes: el bienestar físico y mental del 
hombre para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades; la prolongación y 
el mejoramiento de la calidad de vida humana; la protección y el acrecentamien­
to de los valores que coadyuven a la creación, conservación y disfrute de condi­
ciones de salud que contribuyan al desarrollo social; la extensión de actitudes 
solidarias y responsables de la población en la preservación, conservación, mejo­
ramiento y restauración de la salud; el disfrute de servicios de salud y de asisten­
cia social que satisfaga eficaz y oportunamente las necesidades de la población; 
el reconocimiento para el adecuado aprovechamiento y utilización de los servicios 
de salud, y el desarrollo de la enseñanza y la investigación científica y tecnológi-
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El artículo 27 de la Ley General de Salud prevé como servicios básicos los si­
guientes: la educación para la salud; la promoción del saneamiento básico y el 
mejoramiento de las condiciones sanitarias del ambiente; la prevención y el control 
de las enfermedades transmisibles de atención prioritaria, de las no transmisibles 
más frecuentes y de los accidentes; la atención médica, que comprende activida­
des preventivas, curativas y de rehabilitación, incluyendo la atención de urgencias, 
la atención materno-infantil, la planificación familiar, la salud mental, la prevención 
y el control de las enfermedades bucodentales, la disponibilidad de medicamen­
tos y otros insumos esenciales para la protección de la salud, la promoción del 
mejoramiento de la nutrición y la asistencia social a los grupos más vulnerables. 

También resulta indispensable la observancia de las Normas Oficiales Mexica­
nas (NOM) relativas a la prestación del servicio de salud, en su calidad de instru­
mentos legales que contienen criterios fundamentales, cuyo propósito es mejorar 
la calidad de los servicios de salud que prestan las instituciones del país, entre las 
cuales se encuentran las que tienen que ver con aspectos de: a) carácter preven­
tivo; b) en materia de prestación de servicios médicos; c) trato adecuado a los 
usuarios de los servicios de salud (de carácter técnico-administrativo, de capaci­
tación, de infraestructura y administrativas) y de carácter técnico-clínico (equipa­
miento). 

Por otra parte, las correspondientes leyes de salud locales, en su conjunto nor­
mativo, le dan sentido práctico y operativo al derecho a la protección de la salud 
que consagra el artículo 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y cuyas directrices esenciales desarrolla la Ley Gene­
ral de Salud. 

En términos de los Convenios de Coordinación para la Descentralización Inte­
gral de los Servicios de Salud, la Secretaría de Salud del Gobierno Federal des­
centraliza en favor de los gobiernos de las entidades federativas la operación de 
los servicios de salubridad general: la atención médica y la asistencia social, la sa­
lud reproductiva y la planificación familiar, la promoción de la salud, la atención 
preventiva, el control sanitario de la disposición de sangre humana y la vigilancia 
epidemiológica. 

En el ámbito internacional existen normas respecto de la protección de la salud, 
como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cuyo 
artículo 12 señala que: 

1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda per­
sona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin 
de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para: 
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano 

desarrollo de los niños. 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 

medio ambiente. 
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endé­

micas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas. 
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 

servicios médicos en caso de enfermedad. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 26, esta-
GACETA 
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señala que es el Estado quien debe hacer uso del máximo de sus recursos dispo­
nibles para garantizar el derecho a la protección de la salud. 

Los numerales 10.1, y 10.2, incisos a), d), e) y f), del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, reconocen el derecho 
de toda persona a la salud, y que los Estados partes se comprometen a reconocer 
a la salud como un bien público; además, en su “Preámbulo” asienta que: 

[…] la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos econó­
micos, sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuan­
to las diferentes categorías de derechos, constituyen un todo indisoluble 
que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona 
humana, por lo cual exigen una tutela y promoción permanente con el ob­
jeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda justificarse la violación 
de unos en aras de la realización de otros. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece, en su artículo 
25, que: 

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; 
tiene, asimismo, derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 
invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsis­
tencia por circunstancias independientes de su voluntad. 

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especia­
les. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen 
derecho a igual protección social. 

La Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, en su artículo 8.1, señala que: 
“Los Estados deben adoptar, en el plano nacional, todas las medidas necesarias 
para la realización del derecho al desarrollo y garantizarán, entre otras cosas, la 
igualdad de oportunidades para todos en cuanto al acceso a los recursos bási­
cos, la educación, los servicios de salud, los alimentos, la vivienda, el empleo y 
la justa distribución de los ingresos”, y la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre indica, en su artículo XI, que: “Toda persona tiene derecho 
a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la ali­
mentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica correspondientes al nivel 
que permitan los recursos públicos y los de la comunidad”. 

De igual forma, existen otros instrumentos internacionales que establecen el de­
recho a la protección de la salud, tal es el caso del inciso iv) del apartado e) del 
artículo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial; del apartado f) del párrafo 1 del artículo 11 y el artícu­
lo 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer; del artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, y 
de la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993. 

Finalmente, la Observación General 14 del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales reconoce a la salud como un derecho humano fundamental e 
indispensable para el ejercicio de los demás Derechos Humanos, de ahí que todo 
ser humano tenga derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le 
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mediante numerosos procedimientos complementarios, como la formulación de 
políticas en materia de salud, la aplicación de los programas de salud elaborados 
por la Organización Mundial de la Salud o la adopción de instrumentos jurídicos 
concretos. 

iii. ObSErVACiONES 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos narrados en las diversas quejas recibidas 
en esta Comisión Nacional, en el periodo comprendido de enero de 2000 a ene­
ro de 2009, relacionadas con la prestación del servicio de salud, así como de la 
revisión del marco normativo en la materia, esta Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos llegó a las siguientes consideraciones: 

Es preciso reconocer que la salud es un derecho humano indispensable para 
el ejercicio de otros derechos, y que debe ser entendido como la posibilidad de 
las personas de disfrutar de una gama de facilidades, bienes, servicios y condicio­
nes necesarias para alcanzar el más alto nivel de salud. 

De ahí que sea posible afirmar que el derecho a la salud no sólo debe enten­
derse como un derecho a estar sano, ya que éste entraña dos dimensiones: en 
la primera de ellas podemos ubicar un cúmulo de libertades, como el control de la 
salud, y la libertad sexual y genésica, y en segundo lugar encontramos el derecho 
a exigir un sistema capaz de proteger y velar por el restablecimiento de la salud, 
es aquí donde podemos ubicar un ámbito claro de responsabilidades a cargo de 
los órganos del Estado. 

A diferencia de otros derechos, como la libertad de expresión, la libertad de 
tránsito y la libertad de pensamiento, el papel del Estado se limita a no interferir 
en su ejercicio, y a prevenir, investigar y sancionar las conductas violatorias de ello; 
pero respecto del derecho a la protección de la salud, el desempeño de los ser­
vidores públicos de las instituciones es fundamental, ya que de sus acciones u 
omisiones dependerá la eficacia con que éste se garantice; la efectividad del de­
recho a la protección de la salud demanda la observancia de elementos esencia­
les que garanticen servicios médicos en condiciones de disponibilidad, accesibili­
dad (física, económica y a la información), aceptabilidad y calidad. 

Esta Comisión Nacional observa que el derecho a la protección de la salud sólo 
se puede alcanzar por medio del cumplimiento puntual de las obligaciones bási­
cas del Estado mexicano, orientadas al respeto que se le exige de abstenerse de 
intervenir, directa o indirectamente, en el disfrute del derecho a la salud; al deber 
que tienen las instituciones públicas de adoptar medidas para impedir que terce­
ros interfieran en la protección de la salud, y el deber jurídico de las autoridades 
vinculadas con los servicios públicos de protección de la salud de adoptar las me­
didas de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra ín­
dole para dar plena efectividad a este derecho. 

De igual forma, la Observación General 14 del Comité de Derechos Económi­
cos, Sociales y Culturales, al analizar el alcance del artículo 12 del Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, identifica otras obligaciones 
a cargo del Estado para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la protección 
de la salud, orientadas a: a) garantizar el derecho de acceso a los centros, bienes 
y servicios de salud sobre una base no discriminatoria, en especial por lo que 
respecta a los grupos vulnerables o marginados, sin que se deba negar o limitar 
el acceso de forma injustificada; b) velar por una distribución equitativa de todas 
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médicos y demás personal relacionado, quienes deberán estar capacitados en ma­
teria de salud y Derechos Humanos; d) facilitar medicamentos esenciales, y e) 
propiciar la atención integral de los pacientes. 

El derecho a la protección de la salud es un derecho humano, exigible y esen­
cial para el desarrollo armónico de cualquier sociedad democrática, el cual de­
manda necesariamente la planeación de políticas públicas y programas naciona­
les que coadyuven en la creación de infraestructura material y en la formación 
de recursos humanos suficientes para brindar un servicio de salud de alta calidad 
y eficiencia en todo el país. 

El Estado, a través del sistema de salud, también tiene la responsabilidad de 
garantizar la igualdad en la prestación de ese servicio, facilitando el acceso a toda 
la población que lo requiera, especialmente a quienes están en condiciones so­
cioeconómicas menos favorables; para tales efectos, el Estado está obligado a 
garantizar la eficacia en la prestación del servicio de salud, otorgando todas las 
facilidades materiales e institucionales previstas en el orden jurídico interno e in­
ternacional, a fin de poner en práctica políticas públicas sanitarias y sociales orien­
tadas a proporcionar información de salud en general, así como para prevenir 
enfermedades y desnutrición, y brindar óptima atención médica a toda la socie­
dad en general, en especial a los grupos vulnerables y desprotegidos. 

A. Es importante destacar que en las quejas recibidas por violación al derecho a 
la protección de la salud se observa, además de la falta de médicos y de capaci­
tación continua, la insuficiente supervisión de los internos y los residentes, que 
son, en el primero de los casos, quienes tienen el primer contacto con el pacien­
te y, en el segundo, quienes ya siendo médicos asisten a los especialistas para 
auxiliarlos, en calidad de alumnos, en la atención de los enfermos. 

Esta Comisión Nacional observa con preocupación que, en muchos casos, el 
personal médico titular delega su responsabilidad en internos de pregrado para 
atender determinados padecimientos o, incluso, urgencias médicas, sin el apoyo 
y la supervisión del titular, lo que aumenta de manera significativa el riesgo de 
que se cause un daño irreparable a la salud de los pacientes, debido a que carecen 
de los conocimientos y la práctica necesarios para hacer frente a determinadas 
circunstancias. 

Lo anterior ha sido documentado por esta Comisión Nacional en las Recomen­
daciones 68/2007, 30/2007, 61/2008 y 5/2009; baste como ejemplo esta últi­
ma, en donde una paciente acude con un malestar en el hombro y después de 
diversas valoraciones se le diagnosticó osteomielitis, aun cuando posteriormente 
resultó tratarse de cáncer epidermoide de pulmón, con lo que se le limitó la opor­
tunidad de recibir un tratamiento adecuado, y meses después falleció al disemi­
narse dicho padecimiento. 

Partiendo de un análisis de las quejas relacionadas con violaciones al derecho 
a la protección de la salud, imputables al personal de salud de los distintos hos­
pitales públicos, es conveniente conocer los requisitos autorizados y reconocidos 
por el ordenamiento jurídico mexicano para que el personal de salud brinde los ser­
vicios en las instituciones públicas correspondientes, que señalan que no se deben 
delegar, tal como se observa en las quejas presentadas ante esta Comisión Na­
cional, las responsabilidades médicas en personal que se encuentra en proceso 
de capacitación académica y práctica, lo cual corresponde a una desviación del 
servicio público en materia de salud. 

Lamentablemente, la carencia de personal de salud, y en general de recursos 
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na especialidad presten el servicio de salud a derechohabientes y a no derechoha­
bientes sin la supervisión adecuada, lo que en algunos casos trae como resultado 
daños en la salud de las personas, los cuales llegan al grado de ser irreparables. 
Más aún, esta Comisión ha registrado quejas en las que los internos violan el de­
recho a la protección de la salud de los enfermos, no obstante que tienen la su­
pervisión o guía de un residente, quien ya es un médico titulado, debido a que no 
poseen la pericia suficiente, ni son supervisados por un médico responsable. 

Es evidente que los médicos profesores, responsables de las residencias de es­
pecialización, así como los residentes e internos, se alejan de sus deberes legales 
y de respeto al derecho a la protección a la salud, al no cumplir con las etapas de 
instrucción y adiestramiento previstas para llevar a cabo el programa operativo 
vigente en la unidad médica receptora de residentes, y ejercen su profesión sin 
encontrarse sujetos a una supervisión adecuada, negligencia que es resultado 
directo de la falta de recursos materiales para elevar el nivel de salud en el país y 
que redunda en la falta de capacitación y responsabilidad del personal de salud. 

Es posible advertir que en las instituciones de salud existen diversas personas 
encargadas de la atención de los pacientes, cuya responsabilidad está en función 
de su antigüedad y grado de estudios, por ejemplo: los internos de pregrado, que 
tienen la calidad de estudiantes; los residentes, que son profesionales de la me­
dicina, con título legalmente expedido y registrado ante las autoridades com­
petentes, quienes se encuentran en un periodo de capacitación, y los médicos 
adscritos, que son médicos con cédula profesional de la Licenciatura en Medicina 
o que cuentan con cédula de especialidad y tienen como mínimo dos años de 
adscripción en la institución de salud, siendo estos últimos los que tienen la res­
ponsabilidad de supervisar todas y cada una de las acciones que realizan tanto 
los internos de pregrado como los médicos residentes, y cuya omisión pone en 
peligro el derecho a la protección de la salud de los pacientes. 

Por lo anterior, se puede afirmar que aun con las acciones llevadas a cabo por 
la Coordinación y Formación de Recursos Humanos para la Salud, no ha sido po­
sible superar los rezagos existentes en esta materia, ni evitar que personas que 
no tengan la capacitación presten el servicio, ya que persisten las quejas en esta 
Comisión Nacional por esas circunstancias. Dicha Coordinación fue creada por 
acuerdo en 1983, así como por el artículo 18, fracción XXI, del Reglamento Inte­
rior de la Secretaría de Salud, a través de la Dirección General de Calidad y Edu­
cación en Salud, para normar, controlar y evaluar todo lo relativo a la formación 
de recursos humanos de la salud, de conformidad con los artículos 3.1.1, 3.1.3, 
3.1.9, 3.1.10 y 22 de la Norma Oficial Mexicana NOM-090-SSA1-1994, Relativa 
a la Organización y Funcionamiento de Residencias Médicas. 

Por su parte, el artículo 3o. del Reglamento por el que se Establecen las Bases 
para la Realización del Internado de Pregrado de la Licenciatura en Medicina, 
considera al interno de pregrado como el alumno que cursa la Licenciatura en Me­
dicina en una institución de educación médica, ha acreditado los ciclos académi­
cos que establece su respectivo plan de estudios y se incorpora como becario en 
las unidades que aplican para su preparación académica, tal como lo determina la 
Norma Oficial Mexicana NOM-234-SSA1-2003, Utilización de Campos Clínicos para 
los Ciclos Clínicos e Internado de Pregrado, que precisa el cumplimiento de lo 
señalado en las Normas Oficiales Mexicanas NOM-178-SSA1-1998, Que Estable­
ce los Requisitos Mínimos de Infraestructura y Equipamiento de Establecimientos 
para la Atención Médica de Pacientes Ambulatorios, y NOM-197-SSA1-2000, Que 
Establece los Requisitos Mínimos de Infraestructura y Equipamiento de Hospitales 
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Al respecto, la Norma Oficial Mexicana NOM-234-SSA1-2003, en su inciso 4.8, 
considera como internado de pregrado al ciclo académico teórico-práctico que 
se realiza como parte de los planes de estudio de la Licenciatura en Medicina y 
como una etapa que debe cubrirse previamente al servicio social, al examen 
profesional y al título respectivo, y en los incisos 5.9.2, 5.11, 5.11.1, 5.11.3, 
5.13.1 y 7.4 reitera que los internos estarán bajo la supervisión del profesor o 
tutor responsable, que será un médico con cédula profesional de la Licenciatura 
en Medicina o que cuente con cédula de especialidad y tenga como mínimo dos 
años de adscripción en la institución de salud, quien debe proporcionar a los alum­
nos la enseñanza tutorial sin exponerlos a actividades sin asesoría y supervisión 
que impliquen responsabilidad legal, y atender a un alumno por cada cinco camas 
censables. 

De conformidad con los artículos 84, 86, 87, 88 y 240 de la Ley General de 
Salud, así como de la fracción XIII del artículo 3o. del Acuerdo por el que se Crea 
la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la 
Salud que Requiere el Sistema Nacional de Salud, los pasantes de las profesiones 
para la salud deberán prestar su servicio social, tal como lo señala la ley, priori­
tariamente en las unidades aplicativas del primer nivel de atención, en áreas de 
menor desarrollo económico y social, y estarán autorizados por ley a prescribir, 
únicamente y con las limitaciones que la Secretaría de Salud determine, y no 
deberán brindar ningún otro tipo de tratamiento que no esté supervisado por 
los médicos titulares responsables de las unidades de servicio médico. Sin embar­
go, aun cuando el marco jurídico prescribe la necesaria supervisión de los médicos 
titulares, en muchas ocasiones ello se omite, lo que acarrea graves consecuencias 
a la salud de los pacientes. 

En relación con lo anterior, también se vulnera el contenido de los artículos 87 
de la Ley General de Salud; 24 de la Ley General de Educación; 9o.; 23, fracción 
VIII, y el título VII de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional y las 
Bases para la Instrumentación del Servicio Social de las Profesiones para la Salud, 
los cuales establecen que los pasantes de medicina que realizan la prestación del 
servicio social, mediante su participación en las unidades aplicativas del primer 
nivel de atención y prioritariamente en áreas de menor desarrollo económico y so­
cial, deberán ser supervisados por sus tutores académicos en todo momento. 

De igual forma, al tolerarse que estudiantes o médicos en proceso de capaci­
tación atiendan a pacientes sin la supervisión adecuada, se vulneran las disposicio­
nes relacionadas con el derecho a la protección de la salud, de conformidad con 
los artículos 12.1, y 12.2, incisos c) y d), del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, así como 10.1, y 10.2, incisos a), b), d), e) y 
f), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena 
efectividad y el alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos; del 
mismo modo, se incumple lo señalado por el artículo 8o., fracciones I y XXIV, de 
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, 
así como por el numeral 303 de la Ley del Seguro Social, que disponen la obliga­
ción que tienen los servidores públicos de cumplir con el servicio encomendado 
y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause su suspensión o deficiencia, 
o implique el incumplimiento de cualquier disposición legal, reglamentaria o 
administrativa relacionada con el servicio público. 

En las instituciones públicas de salud también desempeña un papel fundamen­
tal el personal de enfermería, que funge como auxiliar en los tratamientos mé-
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Mundial de la Salud determinaron la importancia de contemplar los llamados 
Consultorios de Enfermería para auxiliar a los médicos en su labor cuando se tra­
te de la atención a pacientes con enfermedades de bajo riesgo en el primer nivel 
de atención, pudiendo asesorar, la enfermera, a los pacientes en cuanto a hábi­
tos de vida, asistencia familiar y servicios de atención domiciliaria con la partici­
pación del equipo de salud. 

Sin lugar a dudas, el papel del personal de enfermería es crucial en la protección 
de la salud; ejemplo de ello es el caso de la Recomendación 13/2007, emitida por 
esta Comisión Nacional, la cual se refiere a una persona que murió a consecuencia 
de la rabia contraída por una mordida de murciélago, y al momento de acudir ante 
el citado personal, éste omitió brindar una atención oportuna, concretándose a 
señalar que no existía la vacuna y que no corría peligro. 

Si bien la exposición de motivos de la reforma presentada a la Ley General de 
Salud el 24 de enero de 2007, así como el artículo 28 del citado ordenamiento, 
establecen que las actividades que desarrolla el personal de enfermería como 
proveedor de atención primaria a la salud son diversas, se estima que dicho per­
sonal es capaz de realizar un gran número de acciones de salud, como la pro­
moción y educación para la salud; la evaluación del estado nutricional; la detec­
ción de la agudeza visual; la prevención y el control de enfermedades prevenibles 
por vacunación; la detección oportuna de enfermedades como diabetes e hiper­
tensión, así como el cuidado de estos padecimientos; la detección de factores de 
riesgo para cada grupo de edad, mediante sesiones personalizadas para la modi­
ficación de los hábitos y estilos de vida; la vigilancia y el control prenatal en con­
diciones normales; la vigilancia y el control del crecimiento de los menores de 
cinco años de edad en condiciones normales; la atención a pacientes con enfer­
medades crónico-degenerativas, como diabetes e hipertensión; la planificación 
familiar, y las actividades asistenciales para con el médico familiar. Sin embargo, 
estas circunstancias aún no se llevan cabalmente a la práctica, debido a la falta 
de implementación de programas de capacitación permanente que contribuyan 
a la formación profesional del personal de enfermería en el ámbito nacional. 

b. Esta Comisión Nacional también observa con preocupación la insuficiencia 
de recursos destinados al Sistema Nacional de Salud, situación que genera fal­
ta de capacidad para garantizar de forma efectiva el derecho a la protección de 
la salud, en muchas ocasiones bajo el argumento de la carencia presupuestal. 

La ausencia de infraestructura hospitalaria para la atención de la población y 
la carencia del equipo y materiales adecuados para la elaboración de estudios 
y análisis clínicos son los principales motivos de queja ante esta Comisión Nacio­
nal, ya que se traduce en una dilación en la atención de enfermedades o inter­
venciones quirúrgicas y del tratamiento en general de los pacientes. 

Lo anterior constituye una clara violación al derecho a la protección de la salud 
de los habitantes del territorio mexicano, ya que aun cuando el gobierno (federal 
y local) tiene la obligación de garantizar la eficiencia en el funcionamiento de las 
instituciones públicas de salud, éste omite destinar mayores recursos para tal fin, 
con lo que se pone en riesgo a la población. 

En el numeral 5.5.1 de la Norma Oficial Mexicana NOM-090-SSA1-1994, se 
establece que para una atención eficiente se debe contar con un mínimo de ca­
mas censables; quirófanos; salas de expulsión; laboratorio clínico, y gabinetes de 
radiodiagnóstico, anatomía, patología, consulta externa y servicio de urgencias, 
lo cual difícilmente ocurre en las instituciones públicas del país, circunstancia que 
se agrava cuando nos referimos a las instituciones que prestan sus servicios en 
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Otro ejemplo del problema de escasez de recursos por el que pasan las insti­
tuciones públicas de salud del país es la falta de medicamentos suficientes para 
la atención de los padecimientos, que se ha hecho más evidente en los últimos 
años, lo cual afecta de manera directa a los pacientes, quienes dejan de recibir 
el medicamento prescrito e interrumpen su tratamiento, lo que ocasiona conse­
cuencias graves en su salud y se ven obligados a destinar recursos económicos 
a la compra de un medicamento que, por derecho, deben recibir sin costo, de 
parte de las instituciones públicas de salud. 

Lo anterior corresponde a prácticas contrarias al contenido del artículo 9 del 
Reglamento de la Ley General de Salud, que establece como servicios esenciales 
del sistema de salud el abasto de los medicamentos prescritos por el médico y 
asociados a los tratamientos, debiendo sujetar la dotación de medicamentos a 
lo señalado en la receta y a lo establecido en los protocolos o guías clínico-tera­
péuticas, hipótesis que, con frecuencia, no se actualiza. 

En este contexto, resulta importante destacar la tesis sustentada por el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la foja 112 del tomo XI, 
abril de 1999, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena épo­
ca, que lleva por título “Salud. El derecho a su protección que como garantía in­
dividual consagra el artículo 4o. Constitucional, comprende la recepción de 
medicamentos básicos para el tratamiento de las enfermedades y su suministro 
por las dependencias y entidades que prestan los servicios respectivos”. Dicha 
tesis se refiere a lo siguiente: 

La recepción de los medicamentos básicos para el tratamiento de una enfer­
medad, como parte integrante del servicio básico de salud consistente en la aten­
ción médica, que, en su actividad curativa, significa proporcionar un tratamiento 
oportuno al enfermo, lo que incluye, desde luego, la aplicación de los medica­
mentos básicos correspondientes conforme al cuadro básico de insumos del 
sector salud, sin que contradiga a lo anterior que los medicamentos sean recien­
temente descubiertos y que existan otras enfermedades que merezcan igual o 
mayor atención por parte del sector salud, pues éstas son cuestiones ajenas al 
derecho del individuo de recibir los medicamentos básicos para el tratamiento 
de su enfermedad, como parte integrante del derecho a la protección de la salud 
que se encuentra consagrado como garantía individual y del deber de propor­
cionar por parte de las dependencias y entidades que prestan los servicios res­
pectivos. 

C. De las quejas recibidas en esta Comisión Nacional se observa que los servido­
res públicos que laboran en las instituciones encargadas de brindar la atención 
médica proporcionan un trato poco amable y hasta irrespetuoso a los pacientes 
y sus familiares, y en algunos casos llevan a cabo conductas discriminatorias que 
afectan la dignidad de los enfermos; de igual forma, se ha constatado la inade­
cuada prestación del servicio médico y la deficiente atención materno-infantil 
durante el embarazo o el puerperio, que transgrede lo dispuesto en los artículos 
32 y 33 de la Ley General de Salud, los cuales disponen que la atención médica 
es el conjunto de servicios que se proporcionan al individuo con objeto de pro­
teger, promover y restaurar su salud, y se deben considerar como actividades de 
atención médica las preventivas, las curativas y las de rehabilitación física o men­
tal, circunstancias que en muchas ocasiones se dejan de observar. 

De lo anterior se desprende que el paciente tiene, en todo momento, el dere­
cho a que el médico tratante le brinde la información veraz y completa acerca del 
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prensible, con el fin de favorecer el conocimiento pleno de su estado de salud y 
para permitirle decidir con libertad y sin presión si acepta o rechaza algún procedi­
miento, diagnóstico o tratamiento terapéutico ofrecido, así como el uso de me­
didas extraordinarias de supervivencia en pacientes terminales, ello de conformi­
dad con los artículos 29, 30 y 80 del Reglamento de la Ley General de Salud; de 
los numerales 4.2, 5.5 y 10.1.1 de la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998, 
y del apartado C del punto 10 de la Declaración de Lisboa de la Asociación Médi­
ca Mundial sobre los Derechos del Paciente, del 9 de enero de 1995. 

De igual forma, el paciente tiene derecho a recibir un correcto diagnóstico y 
la atención necesaria durante su enfermedad, y, en caso de que esto no le pueda 
ser brindado, se le remita a otro médico, para que obtenga la atención adecuada, 
a fin de no incurrir en responsabilidad o negligencia, de conformidad con los 
artículos 51 y 89 de la Ley General de Salud, y 21 y 49 del Reglamento de la Ley 
General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, cir­
cunstancia que en diversas ocasiones no se actualiza, debido a las diversas ac­
ciones y omisiones por parte de los servidores públicos encargados de brindar la 
atención médica. 

Otra queja frecuente es la relativa a los casos de atención urgente, cuando está 
en peligro la vida o existe algún problema médico-quirúrgico agudo que pone en 
grave riesgo a la misma, a un órgano o a una función, y que requiere atención 
inmediata, casos en los cuales el paciente debe ser atendido por las personas o 
las instituciones públicas que tengan conocimiento de la urgencia, y, en su caso, 
ser trasladados a los establecimientos de salud más cercanos para recibir la aten­
ción médica. 

Esta Comisión Nacional ha documentado una gran cantidad de quejas en las 
que el paciente deja de recibir la atención médica requerida en las unidades de 
urgencias de las instituciones públicas de salud del país, debido a que no cuentan 
con un “carnet” que los identifique como derechohabientes, o por no garantizar 
los gastos que se puedan erogar, por lo que se ven en la necesidad de trasladar­
se a otras instituciones, generalmente privadas, para ser atendidos debido a la 
gravedad de su padecimiento, lo cual ocasiona circunstancias como las compli­
caciones en su salud, la pérdida de algún órgano o parte del cuerpo, la erogación 
de recursos para el pago de atención privada e incluso la muerte. 

Las conductas anteriormente descritas son contrarias a lo señalado en los ar­
tículos 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos; 1o., 2o., 23, 32, 33, 34, 35, 37, 51 y 55 de la Ley General de Salud; 
48, 71 y 73 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación 
de Servicios de Atención Médica, y 3o., 6o., 7o. y 43 del Reglamento de Presta­
ciones Médicas del IMSS, que establecen el derecho de todo paciente a que se 
proteja su salud, mediante la obtención de una atención oportuna, de calidad idó­
nea, profesional y éticamente responsable. 

D. Por otra parte, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos advierte con 
preocupación la inobservancia del marco normativo que rige a las instituciones 
públicas de salud, ya que, derivado del análisis de las quejas que se presentan en 
esta Comisión Nacional, ha sido posible identificar que, en el desarrollo de sus 
funciones, los servidores públicos que prestan los servicios públicos de salud en 
el territorio nacional incumplen de manera reiterada con lo prescrito por las di­
versas Normas Oficiales Mexicanas, las cuales son de observancia obligatoria para 
los sectores público, privado y social. 

En nuestro país existen aproximadamente 82 Normas Oficiales Mexicanas ex-
GACETA 
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servicios públicos de salud; de ellas destacan, por las consecuencias derivadas de 
su inobservancia, así como por las quejas que se han presentado ante esta Co­
misión Nacional, las siguientes: 

1. NOM-015-SSA2-1994, Para la Prevención, Tratamiento y Control de la Dia­
betes, y su modificación NOM-015-SSA2-1994. 

2. NOM-007-SSA2-1993, Atención de la Mujer Durante el Embarazo, Parto y 
Puerperio y del Recién Nacido. Criterios y Procedimientos para la Prestación 
del Servicio. 

3. NOM-013-SSA2-1994, Para la Prevención y Control de Enfermedades Bu­
cales, y su modificación NOM-013-SSA2-1994. 

4. NOM-010-SSA2-1993, Para la Prevención y Control de la Infección por Vi­
rus de la Inmunodeficiencia Humana, y su modificación NOM-010-SSA2- 
1993. 

5. NOM-025-SSA2-1994, Para la Prestación de Servicios de Salud en Unidades 
de Atención Integral Hospitalaria Médica-Psiquiátrica. 

6. NOM-005-SSA2-1993, De los Servicios de Planificación Familiar, y su mo­
dificación NOM-005-SSA2-1993. 

7. NOM-003-SSA2-1993, Para la Disposición de Sangre Humana y sus Com­
ponentes con Fines Terapéuticos. 

8. NOM-009-SSA2-1993, Para el Fomento de la Salud del Escolar. 
9. NOM-011-SSA2-1993, Para la Prevención y Control de la Rabia, y su mo­

dificación NOM-011-SSA2-1993. 
10. NOM-006-SSA2-1993, Para la Prevención y Control de la Tuberculosis en 

la Atención Primaria de la Salud, y sus modificaciones NOM-006-SSA2-1993 
y NOM-006-SSA2-1993. 

11. NOM-090-SSA1-1994, Para la Organización y Funcionamiento de Residen­
cias Médicas. 

12. NOM-014-SSA2-1994, Para la Prevención, Tratamiento y Control de Cáncer 
del Cuello, Útero y de la Mama en la Atención Primaria, y sus modificacio­
nes NOM-014-SSA2-1994, NOM-014-SSA2-1994 y NOM-014-SSA2-1994. 

13. NOM-022-SSA2-1994, Para la Prevención y Control de la Brucelosis en el 
Hombre, y su modificación NOM-022-SSA2-1994. 

14. NOM-021-SSA2-1994, Para la Vigilancia, Prevención y Control del Comple­
jo Teniasis/Cisticercosis en el Primer Nivel de Atención Médica, y sus mo­
dificaciones NOM-021-SSA2-1994 y NOM-021-SSA2-1994. 

15. NOM-017-SSA2-1994, Para la Vigilancia Epidemiológica. 
16. NOM-020-SSA2-1994, Para la Prestación de Servicios de Atención Médica 

en Unidades Móviles Tipo Ambulancias, y sus modificaciones NOM-020­
SSA2-1994 y NOM-237-SSA1-2004. 

17. NOM-016-SSA2-1994, Para la Vigilancia, Prevención, Control, Manejo y Tra­
tamiento del Cólera. 

18. NOM-167-SSA1-1997, Para la Prestación de Servicios de Asistencia Social 
para Menores y Adultos Mayores. 

19. NOM-171-SSA1-1998, Para la Práctica de Hemodiálisis. 
20. NOM-168-SSA1-1998, Del Expediente Clínico. 
21. NOM-178-SSA1-1998, Que Establece los Requisitos Mínimos de Infraestruc­

tura y Equipamiento de Establecimientos para la Atención Médica de Pa­
cientes Ambulatorios. 

22. NOM-169-SSA1-1998, Para la Asistencia Social Alimentaria a Grupos de 
GACETA 
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23. NOM-173-SSA1-1998, Para la Atención Integral a Personas con Discapa­
cidad. 

24. NOM-174-SSA1-1998, Para el Manejo Integral de la Obesidad. 
25. NOM-190-SSA1-1999, Prestación de Servicios de Salud. Criterios para la 

Atención Médica de la Violencia Familiar. 
26. NOM-028-SSA2-1999, Para la Prevención, Tratamiento y Control de las 

Adicciones. 
27. NOM-027-SSA2-1999, Para la Prevención, Control y Eliminación de la Le­

pra. 
28. NOM-030-SSA2-1999, Para la Prevención, Tratamiento y Control de la Hi­

pertensión Arterial. 
29. NOM-031-SSA2-1999, Para la Atención a la Salud del Niño. 
30. NOM-029-SSA2-1999, Para la Vigilancia Epidemiológica, Prevención y 

Control de la Leptospirosis en el Humano. 
31. NOM-205-SSA1-2002, Para la Práctica de la Cirugía Mayor Ambulatoria. 
32. NOM-209-SSA1-2002, Para la Regulación de los Servicios de Salud. Para la 

Práctica de Cirugía Oftalmólogica con Láser Excimer. 
33. NOM-206-SSA1-2002, Para la Regulación de los Servicios de Salud. Que 

Establece los Criterios de Funcionamiento y Atención en los Servicios de 
Urgencias de los Establecimientos de Atención Médica. 

34. NOM-036-SSA2-2002, Para la Prevención y Control de Enfermedades. Apli­
cación de Vacunas, Toxoides, Sueros, Antitoxinas e Inmunoglobulinas en 
el Humano. 

35. NOM-032-SSA2-2002, Para la Vigilancia Epidemiológica, Prevención y Con­
trol de Enfermedades Transmitidas por Vector. 

36. NOM-037-SSA2-2002, Para la Prevención, Tratamiento y Control de las Dis­
lipidemias. 

37. NOM-041-SSA2-2002, Para la Prevención, Diagnóstico, Tratamiento, Con­
trol y Vigilancia Epidemiológica del Cáncer de la Mama. 

38. NOM-035-SSA2-2002, Para la Prevención y Control de Enfermedades en 
la Perimenopausia y Postmenopausia de la Mujer. Criterios para Brindar la 
Atención Médica. 

39. NOM-038-SSA2-2002, Para la Prevención, Tratamiento y Control de las En­
fermedades por Deficiencia de Yodo. 

40. NOM-039-SSA2-2002, Para la Prevención y Control de las Infecciones de 
Transmisión Sexual. 

41. NOM-034-SSA2-2002, Para la Prevención y Control de los Defectos al Na­
cimiento. 

42. NOM-040-SSA2-2004, En Materia de Información en Salud. 
43. NOM-043-SSA2-2005, Para los Servicios Básicos de Salud. Promoción y Edu­

cación para la Salud en Materia Alimentaria. Criterios para Brindar Orien­
tación. 

El cumplimiento puntual de las Normas Oficiales Mexicanas es una condición 
indispensable para alcanzar los objetivos de establecer programas preventivos de 
salud, a efecto de lograr un decremento en el índice de enfermedades, cirugías 
y tratamientos que pueden ser prevenidos a partir de programas y acciones que 
tanto el gobierno federal como las entidades federativas están obligados a di­
fundir y lograr su eficacia, reduciendo costos importantes para el sector salud en 
cuanto a las consecuencias de la no prevención de posibles enfermedades y tras-
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lograr índices de salud óptimos, por lo que se debe sistematizar, homogeneizar 
y actualizar con criterios científicos, tecnológicos y administrativos, el manejo de 
la información, así como los procedimientos para el diagnóstico y tratamiento es­
pecífico de los problemas de salud de los pacientes, con el fin de llevar a cabo de 
forma más eficiente las acciones preventivas, curativas y de rehabilitación. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional observa la necesidad de que 
se fortalezcan, se difundan y se hagan eficaces los programas de prevención de­
terminados en las distintas NOM, y se dé cumplimiento cabal a su contenido para 
elevar los estándares de salud de la población mexicana, garantizando con ello 
su atención integral. 

Es oportuno señalar que el incumplimiento de las Normas Oficiales Mexicanas 
resulta contrario al mandato constitucional del derecho a la protección de la sa­
lud de toda la población, sin discriminación, y hace evidente la desigualdad que 
existe para acceder a la prestación del servicio de salud en México. 

En atención a los razonamientos anteriores, para esta Comisión Nacional la 
prestación indebida del servicio de salud, tal y como quedó expuesto, implica 
una violación al derecho que toda persona tiene a la prolongación y el mejora­
miento de su calidad de vida; a la conservación y al disfrute de condiciones de 
salud; a la preservación, conservación, mejoramiento y restauración de la salud, 
y al disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y 
oportunamente las necesidades de la población, lo cual contraviene lo dispues­
to en los artículos 1o., párrafo tercero, y 4o., párrafo tercero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2o. y 27 de la Ley General de Salud; 
las 82 Normas Oficiales Mexicanas de salud aplicables; los artículos 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 26 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos; los numerales 10.1, y 10.2, incisos a), 
d), e) y f), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 25.1 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos; 8.1 de la Declaración sobre 
el Derecho al Desarrollo; XI de la Declaración Americana de los Derechos y De­
beres del Hombre; el inciso iv) del apartado e) del artículo 5 de la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial; 
el apartado f) del párrafo 1 del artículo 11 y el artículo 12 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; el artículo 
24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, y la Declaración y Programa de 
Acción de Viena de 1993, reconocidos como ley suprema en términos del artícu­
lo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos formula res­
petuosamente a ustedes, señoras y señores Secretarios de Salud, de la Defensa 
Nacional y de Marina; Gobernadores de las entidades federativas; Jefe de Go­
bierno del Distrito Federal, y Directores Generales del Instituto Mexicano del Se­
guro Social, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado y de Petróleos Mexicanos, las siguientes: 

iV. rECOMENDACiONES GENErAlES 

PRIMERA. Proponer a la Honorable Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión y a las Legislaturas de cada una de las entidades federativas que se asigne 
una partida presupuestal suficiente al Sector Salud, a fin de que se cuente con 
los recursos financieros necesarios para crear la infraestructura material necesa-
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SEGUNDA. Desarrollar los manuales para hacer operativas las políticas públicas 
de promoción de la salud y de prevención de enfermedades, en todas las enti­
dades federativas, a fin de proporcionar servicios de salud de calidad a toda la 
población, que garanticen el abasto y suministro de los medicamentos necesarios 
para la conservación o el restablecimiento de la condición de salud de los pacien­
tes, así como de brindar oportuna información para prevenir el mayor número 
de enfermedades. 

TERCERA. Crear políticas eficientes, con objeto de apoyar el mejoramiento de las 
condiciones sanitarias del medio ambiente, de control y vigilancia de factores no­
civos, que propicien el desarrollo satisfactorio de la vida. 

CUARTA. Dictar las medidas pertinentes a efecto de que se capacite al personal 
de salud de las instituciones públicas, respecto de la existencia y la observancia 
que se debe dar a las Normas Oficiales Mexicanas y se brinde una atención dig­
na y de calidad, así como un servicio profesional. 

QUINTA. Elaborar y ejecutar programas específicos, con la finalidad de proteger 
a grupos vulnerables, en especial a la población indígena, a grupos en extrema 
pobreza, a menores y adultos mayores, a discapacitados, a enfermos terminales, 
a enfermos de VIH y a mujeres en estado de gravidez. 

SEXTA. Tomar las medidas adecuadas para brindar el apoyo presupuestal y de 
infraestructura necesario al Sistema Nacional de Salud, a fin de impulsar las ac­
tividades e investigaciones científicas y tecnológicas en el ramo; asimismo, coad­
yuvar a las dependencias e instituciones competentes para la regulación y control 
de la transferencia de tecnología en el área, para estar en condiciones de brindar 
un óptimo servicio profesional ético. 

SÉPTIMA. Impulsar las actividades e investigaciones necesarias para efectuar 
los cambios en los procedimientos para el otorgamiento de los servicios de sa­
lud, a fin de garantizar su cumplimiento como lo establecen las Normas Oficia­
les Mexicanas, con mecanismos eficientes de atención, diagnóstico y tratamien­
to, a fin de disminuir la mortalidad y la morbilidad materna e infantil. 

OCTAVA. Proporcionar un servicio de consejería o apoyo emocional a toda per­
sona a quien se entregue un resultado VIH positivo, con objeto de disminuir el 
impacto psicológico de la notificación en el individuo afectado y favorecer su adap­
tación a la nueva situación, evitando en todo momento la discriminación y ma­
yores repercusiones sociales en la familia. 

La presente Recomendación de carácter general, de acuerdo con lo señalado en 
el artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos; 6o., fracción VIII, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, así como 140 de su Reglamento Interno, fue aprobada por el Conse­
jo Consultivo de esta Comisión Nacional en su sesión ordinaria número 252, de 
fecha 14 de abril de 2009, tiene el carácter de pública y se emite con el propósi­
to fundamental de que se promuevan los cambios y modificaciones de disposicio­
nes normativas y prácticas administrativas que constituyan o propicien violaciones 
a los Derechos Humanos, y también para que las autoridades competentes, den­
tro de sus atribuciones, eliminen dichas violaciones y subsanen las irregularidades 
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Con base en el mismo fundamento jurídico, informo a ustedes que las Reco­

mendaciones Generales no requieren aceptación por parte de las instancias des­
tinatarias; sin embargo, se les pide que, en su caso, las pruebas correspondientes 
al cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta Comisión Nacional dentro 
de un término de 30 días hábiles siguientes a la fecha de emisión de la presente 
Recomendación. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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recomendación 23/2009
 
Sobre el caso del señor Yavhé Gaona ramírez 

SÍNtESIS: El 10 de septiembre de 2008 se recibió en esta Comisión Nacional el es­
crito de queja del señor Yavhé Gaona Ramírez, entonces interno en el Centro Fede­
ral de Rehabilitación Psicosocial, en Ciudad Ayala, Morelos, en el que asentó entre 
otros aspectos que en dicho establecimiento le impedían conservar correspondencia 
en su estancia. 

Posteriormente, el 6 de octubre de 2008 se recibió otro escrito del agraviado, en 
el que expuso que el 24 de septiembre de ese año recibió una misiva pero no se que­
dó con ella por indicaciones de una trabajadora social, quien le aseveró que era ne­
cesario que se diera la autorización correspondiente; el interno señaló que se negó 
a devolver la carta, lo cual originó que se la arrebataran, y el personal de Seguridad 
lo condujo a la zona de castigo. 

El expediente de queja se radicó en esta Comisión Nacional con el número CNDH/3/ 
2008/4406/Q y del análisis de las evidencias que lo integran se acreditó que se vul­
neraron los derechos humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica, de audiencia 
y de presunción de inocencia del señor Yavhé Gaona Ramírez, toda vez que en el men­
cionado Centro se le impusieron los días 19 de junio y 25 de septiembre de 2008 
dos medidas de protección temporal en aislamiento, las cuales no están reguladas en 
normatividad alguna, al carecer dicho establecimiento de reglamento y manuales 
de procedimientos debidamente expedidos y publicados en el Diario Oficial de la Fede­
ración. Además, los integrantes del Consejo Técnico Interdisciplinario impusieron las 
referidas medidas sin existir un procedimiento previo que hubiere determinado la res­
ponsabilidad del agraviado en las conductas antes señaladas. 

Con base en lo expuesto, el 3 de marzo de 2009, esta Comisión Nacional emitió la 
Recomendación 23/2009, dirigida al Secretario de Seguridad Pública Federal, con el 
objeto de que se realicen las acciones conducentes a efecto de que a la brevedad 
se expida y publique el Reglamento del Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial, 
que regule su organización, operación y administración, tomando en consideración las 
observaciones contenidas en tal pronunciamiento y en cumplimiento al artículo 12 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; se expidan y publiquen a 
la brevedad los manuales de procedimientos necesarios para el funcionamiento del 
dicho establecimiento, en atención a las consideraciones vertidas en la recomenda­
ción, como lo dispone el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, y se dé vista al Órgano Interno de Control competente para que se inicie un 
procedimiento de investigación administrativa en contra de los integrantes del Con­
sejo Técnico Interdisciplinario del aludido Centro que impusieron las medidas de pro­
tección al señor Yavhé Gaona Ramírez los días 19 de junio y 25 de septiembre de 
2008. 
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México, D. F., a 3 de abril de 2009 

Sobre el caso del señor Yavhé Gaona ramírez 

Ing. Genaro García Luna
 
Secretario de Seguridad Pública Federal
 

Distinguido señor secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º; 3º, párrafo segundo; 
6º, fracciones I, II, III, y XII; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos; así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento 
Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente de queja CNDH/3/2008/4406/Q, 
relacionado con el caso del señor Yahvé Gaona Ramírez y visto los siguientes: 

i. HECHOS 

A. El 10 de septiembre de 2008 se recibió en esta Comisión Nacional el escrito 
de queja del señor Yavhé Gaona Ramírez, entonces interno en el Centro Federal de 
Rehabilitación Psicosocial, en Ciudad Ayala, Morelos, en el que asentó entre otros 
aspectos que en dicho establecimiento le impedían conservar correspondencia en 
su estancia. 

Posteriormente, el 6 de octubre de 2008 se recibió otro escrito del agraviado, 
en el que expuso que el 24 de septiembre de ese año recibió una misiva pero no 
se quedó con ella por indicaciones de una trabajadora social, quien le aseveró que 
era necesario que se diera la autorización correspondiente; el interno señaló que se 
negó a devolver la carta, lo cual originó que se la arrebataran, y el personal de Se­
guridad lo condujo a la zona de castigo. 

b. Para la debida integración del expediente de queja se solicitó información al 
director general del Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial, así como al co­
misionado del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación 
Social de esa Secretaría a su cargo, quienes remitieron diversas constancias rela­
cionadas con los hechos que se investigan. 

ii. EViDENCiAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. Escritos de queja suscritos por el señor Yavhé Gaona Ramírez, uno del 7 de 
julio de 2008 y el otro sin fecha, recibidos en esta Comisión Nacional los días 10 
de septiembre y 6 de octubre de 2008, respectivamente. 

b. Oficios SSP/SSPF/OADPRS/CGCF/CEFEREPSI/DG-3490/2008, SSP/SSPF/ 
OADPRS/CGCF/CEFEREPSI/DG-3824/2008, y SSP/SSPF/OADPRS/CGCF/CEFEREP­
SI/DG-0374/2009, del 7 de octubre y 3 de noviembre de 2008, y del 30 de ene­
ro de 2009, respectivamente, por los cuales el director general del Centro Fede-
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con los siguientes aspectos: procedimiento para la entrega de correspondencia a 
los internos; los motivos por los que se impusieron medidas de protección tem­
poral al señor Gaona Ramírez; la integración y atribuciones del Consejo Técnico 
Interdisciplinario; la aplicación y ejecución de las citadas medidas, así como de la 
normatividad que regula las actividades de dicho establecimiento. 

Asimismo, envió copia de diversas constancias, entre las que destacan por su 
importancia las siguientes: 

1. Acta de la XXV sesión ordinaria del Consejo Técnico Interdisciplinario del citado 
Centro, del 19 de junio de 2008, en la que se determinó imponer al señor Gao­
na Ramírez una medida de protección en aislamiento temporal del 13 al 14 de 
junio del mismo año, por el hecho de dañar su pantalón y desprender las mangas 
a su camisa. 

2. Acta de la XXXIX sesión ordinaria del mencionado cuerpo colegiado, del 25 
de septiembre de 2008, en la que se determinó aplicar al interno de mérito otra 
medida de protección consistente también en aislamiento temporal del 24 al 25 
de ese mes y año, por el hecho de no acatar indicaciones del personal de Segu­
ridad, al pretender mantener correspondencia en su estancia. 

3. Folio DT/339/2008, del 24 de septiembre de 2008, mediante el cual el secre­
tario técnico del Consejo Técnico Interdisciplinario del mencionado Centro, infor­
mó al director de Seguridad que en esa fecha se impuso una medida de protec­
ción temporal al señor Gaona Ramírez. 

C. Oficio SSP/SSPF/OADPRS/UALDH/492/2009, del 19 de febrero de 2009, por 
el que el titular de la Unidad de Asuntos Legales y Derechos Humanos del Órga­
no Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social remitió 
copia del proyecto del Manual de Organización Específico de la Dirección Gene­
ral del Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial, así como un disco compacto 
que contiene documentos que se señalan como Manuales de Procedimientos de 
las Subdirecciones Administrativa, Jurídica y Normativa, Médica Técnica, Seguri­
dad y Vigilancia, y del Departamento de Informática. 

iii. SiTUACióN JUrÍDiCA 

El 19 de junio de 2008, el Consejo Técnico Interdisciplinario del Centro Federal de 
Rehabilitación Psicosocial determinó aplicar una medida de protección temporal 
en aislamiento al señor Yavhé Gaona Ramírez, ahí interno, por dañar su pantalón 
y su camisa, la cual cumplió del 13 al 14 de ese mes y año. 

Posteriormente, el 24 de septiembre de 2009 se impidió al agraviado tener con­
sigo correspondencia y desde ese momento quedó sujeto a otra medida de pro­
tección temporal en aislamiento, al no acatar las instrucciones del personal de 
Seguridad de que no podía tener en su estancia tal misiva, dictándole el enun­
ciado órgano colegiado dicha medida un día después de los hechos. 

iV. ObSErVACiONES 

Del análisis lógico jurídico realizado a las constancias que integran el presente ex-
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guridad jurídica, de audiencia y de presunción de inocencia en agravio del señor 
Yavhé Gaona Ramírez, toda vez que en el Centro Federal de Rehabilitación Psi­
cosocial se le impusieron medidas de protección temporal, las cuales no están 
reguladas en normatividad alguna. 

A. Violación al derecho a la legalidad y a la seguridad jurídica 

Por lo que se refiere al procedimiento de entrega de correspondencia a los inter­
nos, de acuerdo al informe rendido por el director general del Centro Federal de 
mérito, aquélla se entrega de manera inmediata a través del área de Trabajo So­
cial y, en caso de que se trate de paquetería, el destinatario revisa su contenido 
en presencia de representantes de las áreas de Seguridad, Jurídica y Trabajo So­
cial, para que en su caso el Consejo Técnico Interdisciplinario autorice la perma­
nencia de tales objetos en las estancias de los reclusos, siempre que no se trate de 
artículos u objetos que estén prohibidos o pongan en riesgo la integridad de los 
internos o la seguridad institucional. Además, que tal actividad tiene como propó­
sito contar con un registro y un control de las pertenencias que poseen los internos 
en sus estancias, a fin de evitar el intercambio de artículos entre los mismos. 

En cuanto a la normatividad que regula la actividad del aludido Centro Federal, 
indicó que se aplica, entre otras, la Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de 
Sentenciados, el Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública, el Re­
glamento del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación 
Social y el Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social. 

Al respecto, es preciso señalar que esta Comisión Nacional detectó que tales 
documentos no contemplan ni regulan el procedimiento de entrega de corres­
pondencia en dicho establecimiento, ni de objetos y material impreso que reciben 
los internos del exterior. 

Por otra parte, el director general del Centro mencionó que también se aplica 
el Manual de Organización Específico de la Dirección General y el Manual de Pro­
cedimientos, ambos del Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial, autorizados 
por la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto de la Secre­
taría de Seguridad Pública, en el primero de los casos en septiembre de 2006, y 
el segundo en 2003 y 2004; documentos que se encuentran en proceso de vali­
dación y registro para el año 2009. 

En tal sentido, del análisis realizado a los documentos que remitió el titular de 
la Unidad de Asuntos Legales y Derechos Humanos del Órgano Administrativo Des­
concentrado Prevención y Readaptación Social, se observa que si bien es cierto 
el llamado Manual de Procedimientos de la Subdirección Médica Técnica con­
templa en el punto 15, que el Departamento de Diagnóstico y Determinación de 
Tratamiento entregará la correspondencia postal o telegráfica a los interno-pacien­
tes en presencia del personal de Seguridad y Vigilancia, también lo es que dicho 
documento no ha sido debidamente aprobado ni publicado. 

Es conveniente precisar que el artículo 8, fracción X, del Reglamento Interior 
de la Secretaría de Seguridad Pública establece que el secretario del ramo tiene 
la facultad de expedir los acuerdos, manuales de organización, de procedimien­
tos y de servicios al público, y demás disposiciones normativas internas en el ám­
bito de su competencia que considere necesarias para cumplir con los fines de 
la dependencia y, en su caso, ordenar su publicación, lo cual en el caso que nos 
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Ahora bien, por lo que hace a las dos medidas de protección en aislamiento 
temporal que se impusieron al señor Gaona Ramírez, se asentó en las actas de 
las sesiones XXV y XXIX del Consejo Técnico Interdisciplinario del aludido Centro 
Federal, del 19 de junio y 25 de septiembre de 2008, respectivamente, que la apli­
cación de tales medidas tiene su fundamento en los artículos 3, 6 y 9 de la Ley 
que Establece las Normas Mínimas Sobre Readaptación Social de Sentenciados, 
así como 60, y demás relativos y aplicables del Reglamento de los Centros Fede­
rales de Readaptación Social. 

Sobre el particular, es importante resaltar que los numerales 3 y 6 de la Ley 
en cita aluden a la competencia de la Autoridad Federal Ejecutora de Sanciones, 
el lugar en que los sentenciados por delitos del orden federal compurgarán sus 
penas, a los convenios de coordinación que pueden celebrar los gobiernos fede­
ral, de los estados y del Distrito Federal, así como al tratamiento que se aplicará 
a los sentenciados; en tanto que el artículo 9 indica que en cada reclusorio se crea­
rá un Consejo Técnico Interdisciplinario con funciones consultivas necesarias para 
la aplicación individual del sistema progresivo y la concesión de beneficios preli­
beracionales, además de señalar los miembros que lo integrarán. 

Si bien esta ley hace referencia a cuestiones concernientes a la ejecución de las 
sanciones y a las funciones del Consejo Técnico Interdisciplinario, lo hace de for­
ma general sin detallar la forma en que se llevará a cabo su cumplimiento; es 
decir, no precisa cuáles son las atribuciones específicas de dicho cuerpo colegia­
do en el Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial, ni tampoco en qué consis­
ten las medidas de protección que se aplican a los interno-pacientes, las conduc­
tas que ameritan la imposición de tales medidas, su duración, quién tiene a cargo 
su ejecución, el lugar donde se cumplirán y los medios para inconformarse con su 
aplicación. 

Por su parte, el artículo 60 del Reglamento de los Centros Federales de Re­
adaptación Social dispone que los internos sólo podrán transitar y permanecer 
en determinadas áreas, en los horarios establecidos para ello; que deberán estar 
acompañados en todo momento por personal del área de Seguridad y Custodia, 
y que no podrán permanecer en sus estancias durante los horarios destinados 
para actividades que se realicen fuera de las mismas. 

Del contenido del mencionado artículo se advierte que éste no guarda relación 
con las medidas de protección impuestas al señor Gaona Ramírez, ni con los mo­
tivos que las originaron. Además, el Reglamento de los Centros Federales de Re­
adaptación Social no es aplicable al Centro Federal que nos ocupa, ya que a pesar 
de que su artículo 1 establece que dicho ordenamiento tiene por objeto regular la 
organización, operación y administración de los Centros Federales de Readapta­
ción Social, el artículo quinto transitorio dispone que en la colonia penal federal 
“Islas Marías” y en el Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial se continuarán 
aplicando sus propios ordenamientos. 

Por tanto, resulta preocupante para esta Comisión Nacional que en el caso del 
Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial no exista normatividad específica, 
debidamente expedida y publicada, que regule su organización y funcionamien­
to. Es oportuno decir que en toda institución es necesario contar con una norma 
o conjunto de normas jurídicas que faciliten la exacta observancia de las leyes ex­
pedidas por el Poder Legislativo, que desarrollen y complementen en detalle esos 
ordenamientos, lo cual no sucede en el presente asunto, ya que el aludido Centro 
carece de reglamento, y a pesar de que cuenta con documentos que pueden ser 
considerados como proyectos de manuales de organización y de procedimientos 
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Es conveniente mencionar que el director general del sitio en cuestión informó 
que dentro de las atribuciones del Consejo Técnico Interdisciplinario del mismo está 
la de aprobar, suspender o cancelar los estímulos y medidas de protección tem­
poral de los internos; que ante la presencia de una conducta contraria a la nor­
matividad aplicable o que ponga en riesgo su integridad o la de otros, el personal 
médico y técnico valora el caso, y en opinión del primero se sugiere la aplicación 
temporal de la medida para posteriormente ser presentado el asunto ante dicho 
cuerpo colegiado; que las medidas de protección tienen la finalidad de evitar que 
los interno-pacientes atenten contra su integridad, la de otros o vulneren la se­
guridad institucional. También señaló dicho funcionario que tales medidas con­
sisten en ubicar a los internos en un tiempo no mayor a 7 días en el “módulo VII” 
con restricción de tránsito a los límites de su estancia; sin embargo, tal situación 
no está contemplada en un ordenamiento específico. Además, refirió que no exis­
te un catálogo de conductas que ameriten la imposición de las citadas medidas. 

En opinión de esta Comisión Nacional las medidas de protección impuestas al 
señor Gaona Ramírez tuvieron el carácter de correctivos disciplinarios, pues de 
acuerdo a lo señalado en el párrafo inmediato anterior, se le mantuvo aislado en 
un módulo en el que se le restringió salir de la estancia en la que se le ubicó. Adi­
cionalmente, las autoridades en cuestión no justificaron que las conductas des­
plegadas por el agraviado atentaran contra su integridad o la de otros internos, 
ni que pusieran en riesgo la seguridad del establecimiento, pues en las actas de 
mérito no se hizo referencia a que presentara alteraciones en su conducta deri­
vadas de algún padecimiento. 

Ahora bien, de acuerdo con el contenido del acta del 19 de junio de 2008, se 
determinó aplicar una medida de protección temporal al mencionado interno los 
días 13 y 14 de ese mes y año por dañar su pantalón y camisa, y el 25 de septiem­
bre de ese año se le impuso otra medida similar por no acatar indicaciones de 
personal de Seguridad, la cual se ejecutaría el 24 y 25 de septiembre de ese año; 
por lo tanto, el agraviado empezó a cumplir dichas medidas con fecha anterior 
a las determinaciones tomadas por el Consejo Técnico Interdisciplinario; hecho 
que resulta violatorio a derechos humanos. 

A mayor abundamiento, existe constancia de que el 24 de septiembre de 2008, 
el secretario técnico de tal cuerpo colegiado informó por escrito al director de Se­
guridad que en esa fecha se impuso una medida de protección temporal en ais­
lamiento al señor Gaona Ramírez, lo cual en términos de las actas de mérito aún 
no sucedía. 

Atento a lo anterior, la decisión de que el agraviado cumpliera medidas de pro­
tección —que en la práctica y de acuerdo a los hechos del presente caso equivalen 
a correctivos disciplinarios— antes de que el Consejo Técnico Interdisciplinario re­
solviera sobre el particular, en la especie constituye una violación a derechos 
humanos, pues no es posible que primero se ejecute una medida de protección 
y después se valore sobre su procedencia, y lo que es peor, que no exista regu­
lación sobre la aplicación de correctivos disciplinarios o medidas de protección. 

Es dable decir que es necesario que se regule en el mencionado Centro Federal 
un procedimiento de aplicación de correctivos disciplinarios a los internos que co­
metan alguna infracción cuando su estado psiquiátrico es estable, y otro que pre­
vea la aplicación de medidas de protección para aquellos que por el estado de 
sus padecimientos psiquiátricos no pueden controlar sus impulsos y/o no tienen 
la capacidad de comprender el carácter indebido de sus actos ni de conducirse 
de acuerdo a esa comprensión, de conformidad al artículo 8.19 de la Norma Ofi-
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unidades de atención integral hospitalaria médico-psiquiátrica; procedimientos 
en los que debe prevalecer el respeto a los derechos humanos de los internos. 

Consecuentemente, con las omisiones y conductas descritas se deja de obser­
var el artículo 12 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, que es­
tablece que cada Secretaría de Estado formulará, respecto de los asuntos de su 
competencia, los proyectos de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes 
del presidente de la República; así como el artículo 13 de la Ley que Establece 
las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, el cual dispone, 
entre otros aspectos, que en el reglamento interior de cada reclusorio se harán 
constar, clara y terminantemente, las infracciones y correcciones disciplinarias, 
los hechos meritorios y las medidas de estímulo, así como la facultad del director 
del centro para imponer las correcciones previstas en tal ordenamiento después de 
un procedimiento sumario en que se compruebe la falta y responsabilidad del in­
terno, y se escuche a éste en su defensa, y que pueda inconformarse el recluso 
con la corrección aplicada. 

Así, ante el vacío de normatividad específicamente aplicable al Centro Fede­
ral de Rehabilitación Psicosocial, los actos realizados por los servidores públicos 
que ahí laboran no tienen un sustento legal, y por ende vulneraron los dere­
chos humanos a la legalidad y a la seguridad jurídica del señor Yavhé Gaona Ra­
mírez; violaciones que también tienen alcance al resto de los internos de ese 
establecimiento. 

Esta Comisión Nacional sostiene el criterio de que las autoridades sólo pue­
den ejecutar lo permitido por una disposición legal y que los actos que no se 
apoyen en tal naturaleza carecen de base y de sustentación, por lo que se con­
vierten en arbitrarios y de aplicación discrecional de los directivos en turno. 

Es necesario señalar que los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo pri­
mero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagran los 
derechos a la legalidad y seguridad jurídica, por lo que en el caso se contraviene 
lo dispuesto en tales preceptos, toda vez que el primero indica que la autoridad 
únicamente puede afectar la esfera jurídica del gobernado cuando existe una nor­
ma vigente que permite encuadrar los hechos a la hipótesis que la misma con­
templa, siguiendo las formalidades que para tal efecto se señalan; en tanto que 
el segundo establece que para que tenga validez y produzca efectos jurídicos, 
debe provenir de autoridad competente y que se encuentre debidamente funda­
do y motivado. Consecuentemente, al no contar con reglamento y manuales de­
bidamente expedidos y publicados, no existe una regulación del proceder de los 
servidores públicos del Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial, y viola en 
consecuencia los derechos humanos de los internos a la legalidad y a la seguridad 
jurídica. 

b. Violación a los derechos humanos de audiencia y presunción de inocencia. 

No pasa inadvertido que la falta de reglamentación ocasionó que también se vul­
neraran otros derechos humanos en agravio del señor Yavhé Gaona Ramírez, 
pues en las mencionadas actas del Consejo Técnico Interdisciplinario no se ob­
serva que se le haya otorgado derecho de audiencia, limitándose los integrantes 
del cuerpo colegiado en mención a imponerle las referidas medidas de protección 
en aislamiento sin existir un procedimiento previo que hubiere determinado su 
responsabilidad en las conductas antes señaladas, lo que resulta contrario al men­
cionado artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; al igual que el artículo 13 de la Ley que Establece las Normas 
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El derecho humano de audiencia consiste en que se debe otorgar garantía a 
toda persona para que acuda en su defensa ante los órganos decisorios compe­
tentes, los cuales deben ajustar su proceder a las formalidades contempladas en 
la legislación de la materia, y esa audiencia debe ser previa a la emisión del acto 
resolutorio de la autoridad, lo cual no se observó en el presente caso, atendien­
do la naturaleza de cada hecho, lo que incluso puede ser considerado infracción 
y que debió estar previsto en un reglamento que a esta fecha no existe. 

Por otra parte, es de tener en consideración que también se violó en perjuicio 
del señor Gaona Ramírez el derecho a la presunción de inocencia, actualmente 
previsto en los artículos 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos y 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por cuanto a 
que toda persona acusada tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

En efecto, en las multicitadas actas del 19 de junio y 25 de septiembre de 2008 
se observa que el agraviado se encontraba cumpliendo las medidas de protección 
en aislamiento, sin que el Consejo Técnico Interdisciplinario de mérito lo hubiera 
determinado; en este sentido, el derecho de presunción de inocencia implica que 
ninguna persona puede ser considerada ni tratada como culpable en tanto no exis­
ta una resolución que, previo procedimiento, lo declare como tal. 

En suma las omisiones y conductas descritas en la presente recomendación son 
contrarias a diversos instrumentos internacionales, los cuales son considerados 
norma vigente en nuestro país, en términos del artículo 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Así, también se dejó de observar el contenido de los artículos 8.1, 11.2 y 11.3 
de la referida Convención, así como 14.4, 17.1 y 17.2 del Pacto Internacional antes 
mencionado, los cuales establecen que toda persona tiene derecho a ser oída 
por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley para 
el examen de cualquier acusación contra ella; que nadie puede ser objeto de inje­
rencias arbitrarias y abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domi­
cilio o en su correspondencia, y que toda persona tiene derecho a la protección 
de la ley contra esas injerencias. También se incumplió con lo dispuesto por los 
numerales 30.1 y 30.2 de la Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos que 
indican que un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripciones 
de la ley o del reglamento correspondientes, y que ningún recluso será sancio­
nado sin haber sido informado de la infracción que se le atribuye y sin que se le 
haya permitido previamente presentar su defensa. 

A su vez, se transgredieron los artículos 2.2 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que 
señalan que cada Estado parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus pro­
cedimientos constitucionales y a las disposiciones de dichos documentos, las me­
didas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para ser efectivos los derechos reconocidos en los mismos. 

De igual forma, se contravino el artículo 14.2 de la Convención de los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, que establece que se asegurará que las per­
sonas privadas de la libertad, en establecimientos como el que nos ocupa, tengan 
derecho a garantías de conformidad con el derecho internacional de los derechos 
humanos y a ser tratadas de conformidad con los objetivos y principios de dicha 
Convención. 

En consecuencia, es de singular importancia que a la brevedad se lleven a cabo 
las acciones necesarias para que se expidan y publiquen el reglamento que regu-
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Psicosocial, así como los manuales que establezcan los procedimientos que per­
mitan el mejor funcionamiento del establecimiento, con pleno respeto de los de­
rechos humanos de los internos. 

Con base en lo expuesto, esta Comisión Nacional se permite formular a usted 
señor secretario de Seguridad Pública Federal, respetuosamente, las siguientes: 

V. rECOMENDACiONES 

PRIMERA. Se realicen las acciones conducentes a efecto de que a la brevedad se 
expida y publique el Reglamento del Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial; 
que regule su organización, operación y administración, tomando en considera­
ción las observaciones contenidas en el presente documento y en cumplimiento 
al artículo 12 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

SEGUNDA. Se expidan y publiquen a la brevedad los manuales de procedimien­
tos necesarios para el funcionamiento del Centro Federal de Rehabilitación Psicoso­
cial, en atención a las consideraciones vertidas en la presente recomendación, como 
lo dispone el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

TERCERA. Se dé vista al Órgano Interno de Control competente para que se ini­
cie un procedimiento de investigación administrativa en contra de los integrantes 
del Consejo Técnico Interdisciplinario del enunciado Centro que impusieron las me­
didas de protección al señor Yavhé Gaona Ramírez los días 19 de junio y 25 de 
septiembre de 2008. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus atri­
buciones apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co­
metida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta recomendación, en su caso, sea informada dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para 
informar sobre la aceptación de la misma. 

Con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la recomendación que se le dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional, dentro del término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que se haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

EL PRESIDENTE 
GACETA 
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recomendación 24/2009 
Sobre el caso del señor Francisco Maldonado Nieto 

SÍNtESIS: El 17 de septiembre de 2007, esta Comisión Nacional recibió el escrito 
de queja presentado por el señor Francisco Maldonado Nieto, en el que hizo valer 
presuntas violaciones a derechos humanos, pues la empresa Geo Tampico S. A. de 
C. V. le entregó una vivienda que adquirió con la autorización de un crédito del IN­
FONAVIT, con problemas de humedad, lo cual se le informó a la empresa el día de 
la entrega; señaló que la construcción de la unidad habitacional se autorizó en el le­
cho de un lago; que acudió al Ayuntamiento de Altamira, Tamaulipas, cuyo personal 
ofreció resolver el problema sin realizar ningún tipo de acciones para el efecto, que 
funcionarios del INFONAVIT manifestaron que no era su problema, pero aceptaron 
la responsabilidad por los daños de la planta baja únicamente. 

Al advertirse violaciones a los derechos a la vivienda, a la legalidad y a la seguridad 
jurídica, esta Comisión Nacional formuló el 25 de septiembre de 2008, propuestas 
de conciliación al Instituto Nacional del Fondo de la Vivienda para los Trabajadores 
y al Ayuntamiento de Altamira, Tamaulipas, obteniendo como respuesta por parte del 
INFONAVIT la aceptación a la misma; no así por parte de la autoridad local mencio­
nada, quien fue omisa en emitir su pronunciamiento al respecto. 

Con base en las evidencias allegadas, esta Comisión Nacional estimó que la actua­
ción de personal municipal no fue apegada a derecho, toda vez que no se formula­
ron previsiones sobre las consecuencias y la afectación al desarrollo humano y social 
por la edificación inmobiliaria en ese lugar, apreciándose en el caso la falta de super­
visión legal y técnica del proyecto ejecutivo, lo que afectó la protección del derecho 
a la vivienda de la población que habita las zonas bajas de ese municipio. 

Asimismo, de la documentación proporcionada por la autoridad municipal se ad­
vierte que, para autorizar la construcción del fraccionamiento Villas de Altamira, no 
se realizaron estudios de la ubicación en zona baja y las características topográficas 
del suelo en que se iba a asentar, a fin de que el derecho a la vivienda de los habi­
tantes de la comunidad no fuera violentado con motivo de fenómenos de la natu­
raleza como las lluvias, que al caer buscan su cauce natural por gravedad, lo que 
sucedió en el caso particular motivo de esta queja; además, la autoridad municipal 
de Altamira no cumplió con la obligación de vigilar el cumplimiento de la normati­
vidad correspondiente, relativa al otorgamiento de los permisos de construcción; de 
controlar y vigilar la utilización del suelo en su jurisdicción territorial, de conformidad 
con las atribuciones de los ayuntamientos establecidas en el Código Municipal para 
el Estado de Tamaulipas, lo que a la postre resultó en el estado de inseguridad e incer­
tidumbre que anualmente enfrentan el agraviado y las personas que adquirieron 
inmuebles en el fraccionamiento Villas de Altamira. 

Para esta Comisión Nacional el personal del Ayuntamiento de Altamira, que par­
ticipó en los hechos referidos por el quejoso, dejó de observar los artículos 4o., párra­
fo quinto, de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos; 11.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 25.1 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos; XI de la Declaración Americana de los Derechos 
del Hombre, y 8 de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, que reconocen, en 
términos generales, el derecho de las personas a disfrutar de una vivienda digna y 
decorosa, y señalan que la ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin 
de alcanzar tal objetivo, y con ello también se vulneraron los derechos a la legalidad GACETA 
y seguridad jurídica del mismo agraviado. 1990/2009 
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En consecuencia, este Organismo Nacional el 1° de abril de 2009 emitió la reco­
mendación /2009, dirigida al Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura 
del H. Congreso del estado de Tamaulipas y a los Miembros del Honorable Ayunta­
miento Constitucional de Altamira de dicho estado, para que se determine la res­
ponsabilidad en que haya incurrido el presidente municipal de Altamira, Tamaulipas; 
se gestione con la constructora del fraccionamiento Villas de Altamira un convenio 
para que se proporcione al agraviado otra vivienda en una mejor ubicación a cam­
bio de la que se le entregó en un lugar inadecuado y se dé vista al Órgano Interno 
de Control municipal, a fin de que sea investigado el personal involucrado en el caso, 
y para que se esté pendiente de los trabajos relacionados o las gestiones para la 
solución del mismo, y también se dé vista al agente del Ministerio Público, para que 
se investigue la actuación de la constructora y de las autoridades involucradas en 
los presentes hechos por la posible constitución de delito cometidos en la construc­
ción del fraccionamiento “Villas de Altamira”. 

México, D. F., a 3 de abril de 2009 

Sobre el caso del señor Francisco Maldonado Nieto 

Diputado Miguel Manzur Nader 
Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del H. Congreso del estado de Tamaulipas 

Miembros del Honorable Ayuntamiento Constitucional de Altamira, estado de Tamaulipas 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 3o., párrafo segundo, 6o., fraccio­
nes I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracción IV, 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha 
examinado los elementos de prueba contenidos en el expediente 2007/3985/2/Q, relacionados con 
el caso del señor Francisco Maldonado Nieto, y vistos los siguientes: 

i. HECHOS 

El 17 de septiembre de 2007, esta Comisión Nacional recibió la queja del señor 
Francisco Maldonado Nieto, en la que manifestó que el 6 de junio de 2001 el Ins­
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) le 
otorgó un crédito con el cual adquirió una vivienda en el fraccionamiento deno­
minado Villas de Altamira, en el municipio de Altamira, Tamaulipas, la cual le fue 
entregada el 5 de julio de ese año con un problema de humedad en la loza de 
la planta baja, situación que informó a la empresa constructora desde el día de la 
entrega; señaló que con el transcurso del tiempo el deterioro en paredes se había 
incrementado, pues goteaba el agua, brotaba de las coladeras y existía bastante 
humedad. A decir del quejoso, los problemas de su vivienda se derivaban del 
hecho de que la construcción de la unidad habitacional en donde se encuentra 
ubicada se autorizó en el lecho de un lago; que a pesar de haber acudido al Ayun­
tamiento no había recibido solución, por lo que solicitó se investigara la actuación 

GACETA 
ABR/2009 de servidores públicos del municipio al permitir la construcción en zona indebida. 
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Por otra parte, el quejoso señaló que, al acudir al INFONAVIT, funcionarios de ese 
organismo le manifestaron que su problema no les competía, aunque enviaron 
a un representante de una aseguradora, quien le refirió que la empresa construc­
tora aceptaba la responsabilidad únicamente por los daños de la planta baja, 
requiriéndole que llenara una solicitud de reclamación de daños a la vivienda, la 
que presentó el 8 de septiembre de 2007. 

ii. EViDENCiAS 

En este caso las constituyen: 

A. El escrito de queja presentado el 17 de septiembre de 2007 ante esta Comisión 
Nacional por el señor Francisco Maldonado Nieto, al que anexó los documentos 
siguientes: 

1. Copias de la dictamen del crédito del INFONAVIT número 2801066507. 

2. Póliza de garantía de su vivienda otorgada por la empresa Casas GEO. 

3. Formato de reclamación de daños a la vivienda formulado al INFONAVIT y 
solicitud de devolución de las aportaciones realizadas. 

b. El oficio SGJF-GSL-I-1223/07, de 22 de octubre de 2007, por el que el geren­
te de Control de Juicios de la Subdirección General Jurídica del INFONAVIT infor­
mó que ese Instituto no ofrece viviendas sino únicamente financia la adquisición 
de los bienes inmuebles y que éste es un acto de voluntad entre la empresa cons­
tructora y el quejoso. 

C. El oficio 153/07, de 28 de noviembre de 2007, por el que el secretario del H. 
Ayuntamiento de Altamira, Tamaulipas, niega que la construcción del fracciona­
miento Villas de Altamira se hubiera realizado en el lecho de un lago. 

D. La nota periodística del diario “Hoy Tamaulipas”, del 24 de julio de 2008, en 
la que se da cuenta del ofrecimiento del presidente municipal de Altamira, Javier 
Gil Ortiz, para la reubicación de las personas afectadas por las inundaciones en 
la parte baja del municipio y su intención de convencerlas para que la acepten. 

E. Las actas circunstanciadas (dos) de 14 de agosto de 2008, en las que personal 
de este organismo nacional hizo constar la inspección ocular realizada a la zona 
en que tiene su vivienda el quejoso y, en particular, del inmueble y entorno en que 
fue construido, en una zona inundable, con autorización del Ayuntamiento de 
Altamira. 

F. Las actas circunstanciadas (tres) de 14 de agosto de 2008, en las que visita­
dores adjuntos de esta Comisión Nacional hicieron constar las declaraciones de 
vecinos del fraccionamiento Villas de Altamira, también afectados en sus vivien­
das por la constructora GEO y la situación que enfrentan en época de lluvias. 

G. Las impresiones fotostáticas (trece) de las fotografías del lugar de los he­
chos que muestran la situación de los vecinos durante la inundación de julio de 

GACETA 
2008. 1990/2009 
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H. Las fotografías (veintiséis) que muestran el estado físico de la vivienda del 
quejoso y el entorno en que se encuentra. 

i. El oficio V2/35645, de 25 de septiembre de 2008, mediante el cual esta Co­
misión Nacional envió una propuesta de conciliación al presidente constitucional 
del municipio de Altamira, Tamaulipas, Javier Gil Ortiz. 

J. El oficio V2/35646, de 25 de septiembre de 2008, mediante el cual este orga­
nismo nacional envió al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra­
bajadores una propuesta de conciliación. 

K. El oficio SGJ-GAR-I-0578/08, de 30 de septiembre de 2008, mediante el cual 
gerente de Atención de Requerimientos del INFONAVIT informa la aceptación de 
la propuesta de conciliación. 

l. Las actas circunstanciadas de 6, 24 y 28 de noviembre de 2008, en las que un 
visitador adjunto de esta Comisión Nacional hizo constar las diligencias telefóni­
cas realizadas con el director jurídico, el secretario particular y la jefa del Depar­
tamento Jurídico del Ayuntamiento de Altamira, a fin de conocer las razones por 
las cuales no se había dado respuesta a la propuesta de conciliación formulada, 
sin recibir una contestación satisfactoria. 

ll. El oficio 462/2008, de 19 de noviembre de 2008, por el que el director jurí­
dico del Ayuntamiento de Altamira remite copia de oficios suscritos por los direc­
tores de Obras Públicas y Desarrollo Urbano de ese Ayuntamiento, sin pronun­
ciarse sobre la propuesta de conciliación enviada al presidente municipal. 

M. El oficio V2/51658, de 23 de diciembre de 2008, por el que esta Comisión 
Nacional requirió al presidente municipal de Altamira la respuesta a la propuesta 
de conciliación que le fue formulada. 

N. Las actas circunstanciadas de 5 y 6 de febrero de 2009, en las que un visitador 
adjunto de este organismo nacional hizo constar las diligencias telefónicas reali­
zadas con la contralora municipal del Ayuntamiento de Altamira, a fin de conocer 
la respuesta a la propuesta de conciliación, sin haberla recibido al momento. 

iii. SiTUACióN JUrÍDiCA 

La unidad habitacional Villas de Altamira, en la que se encuentra la vivienda del 
quejoso, se construyó desde octubre de 2000 en una zona baja de Altamira, Ta­
maulipas, con la autorización de las autoridades municipales. En junio de 2001 el 
INFONAVIT otorgó un crédito al señor Francisco Maldonado Nieto para la adqui­
sición de su vivienda, la cual presenta problemas de humedad, especialmente en 
la planta baja; esta situación se agrava durante la época de lluvias, pues la zona 
se inunda, sin que el Ayuntamiento haya puesto en práctica acciones para pro­
teger a los habitantes de dicho fraccionamiento. Los funcionarios del INFONAVIT 
manifestaron que no se trata de un problema atribuible a ese instituto; no obs-

GACETA 
ABR/2009 tante, con motivo de las inundaciones, han enviado a los representantes de la com-
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pañía aseguradora para que responda por los daños que han afectado a las vi­
viendas; el problema, sin embargo, continúa presentándose año tras año. 

Al advertirse violaciones a los derechos a la vivienda, a la legalidad y a la se­
guridad jurídica del agraviado, esta Comisión Nacional formuló el 25 de septiem­
bre de 2008 propuestas de conciliación al Ayuntamiento de Altamira y al INFO­
NAVIT, consistentes en: 

Al presidente municipal de Altamira. 

PRIMERA.- Se dé vista al Órgano Interno de Control municipal, a fin de que 
sea investigado todo el personal involucrado en el caso, por los actos y omi­
siones que, en términos de las observaciones señaladas en la presente con­
ciliación, han causado agravio al quejoso y para que esté pendiente de los 
trabajos relacionados o las gestiones para la solución del caso, de lo que 
deberá darse cuenta a este Organismo Nacional. 

SEGUNDA.- Se solicite al área que corresponda, de acuerdo a su ofrecimiento 
de 24 de julio de 2008, que se tome en cuenta al agraviado para su reubica­
ción definitiva en la reserva territorial seleccionada, que le evite las constantes 
inundaciones anuales; en caso negativo se gestione con la constructora un 
convenio para que se le proporcione otra vivienda en una mejor ubicación. 

Al gerente de Servicios Legales del INFONAVIT: 

PRIMERA.- Se dé vista al Órgano Interno de Control del INFONAVIT, a fin de 
que sea investigado todo el personal involucrado en el caso, por los actos 
y omisiones que, en términos de las observaciones señaladas en la presen­
te conciliación, han causado agravio al quejoso y para que esté pendiente 
de los trabajos relacionados o las gestiones para la solución del caso, de lo 
que deberá darse cuenta a este Organismo Nacional. 

SEGUNDA.- Se solicite al Consejo de Administración del INFONAVIT, la au­
torización para la reubicación definitiva del agraviado en otra vivienda de las 
que recupera el Instituto por falta de pago, en otra zona en que no se en­
cuentre afectado por tan graves inundaciones como las que se sufren pe­
riódicamente en el área de su vivienda actual; en caso negativo, a través de 
su área legal, asesore y patrocine al agraviado, a fin de presentar demanda 
civil y denuncia penal de hechos, en contra de la constructora que le vendió 
un inmueble construido en una zona inadecuada para el efecto. 

TERCERA.- Se entre en contacto con la autoridad municipal de Altamira, 
Tamaulipas, a fin de gestionar con la constructora un convenio para que se 
le proporcione otra vivienda en mejores condiciones de ubicación. 

El 30 de septiembre de 2008, mediante el oficio SGJ-GAR-I-0578/08, el geren­
te de Atención a Requerimientos del INFONAVIT informó de la aceptación de la 
conciliación. Por otra parte, hasta el momento de emisión de la presente recomen­
dación la presidencia municipal de Altamira no ha dado respuesta a los oficios 
V2/35645 y V2/51658, de 25 de septiembre y 23 de diciembre de 2008, respec­
tivamente, que esta Comisión Nacional envió para formalizar dicha propuesta y 

GACETA 
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iV. ObSErVACiONES 

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de las evidencias que integran el 
expediente de queja 2007/3985/2/Q, esta Comisión Nacional concluye que exis­
ten elementos de prueba que permiten acreditar violaciones a los derechos huma­
nos del señor Francisco Maldonado Nieto, consistentes en vulneraciones al dere­
cho a la vivienda, a la legalidad y a la seguridad jurídica, previstos en los artículos 
4o, quinto párrafo, 14, segundo párrafo, y 16, primer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en atención a las siguientes considera­
ciones: 

El 6 de junio de 2001 el INFONAVIT dictaminó a favor del hoy agraviado el ejer­
cicio del crédito 2801 06650 7 para la compra de una vivienda a terceros, en el 
caso la constructora GEO TAMPICO S. A. de C. V., en el fraccionamiento Villas de 
Altamira de la colonia La Pedrera, en la ciudad de Altamira, Tamaulipas, zona que 
fue lecho de una laguna y en la que escurren las aguas pluviales. Dicha empresa 
recibió los permisos de las autoridades del Ayuntamiento para la construcción res­
pectiva desde octubre de 2000, sin que se formularan previsiones sobre las con­
secuencias y la afectación al desarrollo humano y social por la edificación inmobi­
liaria en ese lugar, apreciándose en el caso la falta de supervisión legal y técnica 
del proyecto ejecutivo, lo que afectó la protección del derecho a la vivienda de 
la población que habita las zonas bajas de ese municipio. 

El 24 de julio de 2008, el presidente municipal de Altamira, Javier Gil Ortiz, 
ofreció la reubicación de las personas afectadas por las inundaciones en la parte 
baja del municipio y se comprometió a convencerlos para que aceptaran, como 
lo publicaron diversos medios de comunicación locales; asimismo, dicha autoridad 
reconoció el problema que enfrentan los habitantes de las zonas bajas y ofreció 
a los afectados reubicarlos en una reserva territorial que ya estaba seleccionada, 
la cual tiene “mejor infraestructura urbana y, lo más importante, está libre de ries­
gos por inundación”, con lo que su administración buscaba evitar que año con 
año las familias se vieran afectadas con el problema de las inundaciones. 

El 14 de agosto de 2008, personal de este organismo nacional acudió al domi­
cilio del quejoso ubicado en el fraccionamiento Villas de Altamira, en Altamira, 
Tamaulipas, donde estuvo presente el subdelegado del INFONAVIT en Tamaulipas, 
Víctor M. Martínez Wijares, quien informó que quien autoriza las construcciones 
en el solar propuesto por las constructoras es el Ayuntamiento, no el INFONAVIT; 
además, presentó en ese momento a un asesor externo experto en estructuras 
e ingeniería, quien emitió su opinión técnica respecto al estado guardado por el 
inmueble propiedad del quejoso. 

Dicho perito manifestó que la estructura general del bien es muy buena, ya 
que no cuenta con fracturas en ninguna parte, y que el deterioro que tiene es con­
secuencia de falta total de mantenimiento e impermeabilización desde que se 
tomó posesión del inmueble, por lo que la humedad de la zona lo ha dañado y 
requiere mucho mantenimiento por parte de los propietarios. 

Si bien del informe rendido por el secretario del Ayuntamiento de Altamira se 
advierte que, por gestiones de su personal, la constructora proporcionó apoyos 
económicos y despensas a las personas afectadas con motivo de las precipitacio­
nes pluviales excesivas, según el dicho de los vecinos desde el año 2001 se han 
dado inundaciones en mayor o menor grado, por lo que tales apoyos no consti­
tuyen una solución al problema de quienes habitan en el fraccionamiento Villas 
de Altamira. Tampoco lo es la bomba de desfogue de gran potencia instalada GACETA 

ABR/2009 por la dirección de protección civil municipal, pues ambas medidas resultan insu-
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ficientes e inconducentes para cumplir con la obligación de dar seguridad y tran­
quilidad a los habitantes de la zona en la temporada de avenidas de agua con 
motivo de las lluvias, por estar en un lugar bajo. 

De la documentación proporcionada por la autoridad municipal se advierte 
que, para autorizar la construcción del fraccionamiento Villas de Altamira, no se 
realizaron estudios de la ubicación en zona baja y las características topográficas 
del suelo en que se iban a asentar, a fin de que el derecho a la vivienda de los 
habitantes de la comunidad no fuera violentado con motivo de fenómenos de la 
naturaleza como las lluvias, que al caer buscan su cauce natural por gravedad, 
lo que sucedió en el caso particular motivo de esta queja. 

Asimismo, personal de este organismo realizó entrevistas con habitantes de 
la zona afectada, durante las cuales se tuvo conocimiento de que el cárcamo que 
se encuentra cerca de las viviendas era más grande que el actual y que la cons­
tructora lo redujo mediante relleno; que el fraccionamiento se inunda cada año 
con motivo de la temporada de lluvias y que también en casos excepcionales, co­
mo en septiembre de 2008, las aguas que caen en otras colonias escurren a ese 
lugar, ya que ahí existió una laguna; que el cárcamo y las bombas no sirven para 
cumplir con su función durante las inundaciones pues, incluso, otro fracciona­
miento cercano se inunda. 

Para corroborar lo anterior, visitadores adjuntos de esta institución tomaron im­
presiones fotográficas del estado que guarda la zona y obtuvieron copias de fo­
tografías tomadas el 5 de julio de 2008 con motivo de la inundación sufrida en 
el fraccionamiento mencionado. 

Así las cosas, resulta claro que la autoridad municipal de Altamira no cumplió 
con la obligación de vigilar el cumplimiento de la normatividad correspondiente, 
relativa al otorgamiento de los permisos de construcción; de controlar y vigilar la 
utilización del suelo en su jurisdicción territorial, de conformidad con las atribu­
ciones de los ayuntamientos establecidas en el Código Municipal para el Estado 
de Tamaulipas, lo que a la postre resultó en el estado de inseguridad e incertidum­
bre que anualmente enfrentan el agraviado y las personas que adquirieron in­
muebles en el fraccionamiento Villas de Altamira. 

Cabe precisar que las autoridades municipales están obligadas a respetar las 
directrices señaladas para proporcionar el servicio público que les compete, de 
acuerdo a los artículos 149 y 154 de la Constitución Política del Estado de Tamau­
lipas y 47, fracciones I, II, XXI y XXII, de la Ley de Responsabilidades de los Ser­
vidores Públicos del Estado de Tamaulipas, que en términos generales establecen 
las obligaciones que deben cumplir durante el servicio que les sea encomendado 
y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia 
de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o co­
misión, a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y efi­
ciencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones. 

Aunado a lo anterior, esta Comisión Nacional considera que la omisión para de­
terminar la aceptación de la propuesta de conciliación por parte del presidente 
municipal de Altamira, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 123, párrafo 
segundo, del Reglamento Interno de esta institución, constituye una falta de co­
laboración institucional con el sistema de protección no jurisdiccional a los de­
rechos humanos, que redunda en la violación a los derechos humanos del señor 
Francisco Maldonado Nieto, entre otros al de la vivienda, pues toda persona tie­
ne la prerrogativa de habitar en una vivienda de manera estable para llevar a cabo 
su vida privada. 

En la especie, al autorizar la autoridad municipal la construcción de un inmue-
GACETA 
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ria y sin la conveniente supervisión legal y técnica del proyecto ejecutivo, afectó 
la protección del derecho a la vivienda, y se vulneró la seguridad jurídica en cuan­
to al estricto cumplimiento del orden jurídico en perjuicio del quejoso. Conse­
cuentemente, el presidente municipal de Altamira dejó de observar los artículos 
4o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos; 
11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 25.1 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; XI de la Declaración Ame­
ricana de los Derechos del Hombre, y 8 de la Declaración sobre el Derecho al 
Desarrollo, que reconocen, en términos generales, el derecho de las personas a 
disfrutar de una vivienda digna y decorosa, y señalan que la ley establecerá los 
instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo, y con ello también 
se vulneraron los derechos a la legalidad y seguridad jurídica del mismo agraviado. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos es­
tima procedente formular a ustedes, respetuosamente, las siguientes: 

V. rECOMENDACiONES 

A usted, señor presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del H. Con­
greso del estado de Tamaulipas: 

ÚNICA. Gire las instrucciones necesarias a quien corresponda para determinar la 
responsabilidad en que haya incurrido el presidente municipal de Altamira, Ta­
maulipas, quien trasgredió los derechos de legalidad y seguridad jurídica y a la vi­
vienda del señor Francisco Maldonado Nieto y, en su caso, se acuerde lo que en 
derecho proceda, y se envíen a esta institución las constancias con las que se acre­
dite su cumplimiento. 

A ustedes, miembros del H. Ayuntamiento Constitucional de Altamira, estado de 
Tamaulipas: 

PRIMERA. Se solicite al área que corresponda, de acuerdo al ofrecimiento emiti­
do por el presidente municipal el 24 de julio de 2008, que se gestione con la 
constructora del fraccionamiento Villas de Altamira un convenio para que se pro­
porcione al agraviado, Francisco Maldonado Nieto, otra vivienda en una mejor 
ubicación a cambio de la que se le entregó en un lugar inadecuado. 

SEGUNDA. Se dé vista al Órgano Interno de Control municipal, a fin de que sea 
investigado el personal involucrado en el caso, por los actos y omisiones, que en 
términos de las observaciones señaladas en la presente recomendación, han 
causado agravio al quejoso, y para que estén pendientes de los trabajos relacio­
nados o las gestiones para la solución del mismo, de lo que deberá darse cuenta 
a este organismo nacional. 

TERCERA. Se de vista al agente del Ministerio Público, a fin de que se investigue 
la actuación de la constructora y de las autoridades involucradas en los presentes 
hechos por los hechos posiblemente constitutivos de delito cometidos en la 
construcción del fraccionamiento “Villas de Altamira”, a fin de que se determine 
lo que conforme a derecho corresponda y se envíen a este organismo nacional 
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La presente recomendación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes, para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co­
metida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta sobre la 
aceptación de esta recomendación, en su caso, se informe dentro del término 
de los 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a ustedes que, en su 
caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la recomendación que se 
les dirige, se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días há­
biles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la 
aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ
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recomendación 25/2009 
Caso de los pasajeros que arriban de vuelos 

procedentes del extranjero al Aeropuerto internacional 
“benito Juárez” de la Ciudad de México 

SÍNtESIS: El 20 de junio de 2008, esta Comisión Nacional tuvo conocimiento de una 
serie de presuntas irregularidades por parte del personal de la Secretaría de Agricul­
tura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA) que se encontra­
ba de guardia en la Terminal Dos del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de 
la Ciudad de México, en perjuicio de algunos pasajeros procedentes del extranjero, 
a quienes se les retuvieron diversos productos, sin que se le diera una explicación del 
motivo y fundamento legal de ello, ni se les proporcionara copia del acta de retención 
respectiva; además, no se les precisó el destino que se daría a la mercancía y si la 
misma tenía limitación de ingreso al territorio nacional, o bien qué requisitos debe­
ría cubrir para su liberación. 

Del análisis realizado al conjunto de evidencias que obran en el expediente de 
queja, esta Comisión Nacional pudo acreditar diversas violaciones a los derechos hu­
manos de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso de las personas que arriban 
al Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de la ciudad de México provenientes del 
extranjero, con motivo de un ejercicio indebido de la función pública atribuido al 
personal de inspección fitozoosanitaria de la Oficina de Inspección y Sanidad Agrope­
cuaria del Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SE­
NASICA) de la SAGARPA que en ese lugar realiza sus servicios, con lo cual se incum­
plió con lo señalado en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que toda au­
toridad debe contar con competencia para llevar a cabo algún acto de privación o de 
molestia, y no puede evadir su responsabilidad con las conductas atribuibles a otros 
órganos del poder público. 

Asimismo, se omitió atender el contenido de las disposiciones previstas en los ins­
trumentos internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y ratificados por el Se­
nado de la República, en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que establecen en los artículos 17.2 del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos y 8.1. de la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos, que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
las injerencias o esos ataques arbitrarios; así como que toda persona tiene derecho 
a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la 
ley, en la sustanciación de cualquier acusación formulada contra ella, o para la de­
terminación de sus derechos y obligaciones. 

Además, se violentó lo previsto en el artículo 1.1 de la Convención Americana so­
bre Derechos Humanos, ya que como se deriva de la interpretación realizada a su 
contenido por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, resulta ilíci­
ta toda forma de ejercicio del poder público que viole los derechos humanos, por lo 
que ante cualquier circunstancia en la que un órgano o servidor público del Estado, 
con independencia de su jerarquía, lesione indebidamente uno de tales derechos 
o esté ante un supuesto de inobservancia del deber de actuar con la debida diligen­
cia, se configura una violación a los derechos humanos. 

Por último, se estimó la actuación de la oficial de seguridad fitozoosanitaria de 
la Oficina de Inspección y Sanidad Agropecuaria (OISA) del Servicio Nacional de Sa­
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) de la Secretaría de Agricul­
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sus funciones en las instalaciones del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de 
la ciudad de México, presumiblemente no se apegó a lo establecido en el artículo 
8o, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos, que disponen la obligación que tienen los servidores públicos  
de cumplir con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión 
que cause su suspensión o deficiencia, o implique el incumplimiento de cualquier dis­
posición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 

Por ello, el 17 de abril de 2009 esta Comisión Nacional emitió la recomendación 
25/2009, dirigida al secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación, en la que se le solicitó se gire instrucciones al Servicio Nacional de Sa­
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) para que los procedimientos  
de revisión que realicen las oficinas de inspección fitozoosanitaria se efectúen en es­
tricto cumplimiento de los derechos de legalidad, seguridad jurídica y debido proce­
so de las personas, contenidos en los artículos 14, segundo párrafo, y 16, primer 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por otra parte, 
instruya al personal de la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria (OISA) del 
Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) para 
que se elabore un Manual de Procedimientos de Revisión a los Pasajeros proceden­
tes de los vuelos internacionales en los Aeropuertos de la República Mexicana, pro­
porcionando a esta Comisión Nacional la documentación que así lo acredite; de igual  
manera, gire instrucciones para que en los manuales de procedimientos, así como 
en la publicidad y demás material que difunde esa Secretaría, se incluyan los requi­
sitos previstos en la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación,  
para la importación de animales, vegetales y sus productos, y las consecuencias en 
el caso de su incumplimiento, proporcionando a esta Comisión Nacional la documen­
tación que así lo acredite; así mismo, se coloquen letreros en los puntos de revisión a  
cargo de esa Secretaría, en los que se informen ante quién se pueden interponer que­
jas sobre la actuación de sus servidores públicos en materia de revisión, verificación 
o destrucción de los productos orgánicos de los pasajeros, así como del área de su 
adscripción y el número telefónico al que puedan dirigirse en caso de alguna suge­
rencia  o  inconformidad,  proporcionando  a  esta  Comisión  Nacional  la  documentación 
que así lo acredite; por otra parte, tome las medidas correspondientes para que las 
personas  que  viajan  al  extranjero  o  ingresen  al  país  se  les  proporcione  la  información 
necesaria para el cumplimiento de los requisitos previstos en la ley, respecto a la in­
troducción  de  especies,  animales,  vegetales  sus  productos  o  subproductos  que  estén 
permitidos o bien, que se precisen claramente las restricciones legales que los mismos  
tengan para ingresarse al país; por último, haga del conocimiento del órgano interno  
de control que conoce del procedimiento administrativo de responsabilidad en con­
tra del personal de inspección fitozoosanitaria, las consideraciones expuestas en el  
capítulo de observaciones de la recomendación en comento, informándose a esta  Co­
misión Nacional los avances del mismos hasta su determinación conforme a derecho. 

México, D. F., a 17 de abril de 2009 

Caso de los pasajeros que arriban de vuelos procedentes del extranjero  
al Aeropuerto internacional “benito Juárez” de la Ciudad de México 

Ingeniero Alberto Cárdenas Jiménez 
Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 
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Distinguido señor secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo prime­



              

              

 

              

 

  

           

 

 

 

ro; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen­
to Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2008/5239/Q, deri­
vado de la queja iniciada de oficio por esta Comisión Nacional, relacionada con el procedimiento de 
revisión que efectúa el personal de la Oficina de Inspección y Sanidad Agropecuaria (OISA) del Ser­
vicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) de la Secretaría de Agri­
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), al interior de las áreas de arribo 
de pasajeros de vuelos internacionales en las terminales Uno y Dos del Aeropuerto Internacional “Be­
nito Juárez” de la Ciudad de México, y visto los siguientes: 

i. HECHOS 

A. El 20 de junio de 2008, esta Comisión Nacional tuvo conocimiento de una serie 
de presuntas irregularidades por parte del personal de la SAGARPA que se en­
contraba de guardia en la Terminal Dos del Aeropuerto Internacional “Benito Juá­
rez” de la ciudad de México, en perjuicio de algunos pasajeros procedentes del 
extranjero, a quienes se les retuvieron diversos productos, sin que se les diera una 
explicación del motivo y fundamento legal de ello, ni se les proporcionara copia 
del acta de retención respectiva; además, no se les precisó el destino que se da­
ría a la mercancía y si la misma tenía limitación de ingreso al territorio nacional, o 
bien qué requisitos debería cubrir para su liberación. 

b. En esta Comisión Nacional existe el antecedente de la queja 984/2002, en la 
que se refirieron diversas violaciones a derechos humanos por parte del per­
sonal de la SAGARPA en las instalaciones del Aeropuerto Internacional “Benito 
Juárez” de la Ciudad de México, donde al parecer se había instalado un retén 
para revisar a todos los pasajeros internacionales y llevar a cabo la detención de 
las personas a las cuales se les sorprendiera con productos orgánicos. 

En atención a los hechos descritos, así como a las diversas comunicaciones 
que se sostuvieron con personal de la SAGARPA el 10 de julio de 2002, se formu­
ló una propuesta de conciliación dirigida al entonces secretario de Agricultura, 
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, para que se tomaran las me­
didas de carácter preventivo, necesarias para evitar actos como los que motivaron 
la referida conciliación, la cual fue aceptada a través del oficio 7656/2002, del 
16 de julio de 2002, en la cual la autoridad responsable se comprometió a cum­
plir y atender todos y cada uno de sus puntos propuestos, circunstancia que se 
acreditó en la etapa de seguimiento de conciliación. 

C. En virtud de lo anterior, personal de esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, realizó diversas diligencias en las oficinas del Servicio Nacional de Sa­
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) de la SAGARPA, así como 
con las autoridades del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad 
de México, circunstancia que se hace patente en el capítulo de observaciones de 
la presente recomendación. 

ii. EViDENCiAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. Copia del expediente de queja 984/2002, iniciado por esta Comisión Nacional 
GACETA 
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persona que no proporcionó su nombre y señaló que en el Aeropuerto Interna­
cional “Benito Juárez” de la ciudad de México se había instalado un retén de la 
SAGARPA para revisar a todos los pasajeros internacionales y llevar a cabo la deten­
ción de las personas a las cuales se les sorprendiera con productos orgánicos. 

b. La queja iniciada de oficio por esta Comisión Nacional, el 21 de junio de 2008, 
con motivo de las irregularidades de que fueron objeto diversos pasajeros prove­
nientes del extranjero, por parte del personal de inspección de la SAGARPA que 
se encontraba de guardia el 20 del mismo mes y año en la Terminal Dos del Aero­
puerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad de México. 

C. Acta circunstanciada del 21 de junio del mismo año, elaborada por personal 
de esta Comisión Nacional, a través de la cual se destacó la entrevista realizada 
con personal de la OISA de SENASICA de la SAGARPA en la Terminal Uno del Aero­
puerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad de México. 

D. Oficio BOO.03.03.00.01/249/2008 del 11 de julio de 2008, suscrito por el jefe 
de la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria (OISA), del Servicio Nacio­
nal de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) de la Secretaría 
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), me­
diante el cual rindió el informe solicitado y a su vez anexó la siguiente documen­
tación: 

1. Copia del acta de retención con número de folio 397, del 23 de junio de 2008, 
suscrito por la oficial en turno, y la jefe de la Oficina de Inspección de Sanidad 
Agropecuaria en la sala “E” del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de la 
ciudad de México, en la que también se aprecia la firma de dos testigos, pero sin 
que se adviertan los nombres o las firmas de los pasajeros interesados o sus re­
presentantes legales. 

2. Copia de la relación de productos retenidos por medio del acta número 397, 
antes citada, en el que aparece un listado de once productos provenientes del ex­
tranjero, mismos que fueron retenidos por el personal de Inspección de Sanidad 
Agropecuaria. 

3. Copia del acta de destrucción con número de folio 376 firmada por el oficial 
en turno, por el jefe de la oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria, así 
como por dos testigos, de los que no se precisa su nombre y se observan firmas 
ilegibles, documento que carece de los nombres y las firmas de los interesados 
o de sus representantes legales del 23 de junio de 2008. 

4. Copia de la relación de productos destruidos con el acta número 376, suscrita 
por la oficial de seguridad fitozoosanitaria, en el que aparece el listado de once 
productos. 

5. Copia del oficio sin número del 4 de julio de ese año, suscrito por la jefa de 
turno que realizaba sus actividades el día de los hechos motivo de la presente que­
ja en la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria de SAGARPA en el citado 
aeropuerto. 

6. Copia del oficio sin número del 4 de julio de 2008, suscrito por el auxiliar de 
GACETA 
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Agropecuaria en la Sala “E” del Aeropuerto mencionado, por el cual se constató 
que el 21 de junio personal de este organismo acudió para solicitar información 
referente al aseguramiento de algunos productos de pasajeros provenientes de 
vuelos internacionales, así como sobre la base legal y el procedimiento para ello. 

7. Copia del oficio sin número del 12 de julio de 2008, suscrito por la jefa de tur­
no de la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria en la sala “E” del Aero­
puerto Internacional de la Ciudad de México, a través del cual precisó que, el 21 
de junio de 2008 se informó personalmente a un servidor público de esta Comi­
sión Nacional, que acudió a las oficinas donde ella presta sus servicios, que en la 
página de Internet se podían consultar los procedimientos publicados y la nor­
matividad aplicable al caso. 

8. Copia del oficio sin número del 12 de julio de 2008, suscrito por la oficial de 
seguridad fitozoosanitaria, quien el 20 de junio de 2008 realizó la revisión de al­
gunos pasajeros provenientes del extranjero. 

E. Oficio DGAJ-GC1/1418/2008, del 22 de octubre de 2008, signado por el 
gerente de lo Contencioso de la Dirección General Adjunta Jurídica del Aeropuer­
to Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad de México, por el cual se solicitó se 
indicara día y hora para permitir al personal de esta Comisión Nacional su ingreso 
al área de llegada del vuelos internacionales de las terminales Uno y Dos en ese 
aeropuerto para la práctica de una diligencia relacionada con el presente asunto. 

F. Oficio BOO.03.03.00.01/412/2008, del 23 de octubre de 2008, firmado por 
el jefe de la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria (OISA) del Servicio 
Nacional de Sanidad, Inocuidad, y Calidad Agroalimentaria (SENASICA), de la 
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SA­
GARPA), por medio del cual dio respuesta a la solicitud de ampliación de informa­
ción efectuada por esta Comisión Nacional. 

G. Oficio de solicitud de colaboración, del 28 de octubre de 2008, a través del 
cual esta Comisión Nacional precisó a la Gerencia de lo Contencioso de la Direc­
ción General Jurídica Adjunta en el Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de 
la Ciudad de México la posibilidad de practicar la diligencia a las 10:30 horas del 
5 de noviembre de 2008. 

H. Oficio 4.1.301.-004240 del 5 de noviembre de 2008, por medio del cual el co­
mandante general del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, de la 
Dirección General de Aeronáutica Civil, solicitó permisos provisionales con foto­
grafía para el ingreso de personal de esta Comisión Nacional al área de llegadas 
de vuelos Internacionales en las terminales Uno y Dos de ese aeropuerto, espe­
cíficamente en el sitio donde se efectúa la revisión a los pasajeros por los inspec­
tores fitozoosanitarios de la SAGARPA, además de permitir el acceso con cáma­
ra fotográfica y videograbadora. 

i. Acta circunstanciada del 5 de noviembre de 2008, relativa a la diligencia prac­
ticada en interior de las áreas de llegada de vuelos internacionales de las ter­
minales Uno y Dos del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad de 
México, concretamente en el lugar donde se realiza la revisión a los pasajeros por 
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J. Disco que contiene videograbación de la diligencia del 5 de noviembre de 2008, 
practicada por personal de esta Comisión Nacional en las áreas de llegada de vue­
los internacionales de las terminales Uno y Dos del Aeropuerto Internacional “Be­
nito Juárez” de la Ciudad de México. 

K. Folletos de SAGARPA relativos a la guía de requisitos que deben cumplir las per­
sonas que viajan a México, para introducir vegetales, animales y sus productos. 

l. Serie de fotografías relacionadas con las áreas de llegada de vuelos internacio­
nales de las Terminales Uno y Dos del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de 
la Ciudad de México. 

M. Oficio BOO.03.02.-3393, recibido en esta Comisión Nacional el 3 de diciem­
bre de 2008, por medio del cual el director general de inspección de puesto y 
aeropuertos de la Dirección General de Inspección Fitozoosanitaria del SENASICA 
en la SAGARPA, participó al titular del Órgano Interno de Control en dicha depen­
dencia los hechos motivo de la queja, para que se realice la investigación del caso 
y se emita el dictamen correspondiente por la actuación del personal oficial. 

iii. SiTUACióN JUrÍDiCA 

El 20 de junio de 2008, se tuvo conocimiento que diversos productos provenien­
tes del extranjero fueron retenidos por personal de la oficina de Inspección y Sa­
nidad Agropecuaria de la SAGARPA, en turno en la Terminal Dos del Aeropuerto 
Internacional “Benito Juárez de la Ciudad de México”, por lo que se levantó el 
acta número 397, y posteriormente el 23 de junio del mismo año se elaboró el ac­
ta de destrucción con folio 376 de los productos retenidos, con el argumento de 
que se infringieron diversos preceptos de la Norma Oficial Mexicana NOM-005­
FITO-1995; sin que en los recuadros de los formatos que se utilizan para ello se 
precisaran los datos relativos a los nombres de los interesados o de sus represen­
tantes legales, ni las firmas de estos y sin que se hiciera alguna anotación de esa 
circunstancia por parte del personal de SAGARPA. 

El 5 de noviembre de 2008, con motivo de la diligencia practicada por perso­
nal de esta Comisión Nacional, en el Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” 
de la Ciudad de México, se allegó de información para corroborar diversas irre­
gularidades en las actuaciones del personal de SAGARPA. 

iV. ObSErVACiONES 

Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de las evidencias que integran el 
expediente de queja esta Comisión Nacional pudo acreditar diversas violaciones 
a los derechos humanos de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso de las 
personas que arriban al Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad 
de México provenientes del extranjero, con motivo de un ejercicio indebido de 
la función pública atribuido al personal de inspección fitozoosanitaria de la Ofi­
cina de Inspección y Sanidad Agropecuaria del SENASICA de la SAGARPA que 
en ese lugar realiza sus servicios, por las siguientes consideraciones: 

Con motivo de la conciliación formulada el 10 de julio de 2002 en el expedien-
GACETA 
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Pesca y Alimentación, se le solicitó: “que en los puntos de revisión a cargo de esa 
Secretaría se coloquen letreros en los que se informen sobre la actuación de sus 
servidores públicos en materia de revisión, verificación o destrucción de los pro­
ductos orgánicos de los pasajeros; se emitieran circulares en la que se hiciera del 
conocimiento del personal adscrito a los puntos de revisión que en sus actuacio­
nes deben sujetarse a los requisitos contemplados en los artículos 14, párrafo 
segundo y 16, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y se tomaran las medidas correspondientes para que las personas que 
viajan al extranjero o ingresen al país se les proporcione la información necesaria 
para el cumplimiento de los requisitos previstos en la Ley, respecto a la introduc­
ción de especies, animales, vegetales sus productos o subproductos que estén 
permitidos o bien, que tengan restricciones legales para ingresar al país”. 

Dicha propuesta de conciliación fue aceptada a través del oficio 7656/2002, 
del 16 de julio de 2002, en el cual la autoridad a la que se dirigió se comprome­
tió en cumplir y atender todos y cada uno de sus puntos. 

Sin embargo, de los hechos que motivaron el inicio del expediente CNDH/1/ 
2008/5239/Q, se desprende que nuevamente se realizaron acciones similares a 
las que dieron origen al expediente 984/2002, ya que personal de seguridad fi­
tozoosanitaria de la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria (OISA) de 
SENASICA de la SAGARPA, al efectuar la inspección de las pertenencias de diver­
sos pasajeros provenientes del extranjero, se encontró con diversos productos de 
origen orgánico, por lo que se les comentó que los productos no podía ingresar 
al país por representar un riesgo fitosanitario por diversas plagas que pudiese trans­
portar, al mismo tiempo se les ofreció un tríptico de información emitido por SA­
GARPA, y se omitió proporcionar una información clara respecto de los trámites 
a seguir y el destino final de la mercancía. 

De lo anterior se desprende una clara omisión que se traduce en una violación 
a los derechos humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica y al debido proce­
so derivado del incumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento 
del artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual implica que la autoridad podrá llevar a cabo cualquier acto de 
privación que la ley le faculte siempre que se respete la garantía de audiencia 
de la persona a la cual se pretenda privar de algún bien o derecho, circunstancia 
que en el presente caso no ocurrió, ya que se dejó en total estado de indefinición 
a los pasajeros provenientes del extranjero, en virtud de que no se le escuchó 
previo a la retención de los productos que trasportaban. 

De lo anterior, se desprende la falta de una reglamentación apropiada, que 
determine cuáles son los procedimientos que han de seguirse para revisar a los 
pasajeros procedentes de los vuelos internacionales en los aeropuertos de la Re­
pública Mexicana, en los que se respeten los derechos de legalidad y seguridad 
jurídica establecidos en nuestra constitución. 

De igual forma, esta Comisión Nacional observó que en los formatos relacio­
nados con el acta de retención y de destrucción, con números de folio 397 y 376, 
que respectivamente suscribió el personal del Servicio Nacional de Sanidad, Ino­
cuidad y Calidad Agroalimentaria de la SAGARPA el 20 y 23 de junio de 2008, no 
se encuentran precisados los nombres de los interesados o sus representantes le­
gales, y tampoco están firmados por éstos, sin que se destacara el motivo de ello 
por los servidores públicos del Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad 
Agroalimentaria de la SAGARPA que en su momento los elaboraron y suscribieron, 
con lo que se acredita una clara exclusión de los particulares, en los procedimien-
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el ordenamiento constitucional referido, ya que se limita a los gobernados del de­
recho de participar en el procedimiento cuya finalidad es privarlos de sus bienes. 

Aunado a lo anterior, resulta importante señalar que personal de esta Comisión 
Nacional, se pudo allegar diversos folletos o trípticos relacionados con la guía de 
requisitos que deben cumplir las personas que viajan a México para introducir 
vegetales, animales y sus productos, dentro de los cuales destacan tres apartados: 
importación turística permitida, importación regulada e importación prohibida. En 
primer término, se refiriere a productos que puedan entrar al país en cantidades 
para consumo personal, previa inspección ocular de los oficiales de seguridad fi­
tozoosanitaria del SENASICA de la SAGARPA, entre los que se precisan, alimentos 
deshidratados de origen vegetal, envasados y etiquetados, sólo de países auto­
rizados por México; en segundo lugar, los productos que se pueden introducir al 
país, siempre y cuando cumplan los requisitos de sanidad establecidos previa ins­
pección, y que entre otros destacan, frutas, verduras, flores, cereales y plantas, 
y en tercer término se refieren los productos cuya entrada está prohibida, debido 
a que representan un alto riesgo de ser portadores de plagas o enfermedades: des­
cribiéndose específicamente, tierra, envases rellenos de heno, paja o adornos de 
paja sin procesar; alimentos de elaboración casera; harinas de origen animal; car­
ne fresca seca, enlatada o congelada, y productos cárnicos como embutidos, ahu­
mados, salados, maduros, que procedan de países no autorizados por México. 

En tal virtud y en el supuesto de que, como lo sostienen las autoridades de la 
OISA, se hubiera entregado un folleto a los pasajeros, la descripción del mismo 
pudo originarles confusión, ya que los folletos que se allegó este Comisión Na­
cional no son claros y precisos respecto de los vegetales, animales o sus produc­
tos que están permitidos o prohibidos para su internación al país, situación que 
a su vez debió expresarse con claridad previamente de efectuar cualquier tipo 
de revisión por parte del personal de inspección fitozoosanitaria, de la Oficina de 
Inspección y de Sanidad Agropecuaria del SENASICA de la SAGARPA, estando 
además la misma obligada legalmente a explicar esa circunstancia los pasajeros, 
previo al procedimiento de retención del producto y su posterior destrucción. 

De las diligencias efectuadas por el personal de esta Comisión Nacional los días 
21 de junio y 5 de noviembre de 2008, así como de la respuestas a la solicitud de 
información y ampliación de la misma proporcionadas por las autoridades de la 
Oficina de Inspección y Sanidad Agropecuaria (OISA) del SENASICA de la SAGAR­
PA, se desprende que no obstante que esta Comisión Nacional inició el expediente 
de queja 984/2002, y con motivo de la propuesta de conciliación que del mismo 
se derivó las autoridades de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación, desde 2002 crearon un compromiso institucional para 
dar cumplimiento continuo a todos y cada uno de sus puntos, en el presente caso 
se acreditó que dicho compromiso fue inobservado, y por lo tanto por este con­
ducto se reitera que personal de dicha Secretaría se encuentra obligada a cumplir 
con el deber de informar claramente a las personas que arriban al aeropuerto, 
de los procedimientos que llevan a cabo y de su finalidad, así como toda aquella 
información útil para los viajeros, tal y como quedó planteado en las propuestas 
de conciliación dirigidas y aceptadas por el entonces secretario de Agricultura, 
con el propósito de evitar confusión y error de apreciación en los pasajeros en 
los momentos previos y durante el trámite de revisión de sus pertenencias, así 
como en lo relativo al procedimiento de retención y en su caso de destrucción 
de vegetales, animales y sus productos por parte de los inspectores fitozoosani­
tarios de la OISA del SENASICA de la SAGARPA en el Aeropuerto Internacional 
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Por otra parte, en la respuesta a la solicitud de ampliación de información for­
mulada por esta Comisión Nacional, el jefe de la Oficina de Inspección de Sanidad 
Agropecuaria en la Sala “E” del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de Méxi­
co del SENASICA de la SAGARPA, mencionó que el pasajero que proviene del 
extranjero es suficientemente advertido por parte de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público antes de pasar el área de revisión aduanal mediante el formato 
de declaración de aduana para pasajeros que proceden del extranjero, que en 
su punto seis tiene como advertencia lo siguiente: “Declare si trae consigo: ani­
males vivos, carnes, alimentos, plantas, flores o frutas; semillas; legumbres, pro­
ductos químicos, farmacéuticos, biológicos, animales silvestres o de uso agrícola; 
materiales, sustancias o residuos peligrosos”. 

Asimismo, se precisó que la entrega a los pasajeros de material de información, 
previa al área de revisión aduanera, se realiza mediante el formato de declara­
ción de aduana para pasajeros procedentes del extranjero, como un acto de sim­
plificación administrativa. 

Lo anterior resulta contrario a la legalidad, seguridad jurídica y debido proce­
so consagrados en los artículos 14, párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la 
Constitución Política, ya que toda autoridad debe contar con competencia para 
llevar acabo algún acto de privación o de molestia, y no puede evadir su respon­
sabilidad con las conductas atribuibles a otros órganos del poder público, lo cual 
coloca al particular en estado de indefinición al no poder identificar cuál es la au­
toridad responsable de la violación y cuáles son los mecanismos legales para con­
trovertir dicho acto. 

En el mismo sentido, resulta oportuno reiterar que se deben explicar, en forma 
clara y precisa, a todo pasajero los requisitos a cumplir para introducir a México, 
productos acordes con la importación permitida para turistas, la importación regu­
lada y la importación prohibida, y en especial lo relativo al procedimiento de re­
tención o bien de destrucción de los productos, y no sólo argumentar que “el 
pasajero que proviene del extranjero es suficientemente advertido por parte de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público antes de pasar al área de revisión 
aduanal mediante el formato de declaración de aduana para pasajeros que pro­
ceden del extranjero”, y que declare si tiene consigo diversos productos vegeta­
les, animales o de otro origen, en virtud de que se trata de dos procedimientos 
completamente distintos, en los cuales los servidores públicos de cada depen­
dencia deben actuar en forma autónoma en el desempeño del servicio que tienen 
encomendado, ya que lo contrario puede crear un error de apreciación en los 
pasajeros o confusión en los mismos, relativo a la función o facultades del servi­
dor público de cada dependencia, sin que los propios pasajeros sepan claramen­
te con qué autoridad pueden acudir para que sean atendidos en caso de dudas o 
reclamación, independientemente de que el personal de la OISA del SENASICA de 
la SAGARPA manifestó que no tiene papelería y sus publicaciones se están dise­
ñando, sin que se precisara cuándo contarían con la misma, situación que crea 
incertidumbre y provoca que los pasajeros que provienen del extranjero queden 
en un estado de indefensión. 

Cabe destacar que esta Comisión Nacional de ninguna manera pretende opo­
nerse a que el personal que realiza la inspección fitozoosanitaria, dependiente 
de la Oficina de Inspección de Sanidad Agropecuaria del SENASICA de la SAGAR­
PA, efectúe las funciones que tienen encomendadas, con motivo de los proce­
dimientos de revisión, retención y destrucción de productos de origen vegetal o 
animal que se pretendan introducir a México; sin embargo, las mismas al mo-
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ridad jurídica y debido proceso tutelados en el orden constitucional mexicano en 
agravio de los pasajeros procedentes de vuelos internacionales que arriban al Ae­
ropuerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad de México, por lo cual este 
organismo se pronuncia en el sentido de que esos procedimientos deben efec­
tuarse en forma correcta, clara y precisa, sin que se causen actos de molestia o 
bien originen confusión a los particulares interesados. 

En ese orden de ideas, el procedimiento de inspección de referencia resulta 
violatorio de los derechos de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso con­
templados además en los instrumentos internacionales celebrados por el Ejecu­
tivo Federal y ratificados por el Senado de la República, en términos del artículo 
133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; tales como los 
artículos 17.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, establecen que toda persona 
tiene derecho a la protección de la ley contra las injerencias o esos ataques ar­
bitrarios; así como que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, in­
dependiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustancia­
ción de cualquier acusación formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones. 

De igual forma, se violentó lo previsto en el artículo 1.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, ya que, como se deriva de la interpretación 
realizada a su contenido por parte de la Corte Interamericana de Derechos Hu­
manos, resulta ilícita toda forma de ejercicio del poder público que viole los de­
rechos humanos, por lo que ante cualquier circunstancia en la que un órgano o 
servidor público del Estado, con independencia de su jerarquía, lesione indebida­
mente uno de tales derechos o esté ante un supuesto de inobservancia del deber 
de actuar con la debida diligencia, se configura una violación a los derechos hu­
manos. 

Por último, en la consideración de esta Comisión Nacional, la actuación de la 
oficial de seguridad fitozoosanitaria de la Oficina de de Inspección y Sanidad 
Agropecuaria (OISA) del Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroa­
limentaria (SENASICA) de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), que desempeña sus funciones en las ins­
talaciones del Aeropuerto Internacional “Benito Juárez” de la Ciudad de México, 
presumiblemente no se apegó a lo establecido en el artículo 8o, fracciones I y 
XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, que dispone la obligación que tienen los servidores públicos de cumplir 
con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cau­
se su suspensión o deficiencia, o implique el incumplimiento de cualquier disposi­
ción legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público, por 
lo cual dicha conducta se encuentra en etapa de investigación ante el órgano 
interno de control correspondiente. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permi­
te formular, respetuosamente a usted, señor secretario, como superior jerárquico 
del organismo publico desconcentrado Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad 
y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) las siguientes: 

V. rECOMENDACiONES 

PRIMERA. Gire sus instrucciones al Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y 
GACETA 
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realicen los oficiales de inspección fitozoosanitaria se efectúen en estricto cum­
plimiento de los derechos de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso de las 
personas, contenidos en los artículos 14, segundo párrafo y 16 primer párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SEGUNDA. Instruya al personal de la Oficina de Inspección de Sanidad Agrope­
cuaria (OISA) del Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimen­
taria (SENASICA) para que se elabore un Manual de Procedimientos de Revisión 
a los Pasajeros procedentes de los vuelos internacionales en los Aeropuertos de 
la República Mexicana, proporcionado a esta Comisión Nacional la documentación 
que así lo acredite. 

TERCERA. Gire sus instrucciones a quien corresponda para que en los manuales 
de procedimientos, así como en la publicidad y demás material que difunde esa 
Secretaría, se incluyan los requisitos previstos en la Ley de los Impuestos Gene­
rales de Importación y de Exportación, para la importación de animales, vegeta­
les y sus productos, y las consecuencias en el caso de su incumplimiento; propor­
cionando a esta Comisión Nacional la documentación que así lo acredite. 

CUARTA. Se coloquen letreros en los puntos de revisión a cargo de esa Secreta­
ría, en los que se informen ante quien se pueden interponer quejas sobre la actua­
ción de sus servidores públicos en materia de revisión, verificación o destrucción de 
los productos orgánicos de los pasajeros, así como del área de su adscripción y 
el número telefónico al que puedan dirigirse en caso de alguna sugerencia o in-
conformidad; proporcionando a esta Comisión Nacional la documentación que 
así lo acredite. 

QUINTA. Se tomen las medidas correspondientes para que las personas que 
viajan al extranjero o ingresen al país se les proporcione la información necesaria 
para el cumplimiento de los requisitos previstos en la ley, respecto a la introduc­
ción de especies, animales, vegetales sus productos o subproductos que estén 
permitidos o bien, que se precisen claramente las restricciones legales que los mis­
mos tengan para ingresarse al país. 

SEXTA. Se haga del conocimiento del Órgano Interno de Control que conoce del 
procedimiento administrativo de responsabilidad en contra del personal de ins­
pección fitozoosanitaria, las consideraciones expuestas en el capítulo de observa­
ciones del presente documento, informándose a esta Comisión Nacional los avan­
ces del mismo hasta su determinación conforme a derecho. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribu­
ciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que 
se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
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la aceptación de esta recomendación, en su caso, sea informada dentro del tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita a usted que, en su 
caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la recomendación se en­
víen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes 
a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ
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recomendación 26/2009
 
Sobre el caso de los menores M1 y M2 

SÍNtESIS: El 3 de octubre de 2008 se recibió en esta Comisión Nacional la queja 
formulada por la señora Q1, en la que manifestó que sus hijos, los menores M1 y 
M2, padecen epidermólisis bullosa distrófica; que el 27 de septiembre del mismo 
año, encontrándose en el aeropuerto de la ciudad de Las Vegas, Nevada, en com­
pañía de su esposo, el señor A1, y de sus descendientes acudieron al mostrador de 
una aerolínea para documentar su vuelo hacía la ciudad de México, Distrito Federal, 
con escala en Monterrey, Nuevo León; sin embargo, una empleada de esa empresa 
de nombre AE1, de manera prepotente pretendió impedirles que abordaran el avión, 
argumentando que la enfermedad de los menores podría ser contagiosa, por lo que 
exigieron que su cónyuge firmara una carta en la que se hacía responsable de las con­
secuencias de salud que en su caso se suscitaran por el traslado de sus familiares. 

Agregó, que al arribar al aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, 
Nuevo León, una azafata de la aerolínea en cita, de nombre AE2, le indicó que no 
podían abordar el vuelo a la ciudad de México hasta que sus descendientes fueran 
revisados por un paramédico, lo que provocó la molestia de su cónyuge quien pidió 
hablar con el capitán del avión, ante lo cual la sobrecargo en cuestión solicitó la pre­
sencia de elementos de la Policía Federal Preventiva y argumentó que su esposo la 
había amenazado, precisando que gracias a la intervención de los citados servidores 
públicos les permitieron continuar su trayecto. 

De las evidencias obtenidas, esta Comisión Nacional advirtió violaciones a los de­
rechos al trato digno, no discriminación y legalidad consagrados en los artículos 1o., 
párrafo tercero; 4o., párrafo sexto y 16, párrafo primero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, derivado de los actos de discriminación de que 
fueron objeto los menores M1 y M2 por parte de personal de una aerolínea, en las 
instalaciones del Aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, 
con la anuencia de personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil de la Se­
cretaría de Comunicaciones y Transportes. 

En ese orden de ideas, para esta institución con su conducta la supervisora de trá­
fico de la aerolínea transgredió lo dispuesto en el artículo 53, de la Ley de Aeropuer­
tos; 1o., párrafo primero, 3o., inciso B, 16, párrafo primero, de la Ley para la Protección 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 4o., párrafo primero y 9o., fraccio­
nes XIII y XXII, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, los cuales 
establecen que ningún menor de edad podrá ser objeto de actos discriminatorios. 

Ahora bien, no pasó desapercibido para esta Comisión Nacional que el coman­
dante aeronáutico del Aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo 
León, no realizó ninguna diligencia para investigar y resolver de manera oportuna e 
inmediata el caso de los agraviados, aunado a que no les brindó a los menores el apo­
yo y auxilio que requerían, además de no orientar a los padres respecto de las ac­
ciones legales que en su caso podían ejercitar, contraviniendo con ello lo previsto en 
los artículos 4º, párrafo séptimo, parte última, de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos; 1o., párrafo primero, 7o., párrafo primero y 16, de la Ley para 
la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 2.2, 3.1, 3.2, 16.1, 
19.1 y 19.2 de la Convención sobre los Derechos del Niño, los cuales señalan que 
ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su fa­
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Aunado a lo anterior, la conducta omisa en que incurrió el comandante aeronáu­
tico del Aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, contravi­
no lo dispuesto en los artículos 7, fracciones I y VI, de la Ley de Aviación Civil y 169, 
fracción IX, del Reglamento de la Ley de Aeropuertos, los cuales imponen a los co­
mandantes aeronáuticos la obligación de vigilar y verificar que los concesionarios, 
permisionarios, operadores de aeronaves y prestadores de servicios de navegación 
aérea cumplan con lo previsto en la normatividad aplicable y, en su caso, ordenar 
las medidas conducentes para la investigación de todo incidente o accidente que 
involucre aeronaves, vehículos terrestres o personas dentro de los límites de los aeró­
dromos de su jurisdicción; así mismo, los principios de legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que debió observar en su empleo, cargo y comisión, incum­
pliendo con ello, las obligaciones contenidas en el artículo 8o., fracciones I, XVII, XVIII 
y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos. 

Por lo anterior, el 17 de abril de 2009, este organismo nacional emitió la recomen­
dación 26/2009, dirigida al secretario de Comunicaciones y Transportes, en la que 
se le solicitó girar instrucciones para que se les otorgue a los menores M1 y M2, así 
como a sus padres, la reparación del daño que se les ocasionó con motivo de los 
actos discriminatorios de que fueron objeto, debiéndose informar a esta Comisión 
Nacional sobre dicha circunstancia; por otra parte, dé vista al Órgano Interno de Con­
trol en la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con las consideraciones de­
talladas en el capítulo de observaciones de la recomendación en comento, para que 
se inicie procedimiento administrativo de investigación en contra del comandante 
aeronáutico del Aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, 
por haber omitido intervenir oportuna y debidamente en el caso de los menores M1 
y M2, debiéndose informar desde su inicio hasta su resolución; por otra parte, gire 
instrucciones a efecto de que la Dirección General de Aeronáutica Civil inicie el pro­
cedimiento administrativo correspondiente para que se lleve a cabo la inspección a 
la empresa de aviación, tendente a evaluar la calidad de sus servicios, así como las 
condiciones bajo las cuales se presta el mismo, y si de dicha revisión se desprenden 
irregularidades se adopten las medidas previstas en la normatividad aplicable, infor­
mando de ello a esta Comisión Nacional; así mismo, se adopten las medidas admi­
nistrativas procedentes para garantizar la no repetición de actos como los que dieron 
origen a la presente recomendación, debiéndose informar sobre la implementación y 
resultados de las mismas; de igual manera, se tomen las medidas correspondientes 
a efecto de que se haga saber a los usuarios de los servicios aeroportuarios del país 
los derechos que les asisten, en particular a no ser sujetos a revisiones o tratos dis­
criminatorios, así como los límites de las facultades que tiene la autoridad; así mismo, 
se emitan los lineamientos correspondientes a efecto de regular los procedimientos 
a que debe sujetarse el personal de las aerolíneas, así como las responsabilidades 
respectivas, ante circunstancias similares a las que dieron origen a la recomendación 
en comento; finalmente, se instruya a quien corresponda a efecto de que se imple­
menten las acciones necesarias para que se otorgue al personal de la Dirección Gene­
ral de Aeronáutica Civil la capacitación adecuada en materia de observancia y respeto 
a los derechos humanos. 
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México, D. F., a 17 de abril de 2009 

Sobre el caso de los menores M1 y M2 

Mtro. Juan Francisco Molinar Horcasitas 
Secretario de Comunicaciones y Transportes 

Distinguido señor Secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 3o., párrafo primero; 6o. fracciones 
I, II y III; 15, fracción VII; 24 fracción IV, 42 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha exa­
minado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2008/4728/Q, relacionado con el caso 
de los menores M1 y M2 y visto los siguientes: 

i. HECHOS 

El 3 de octubre de 2008 se recibió en esta Comisión Nacional la queja formulada 
por la señora Q1, en la que manifestó que sus hijos, los menores M1 y M2, pa­
decen epidermólisis bullosa distrófica; que el 27 de septiembre del mismo año, 
encontrándose en el aeropuerto de la ciudad de Las Vegas, Nevada, en compañía 
de su esposo, el señor A1 y de sus descendientes, acudieron al mostrador de una 
aerolínea para documentar su vuelo hacía la ciudad de México, Distrito Federal, 
que hacía escala en Monterrey, Nuevo León; sin embargo, una empleada de esa 
empresa de nombre AE1, de manera prepotente pretendió impedirles que abor­
daran el avión, argumentando que la enfermedad de los menores podría ser con­
tagiosa, por lo que exigieron que su cónyuge firmara una carta en la que se hacía 
responsable de las consecuencias de salud, que en su caso se suscitaran por el 
traslado de sus familiares. 

Agregó, que al arribar al aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, 
Nuevo León, una azafata de la aerolínea en cita, de nombre AE2, le indicó que 
no podían abordar el vuelo a la ciudad de México hasta que sus descendientes 
fueran revisados por un paramédico, lo que provocó la molestia de su cónyuge, 
quien solicitó hablar con el capitán del avión, ante lo cual la sobrecargo en cues­
tión solicitó la presencia de elementos de la Policía Federal y argumentó que su 
esposo la había amenazado, precisando que gracias a la intervención de los ci­
tados servidores públicos les permitieron continuar su trayecto. 

Es importante señalar que la quejosa solicitó a esta institución, en términos de 
lo dispuesto en el artículo 84 del Reglamento Interno de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, que los datos de identificación de ella, así como de 
sus familiares, se manejaran con estricta reserva, por lo que los nombres de las 
personas que se citan en el cuerpo de la presente recomendación se encuentran 
en clave, anexándose a la presente el listado en el que se describe cada uno de 
ellos. 

ii. EViDENCiAS 
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A. El acta circunstanciada del 3 de octubre de 2008, instrumentada por personal 
de esta Comisión Nacional, en la que se hizo constar la queja formulada por la 
señora Q1, en la que denunció presuntas violaciones a derechos humanos come­
tidas en agravio de sus hijos, los menores M1 y M2. 

b. Oficio SPVDH/DGDH/DGAPDH/4915/2008, del 29 de octubre de 2008, sig­
nado por el director general adjunto de Promoción de los Derechos Humanos de 
la Secretaría de Seguridad Pública, mediante el cual remitió diversa documenta­
ción relativa al presente asunto, de la que se destaca por su importancia: 

1. Parte informativo de servicios del 23 de octubre de 2008, suscrito por servi­
dores públicos de la Policía Federal Preventiva, destacamentados en el Aeropuer­
to Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, en el que se precisó cual 
fue su intervención en los hechos de que se duele la quejosa. 

C. Oficio 38176, del 4 de noviembre de 2008, mediante el cual personal adscrito 
al departamento jurídico de una aerolínea, rindió el informe respecto de los he­
chos que le atribuyó la quejosa a dos sobrecargos de esa empresa de aviación. 

D. Oficio 4.1.-2940 del 18 de noviembre de 2008, suscrito por el director de 
Aeronáutica Civil de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en el que 
se señaló la intervención de esa dependencia en los hechos materia del presen­
te asunto. 

iii. SiTUACióN JUrÍDiCA 

El 27 de septiembre de 2008, los menores M1 y M2, fueron víctimas de tratos 
discriminatorios por parte de una supervisora de tráfico de una aerolínea, toda 
vez que a pesar de que la enfermedad que padecen los agraviados no es conta­
giosa, fueron exhibidos públicamente en una sala de espera del Aeropuerto In­
ternacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, y obligados a ser valorados 
por un paramédico, a fin de determinar su estado de salud, y ante la inconfor­
midad del padre de los menores afectados la supervisora en cita solicitó la pre­
sencia de personal de la Policía Federal; posteriormente, y con motivo de la in­
tervención de los referidos servidores públicos, se le permitió a la quejosa y a sus 
familiares continuar su trayecto. 

Sin embargo, el comandante aeronáutico del Aeropuerto Internacional de la 
ciudad de Monterrey, Nuevo León, a pesar de haber tenido conocimiento de los 
hechos, omitió investigar y resolver de manera oportuna e inmediata el asunto, 
aunado a que no les brindó a los menores agraviados el apoyo y auxilio que re­
querían, además de no orientar a los padres respecto de la acciones legales que 
en su caso podían ejercitar. 

iV. ObSErVACiONES 

Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de las evidencias de que se allegó 
esta Comisión Nacional, pudo acreditar violaciones a los derechos al trato digno, 
no discriminación y legalidad consagrados en el artículo 1o., párrafo tercero; 4o., 
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dos Mexicanos, derivado de los actos de discriminación de que fueron objeto los 
menores M1 y M2, por parte de personal de una aerolínea, en las instalaciones 
del Aeropuerto Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, ante la 
anuencia de personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil de la Secreta­
ría de Comunicaciones y Transportes, en virtud de las siguientes consideraciones: 

El 27 de septiembre de 2008, la quejosa se encontraba en el aeropuerto de 
la ciudad de Las Vegas, Nevada, en compañía de su esposo y de sus dos descen­
dientes, por lo que acudieron al mostrador de una aerolínea para documentar 
su vuelo con destino a la ciudad de México, Distrito Federal, que hacía escala en 
Monterrey, Nuevo León; sin embargo, una empleada de esa empresa de aviación 
pretendió impedirles que abordaran el avión, argumentando que la enfermedad 
que presentaban los menores podría ser contagiosa, por lo que el padre de los 
agraviados tuvo que firmar una carta en la que se hacía responsable de las con­
secuencias que en su caso se suscitaran por el traslado de sus familiares. 

Al arribar al aeropuerto de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, una azafata 
de la aerolínea en cita, de nombre AE2, le indicó a la quejosa que no podían abor­
dar el vuelo que los trasladaría a la ciudad de México hasta que sus hijos fueran 
revisados por un paramédico, lo que provocó la molestia del padre de los agra­
viados, quien solicitó hablar con el capitán del avión; sin embargo, la sobrecargo 
en cuestión, solicitó la presencia de elementos de la Policía Federal Preventiva. 

Los hechos referidos se corroboran con el contenido del parte informativo de 

servicios del 23 de octubre de 2008, suscrito por servidores públicos de la Policía 

Federal Preventiva, destacamentados en el Aeropuerto Internacional de la ciudad
 
de Monterrey, Nuevo León, en el que se asentó: “…aproximadamente a las 17:30
 
horas del 27 de septiembre de 2008, … fuimos informados por personal de se­
guridad privada del punto de inspección, que la Aerolínea solicitaba la presencia 

de esta Policía Federal … porque se encontraba un posible pasajero perturbador 

… nos entrevistaríamos con la … supervisora de tráfico en la Aerolínea, para asis­
tir la inconformidad del señor A1, quien arribó a este Aeropuerto Internacional … 

procedente de la ciudad de Las Vegas para realizar la conexión con el vuelo 401 

de la misma aerolínea con destino final a la ciudad de México, acompañado de 

su familia, … al llegar a la puerta No. 10 la ... supervisora de tráfico de la aerolínea
 
antes citada mencionó que el señor A1, presentaba una inconformidad debido 

a que la aerolínea le solicitó, mostrara certificado médico para poder abordar la ae­
ronave, o en su defecto permitiera fueran revisados sus hijos menores, ya que mos­
traban unas marcas visibles en la piel, para lo que el señor A1, mencionó que 

venía de un vuelo internacional en el que no se le había solicitado dicho trámite, 

solamente se le había pedido firmara una responsiva sobre la salud de sus hijos, 

nos dirigimos a hablar con el señor A1, identificándonos con él y solicitándole 

de manera atenta nos explicara su inconformidad y nos permitiera ayudarlo, y al 

cerciorarnos de que no se trataba de un pasajero perturbador y teniendo la si­
tuación bajo control, percatándonos que solo se encontraba molesto por el trato 

recibido por la aerolínea, … el señor A1, nos explicó que los menores presentaban 

una enfermedad degenerativa de la piel, la cual no era contagiosa y que el trato 

que se le estaba dando no era el que esperaba del personal de la aerolínea con 

su familia ya que …tenía que permitir que sus hijos fueran revisados por un pa­
ramédico que no era especialista en la materia, permitiendo aún así que sus hijos 

fueran revisados por el paramédico en turno …de la empresa EMME quien men­
cionó que no era alguna enfermedad que se transmitiera o que pusiera en peligro
 
la salud de los demás pasajeros, acto seguido la sobrecargo mayor … se acercó 

a nosotros … informando al señor A1, que no había mayor problema y que él y 


GACETA 
su familia podían abordar la aeronave…” 1990/2009 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

123 



           

 

        

  
        

           

Al respecto, llama la atención de esta Comisión Nacional el informe rendido 
por la supervisora de tráfico de la aerolínea AE2, en el sentido de que “…El día 
de hoy (27 de septiembre de 2008) a la llegada del vuelo 707 LAS-MTY la sobre­
cargo mayor informa que venían a bordo dos niños … y que se veía que tenían 
como una alergia, que era algo de la piel pero que no era contagioso y que así 
los habían documentado desde Las Vegas, y le habían entregado una carta de 
exención de responsabilidades … Los pasajeros continuaban en el vuelo 401 MTY­
MEX, por lo que se le informa a la sobrecargo mayor para evitar cualquier contra­
tiempo al momento de abordar el vuelo, pero la mayor solicita que sean revisados 
por personal de EMME, para que corroborara que no fuera nada contagioso, por 
lo que se le solicita a la mamá de los niños que si podían ser valorados por el 
médico o en su defecto que solo informara que tenían ... La pasajera aceptó por 
lo que se dirige a mostrador de sala para hablar con el personal de EMME, pero 
para esto … el padre de los niños venía detrás de la señora … para ver quien era 
la persona que estaba solicitando la valoración … La mamá de los niños hablaba 
con el personal de EMME informando de la enfermedad de sus hijos, explicando 
que era epidermólisis bullosa hipertrófica, y que era genética y que efectivamen­
te no es contagiosa …El señor …argumentó que estábamos discriminando a sus 
hijos pero en ningún momento fue así pues en cuanto la mamá de los niños in­
formó lo que estos tenían no se hicieron más preguntas … El pasajero estaba tan 
alterado que personal de OMA pidió la presencia de la PFP para tratar de tran­
quilizar al señor…” 

De lo anterior se observa que los menores M1 y M2 fueron víctimas de tratos 
discriminatorios por parte de la supervisora de tráfico de la aerolínea AE2, toda 
vez que a pesar de que la quejosa, manifestó a personal de esa empresa de avia­
ción que la enfermedad que padecen sus descendientes no es contagiosa, los 
agraviados fueron exhibidos públicamente en una sala de espera del Aeropuerto 
Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, y obligados a ser valorados 
por un paramédico, a fin de determinar su estado de salud, observándose además 
que, ante la inconformidad del padre de los menores afectados, la supervisora 
en cita solicitó el apoyo de la fuerza pública, lo que constituye una transgresión 
a lo dispuesto en el artículo 53, de la Ley de Aeropuertos, el que en su parte con­
ducente establece que en los aeródromos civiles de servicio al público, los servi­
cios aeroportuarios y complementarios se prestarán a todos lo usuarios solicitantes 
de manera permanente, uniforme, regular y en condiciones no discriminatorias. 

Sobre el particular, esta Comisión Nacional considera de suma importancia la 
garantía y el respeto a los derechos de las personas que por su condición y circuns­
tancias personales se encuentran en situación de vulnerabilidad, especialmente 
en el caso de los menores de edad, ya que éstos difícilmente pueden protegerse 
y cuidarse por sí mismos de actos o ataques que atenten contra su desarrollo in­
tegral, su dignidad personal y su integridad psíquica y social, como en el presen­
te caso aconteció, por lo que para esta institución la conducta desplegada por 
la supervisora de tráfico de la aerolínea AE2, constituye una transgresión a lo 
dispuesto en los artículos 1o., párrafo primero, 3o., inciso B, 16, párrafo primero, 
de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 4o., 
párrafo primero y 9o., fracciones XIII y XXII, de la Ley Federal para Prevenir y Eli­
minar la Discriminación, los cuales establecen en su parte conducente, que ningún 
menor de edad podrá se objeto de actos discriminatorios. 

Al respecto, no pasó desapercibido para esta Comisión Nacional, que en el in­
forme que rindió el comandante aeronáutico del Aeropuerto Internacional de la 
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la aerolínea se ajustó a lo establecido en el “manual de sobrecargos” de esa em­
presa de aviación; sin embargo, esa autoridad no realizó ninguna diligencia para 
investigar y resolver de manera oportuna e inmediata el caso de los agraviados, 
aunado a que no les brindó a los menores el apoyo y auxilio que requerían, ade­
más de no orientar a los padres respecto de la acciones legales que en su caso 
podían ejercitar, contraviniendo con ello, lo previsto en los artículos 4º, párrafo 
séptimo, parte última, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
1o., párrafo primero, 7o., párrafo primero y 16, de la Ley para la Protección de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; dispositivos legales que establecen la 
obligación de toda autoridad para garantizar el respeto a la dignidad de la niñez 
y el ejercicio pleno de sus derechos ; así como los artículos 2.2, 3.1, 3.2, 16.1, 
19.1 y 19.2 de la Convención sobre los Derechos del Niño, los cuales señalan que 
ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, 
su familia, ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación. 

Asimismo, es evidente la actitud omisa del comandante aeronáutico del Aero­
puerto Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, toda vez que a pesar 
de haber tenido conocimiento de los hechos cometidos en agravio de los meno­
res M1 y M2, a través de las solicitudes de información que le requirió esta Co­
misión Nacional con motivo de la integración del expediente de queja al rubro 
citado, no se advierte que esa autoridad dentro del ámbito de sus atribuciones 
hubiese realizado las diligencias relativas a la debida atención que el presente 
caso requería, contraviniéndose con ello, los dispuesto en los artículos 7, fraccio­
nes I y VI, de la Ley de Aviación Civil y 169, fracción IX, del Reglamento de la Ley 
de Aeropuertos, los cuales imponen a los comandantes aeronáuticos la obliga­
ción de vigilar y verificar que los concesionarios, permisionarios, operadores de 
aeronaves y prestadores de servicios de navegación aérea, cumplan con lo pre­
visto en la normatividad aplicable y, en su caso, ordenar las medidas conducentes 
para la investigación de todo incidente o accidente que involucre aeronaves, vehícu­
los terrestres o personas dentro de los limites de los aeródromos de su juris­
dicción. 

Por lo expuesto, para esta Comisión Nacional con la omisión en que incurrió 
el comandante aeronáutico del Aeropuerto Internacional de la ciudad de Mon­
terrey, Nuevo León, se vulneraron los principios de legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que esa autoridad debió observar en su empleo, cargo 
y comisión, incumpliendo con ello, las obligaciones contenidas en el artículo 8o., 
fracciones I, XVII, XVIII y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Adminis­
trativas de los Servidores Públicos, situación que a efecto de que no quede impu­
ne, deberá ser investigada por el Órgano Interno de Control en la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes. 

En tal virtud y tomando en consideración que una de las vías previstas en el 
sistema jurídico mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la res­
ponsabilidad profesional consiste en plantear la reclamación ante el órgano juris­
diccional competente, cabe señalar que el sistema no jurisdiccional de protección 
de los derechos humanos, de conformidad con lo establecido en los artículos 113, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 1915, 1917, 
1927 y 1928 del Código Civil para el Distrito Federal, así como 47, fracciones I y 
XX; 53, fracción V; 54, fracción VII; 55; 56, fracción VI, y 77 bis, de la Ley Fede­
ral de Responsabilidades de los Servidores Públicos, prevén la posibilidad de que 
al acreditarse una violación a los derechos humanos atribuible a un servidor pú-
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cedan para lograr la efectiva restitución de los afectados en sus derechos funda­
mentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que se hubieran 
ocasionado, por lo cual resulta procedente se realice la indemnización conducen­
te a los agraviados. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
formula respetuosamente a usted, señor secretario de Comunicaciones y Trans­
portes, las siguientes: 

V. rECOMENDACiONES 

PRIMERA. Gire instrucciones a quien corresponda para que se les otorgue a los 
menores M1 y M2, así como a sus padres, la reparación del daño que se les oca­
sionó con motivo de los actos discriminatorios de que fueron objeto, debiéndose 
informar a esta Comisión Nacional sobre dicha circunstancia. 

SEGUNDA. Se dé vista al Órgano Interno de Control en la Secretaría de Comu­
nicaciones y Transportes, con las consideraciones detalladas en el capítulo de ob­
servaciones del presente documento para que se inicie procedimiento adminis­
trativo de investigación en contra del comandante aeronáutico del Aeropuerto 
Internacional de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, por haber omitido inter­
venir oportuna y debidamente en el caso de los menores M1 y M2, debiéndose 
informar a esta Comisión Nacional desde su inicio hasta su resolución. 

TERCERA. Gire sus instrucciones a efecto de que la Dirección General de Aero­
náutica Civil inicie el procedimiento administrativo correspondiente para que se 
lleve a cabo la inspección a la empresa de aviación, tendente a evaluar la calidad 
de sus servicios, así como las condiciones bajo las cuales se presta el mismo, y 
si de dicha revisión se desprenden irregularidades, se adopten las medidas previs­
tas en la normatividad aplicable, informando de ello a esta Comisión Nacional. 

CUARTA. Se adopten las medidas administrativas procedentes para garantizar la 
no repetición de actos como los que dieron origen a la presente recomendación, 
debiéndose informar a esta Comisión Nacional, sobre la implementación y resul­
tados de las mismas. 

QUINTA. Se tomen las medidas correspondientes a efecto de que se haga saber 
a los usuarios de los servicios aeroportuarios del país, los derechos que les asisten, 
en particular a no ser sujetos a revisiones u tratos discriminatorios, así como los 
límites de las facultades que tienen la autoridad. 

SEXTA. Se emitan los lineamientos correspondientes a efecto de regular los pro­
cedimientos a que debe sujetarse el personal de las aerolíneas, así como las res­
ponsabilidades respectivas, ante circunstancias similares a las que dieron origen 
a la presente recomendación. 

SÉPTIMA. Se sirva instruir a quien corresponda a efecto de que se implementen 
las acciones necesarias para que se otorgue al personal de la Dirección General 
de Aeronáutica Civil la capacitación adecuada en materia de observancia y res-
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La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que 
se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta recomendación, en su caso, se informe dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca­
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la recomendación se en­
víen a esta Comisión Nacional, dentro de un término de 15 días hábiles siguientes 
a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ
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recomendación 27/2009 
Sobre el recurso de impugnación del caso New’s Divine 

SÍNtESIS: El 5 y 8 de septiembre de 2008, esta Comisión Nacional recibió los re­
cursos de impugnación presentados por los señores A1, A2, A3, A4, A5 y A6, res­
pectivamente, en contra de la insuficiencia en el contenido e incumplimiento de la 
recomendación 11/2008 que emitió el presidente de la Comisión de Derechos Hu­
manos del Distrito Federal, dentro del expediente CDHDF/III/122/GAM/08/D3430 y 
sus acumulados, dirigida al jefe de gobierno del Distrito Federal, así como al director 
general jurídico de gobierno y al encargado de la jefatura delegacional en Gustavo 
A. Madero, radicándose el expediente CNDH/2008/1/243/RI y sus acumulados. 

Los hechos que motivaron la recomendación emitida por el organismo local ocu­
rrieron el 20 de junio de 2008, en la Discoteca New’s Divine cuando se realizó un ope­
rativo por parte de la Secretaría de Seguridad Pública y la Procuraduría General de 
Justicia, ambas del Distrito Federal, en el contexto del Sistema de Coordinación Po­
licial del Distrito Federal (UNIPOL), y conjuntamente con ellos la Delegación Gusta­
vo A. Madero efectuó una visita de verificación administrativa, en dicho operativo 
12 personas fallecieron, resultaron lesionadas decenas de personas o con problemas 
de salud. 

En la recomendación de referencia, la Comisión de Derechos Humanos del D.F. 
señaló que se encontraba investigando hechos presuntamente violatorios de derechos 
humanos relacionados con el operativo en comento, a través del expediente de que­
ja “CDHDF/III/122/GAM/08/D3412”, sin que a la fecha de elaboración de la reco­
mendación 27/2009 de este organismo nacional el citado expediente se hubiera 
determinado. 

De las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional, quedó acreditado que la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal no realizó una investigación in­
tegral en la substanciación del expediente CDHDF/III/122/GAM/08/3430, lo cual trajo 
como consecuencia la insuficiencia en el contenido de la recomendación 11/2008, 
por lo que se trasgredieron los artículos 5, 46, 48, 49, 63, 64 de la Ley de la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal; así como 15, 17, fracción V, 26, frac­
ción VIII, 39, 71, fracciones III, IV y VII, 111 BIS, 117, 118, 212, fracciones VII y IX, 
127, 130, 132, 144 y 145 de su Reglamento Interno. 

Respecto al gobierno del Distrito Federal, quedó evidenciado que hasta la fecha de 
emisión de la recomendación 27/2009 no había dado cumplimiento a la recomen­
dación 11/2008, con relación a los procedimientos administrativos de responsabilidad 
y averiguaciones previas que se están substanciando y que en algunos casos no se 
habían iniciado, lo cual transgrede lo señalado en los artículos 34, fracción XXVI, de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal en concordancia 
con el diverso 113, fracción XI, del Reglamento Interior de la Administración Pública 
del Distrito Federal. 

En este sentido, resultó evidente que esa jefatura de gobierno y la Comisión de 
Derechos Humanos del D.F. con su actuar han impedido el restablecimiento del goce 
de los derechos humanos de los agraviados en los términos de los artículos 14, pá­
rrafo segundo; 16, párrafo primero; así como en el 20, apartado B (actualmente 
apartado C, de conformidad con la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fede­
ración del 18 de junio de 2008), y 102, apartado B, de la que Constitución Política 
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Por lo anterior, los servidores públicos del gobierno del Distrito Federal con su 
actuar presumiblemente infringieron lo dispuesto por el artículo 47, fracciones I, y 
XXII, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en relación 
al 2º transitorio, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser­
vidores Públicos, que los obliga a cumplir con la máxima diligencia el servicio que les 
sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión 
o deficiencia de dicho servicio, o de incumplir cualquier disposición jurídica relacio­
nada con el servicio público. 

De igual forma, se omitieron atender las disposiciones relacionadas con el derecho 
a la legalidad y seguridad jurídica, previstas en los instrumentos internacionales cele­
brados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, en tér­
minos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como en los artículos 6, 9.1, 10.1, 14.1, 17.1, 17.2, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; 7.1, 8.1, 11.1, 11.2, 11.3, 25, de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos; 5, 8, 10, 12, de la Declaración Universal de los De­
rechos Humanos, XVIII, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, que en términos generales señalan que nadie será objeto de injerencias ar­
bitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni 
podrá ser privado de su libertad, sin el debido procedimiento legal. 

Asimismo, se omitieron las disposiciones relativas a los derechos de las víctimas, 
contempladas en los artículos 1, 2, 18, 19 y 21, de la Declaración sobre principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder; así como 
el I.1, incisos a), b) y c); I.2, incisos a), b) c), d); II.3, incisos a), b), c), d); III.4, III.5, 
IV.6, IV.7, V.8, V.9, de los principios y directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos hu­
manos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario e interponer 
recursos y obtener reparaciones. 

En consecuencia, el 27 de abril de 2009 este organismo nacional emitió la reco­
mendación 27/2009, dirigida al presidente de la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal y al jefe de gobierno del Distrito Federal, recomendando al primero 
de ellos, que determine a la brevedad el expediente CDH/1/122/GAM/08/D3412, en 
el que se realice una valoración integral y eficiente de los hechos que se están subs­
tanciando, así como de las pruebas, constancias y diligencias que se realicen, iden­
tificando plenamente a los servidores públicos responsables de conculcar los derechos 
humanos de los agraviados, tomando en cuenta las consideraciones vertidas en el 
capítulo de observaciones de la recomendación en comento; por otra parte, tome 
las medidas necesarias para efecto de que en las visitadurías generales donde se 
substancian los procedimientos de queja se evite dividir la investigación de éstas 
cuando se trate de los mismos hechos y autoridades involucradas, con la finalidad de 
garantizar de esa manera el acceso a la justicia a todas las víctimas de violaciones a 
sus derechos humanos y se cumpla con los ordenamientos que regulan los procedi­
mientos a cargo de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal; así mis­
mo, dé vista de las constancias con que cuenta ese organismo local, relacionadas 
con los hechos ocurridos el 20 de junio de 2008 en la discoteca New’s Divine, a la 
Contraloría General, así como a la Procuraduría General de Justicia, ambas del Dis­
trito Federal, para que en el ámbito de sus respectivas competencias, determinen lo 
conducente, con relación a las responsabilidades administrativas y penales en que 
pudieron incurrir los servidores públicos responsables de la autorización, planeación 
y ejecución del operativo, con los datos precisos que permitan su ubicación, así co­
mo la identificación del nivel de involucramiento en las violaciones a los derechos 
humanos. 

De igual manera, al jefe de gobierno del Distrito Federal para que tome las me­
didas necesarias para que las dependencias, órganos desconcentrados y entidades 
paraestatales del gobierno del Distrito Federal den cumplimiento a las medidas pre­
cautorias que les soliciten los organismos protectores de derechos humanos para 
efectos de que se salvaguarden los derechos fundamentales de las personas y no 
se vuelvan a repetir hechos como los que se describen en el capítulo de observacio­
nes de la recomendación en comento; por otra parte, gire las instrucciones necesa­GACETA 
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la brevedad, las averiguaciones previas que se encuentran substanciándose deriva­
das de los hechos ocurridos el 20 de junio de 2008 en la discoteca New’s Divine; así 
mismo, gire las instrucciones conducentes al secretario de Seguridad Pública del Dis­
trito Federal para que se determinen los procedimientos de investigación y de res­
ponsabilidad administrativa que se encuentran en trámite ya que a la fecha de ela­
boración de la recomendación en cuestión no se ha emitido resolución alguna; de 
igual manera, tome las medidas correspondientes para que la Contraloría General 
del Distrito Federal, en el ámbito de sus atribuciones, investigue de oficio hechos que 
por sí solos resultan graves, en los que se encuentran involucrados servidores públi­
cos y se haya tenido conocimiento por cualquier medio; finalmente, tome las medi­
das necesarias para efecto de que el trámite de los procedimientos de investigación 
y de responsabilidad administrativa que se instruyan en la Contraloría General del 
Distrito Federal y las Contralorías Internas de las diversas dependencias se lleve a 
cabo en forma pronta y expedita. 

México, D. F., a 27 de abril de 2009 

Sobre el recurso de impugnación del caso New’s Divine 

Licenciado Marcelo Luis Ebrard Casaubón 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal 

Maestro Emilio Álvarez Icaza Longoria 
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 3o., último párra­
fo; 6o., fracciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55, 61, 62, 63, 64, 65 y 66, incisos b) y d), 
de la Ley de esta Comisión Nacional, en relación con los diversos 159, fracción II; 160, 162, 167, 168 
y 170, de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/ 
1/2008/243/RI y sus acumulados, relacionados con los recursos de impugnación de A1, A2, A3, A4, 
A5 y A6, y visto los siguientes: 

i. HECHOS 

A. El 20 de junio de 2008, aproximadamente a las 18:00 horas, la Secretaría de 
Seguridad Pública (SSP) y la Procuraduría General de Justicia (PGJ), ambas del 
Distrito Federal, realizaron un operativo en la Discoteca New´s Divine, con base 
en el Sistema de Coordinación Policial del Distrito Federal (UNIPOL); conjunta­
mente con la delegación Gustavo A. Madero, que ese día efectuó una visita de 
verificación administrativa en dicho lugar; en el operativo de referencia fallecieron 
12 personas, entre ellas, cuatro menores de edad, de acuerdo a lo señalado por 
el Servicio Médico Forense del Distrito Federal (SEMEFO), una policía y un policía 
de la SSP, así como un agente de la Policía Judicial del Distrito Federal; asimismo, 
resultaron con alteraciones en su salud, jóvenes que se encontraban en esa dis­
coteca, así como servidores públicos que participaron en el citado operativo. 

Posteriormente a que fue desalojada la discoteca de referencia, 102 jóvenes 
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diversas agencias del Ministerio Público, al parecer en calidad de víctimas o tes­
tigos de los hechos de referencia; en las instalaciones de la SSP se les retuvo, se 
les marcaron números con plumón en el dorso de la mano, se les fotografió y 
se recabaron nombres y domicilios. 

Del mismo modo, algunas mujeres señalaron haber sido desnudadas en la Agen­
cia del Ministerio Público, ante un médico y otros servidores públicos para certi­
ficar su estado físico; al respecto, en el numeral 1.3 del relato de hechos de la 
recomendación 11/2008, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
señaló que se encontraba investigando “ese hecho presuntamente violatorio de 
derechos humanos a través del expediente de queja CDHDF/III/122/GAM/08/ 
D3412”. 

Asimismo, un gran número de elementos de la SSP involucrados en los hechos 
que nos ocupan, insultaron, efectuaron tocamientos, golpearon e infligieron ma­
los tratos a varios de los jóvenes agraviados, tanto dentro como afuera de la 
discoteca, así como en el traslado a cuarteles de la SSP y agencias del Ministerio 
Público; igualmente, los mantuvieron de pie aproximadamente una hora, y des­
pués de que los bajaron de los camiones les robaron pertenencias. 

b. Con motivo de la información difundida por los medios de comunicación res­
pecto de los hechos citados, el organismo defensor de los derechos humanos local 
inició de oficio el expediente número CDHDF/III/122/GAM/08/D3430, al cual se 
acumularon los diversos CDHDF/III/122/GAM/08/D3434, CDHDF/III/122/GAM/ 
08/D3445, CDHDF/III/122/GAM/08/D3446, CDHDF/III/122/GAM/08/D3449 y 
CDHDF/III/122/GAM/08/D3459, que se originaron por las quejas que presenta­
ron ante esa Comisión diversas personas entre los días 23 y 26 de junio de 2008, 
relacionadas con tales hechos. 

C. Una vez que el citado organismo local integró el expediente CDHDF/III/122/ 
GAM/08/D3430 y al considerar que existieron violaciones a derechos humanos, 
el 8 de julio de 2008, emitió la recomendación 11/2008, que se dirigió al jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, así como al director general Jurídico de Gobierno 
y encargado de la Jefatura Delegacional en Gustavo A. Madero. 

D. Los días 5 y 8 de septiembre de 2008, se recibieron en este organismo nacio­
nal los recursos de impugnación presentados por los señores A1, A2; A3, A4, A5 
y A6, respectivamente, que dieron origen al expediente CNDH/1/2008/243/RI 
y sus acumulados, en contra del incumplimiento por parte del Gobierno del Dis­
trito Federal e insuficiencia en el contenido de la recomendación 11/2008, antes 
citada. 

ii. EViDENCiAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. La recomendación 11/2008, que la Comisión de Derechos Humanos del Dis­
trito Federal emitió el 8 de julio de 2008, dentro del expediente CDHDF/III/122/ 
GAM/08/D3430, dirigida al jefe de Gobierno del Distrito Federal, así como al di­
rector general Jurídico de Gobierno y al encargado de la Jefatura Delegacional 

GACETA 
ABR/2009 en Gustavo A. Madero. 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

132 



 

 
              

       
 

 

 

 

            

 
            

         

 

 

 

 

 

 

b. Los recursos de impugnación presentados ante esta Comisión Nacional el 5 y 
8 de septiembre de 2008, por los señores A1, A2, A3, A4, A5 y A6, respectiva­
mente, en contra de la insuficiencia en el contenido de la recomendación 11/2008, 
que la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal emitió el 8 de julio de 
2008, dentro del expediente CDHDF/III/122/GAM/08/D3430, dirigida al jefe 
de Gobierno del Distrito Federal, así como al director general Jurídico de Gobier­
no y al encargado de la Jefatura Delegacional en Gustavo A. Madero. 

C. El oficio número 3-15765-08 del 22 de septiembre de 2008, suscrito por el 
tercer visitador general y la directora ejecutiva de Seguimiento, ambos de la Co­
misión de Derechos Humanos del Distrito Federal, a través del cual se rindió el 
informe relacionado con los hechos materia del recurso CNDH/1/2008/243/RI y 
sus acumulados. 

D. El oficio número 3-16352-08 del 30 de septiembre de 2008, que el tercer vi­
sitador general y la directora ejecutiva de Seguimiento, de la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal, dirigieron a esta Comisión Nacional por el que 
aportaron información relacionada con los hechos materia del recurso CNDH/ 
1/2008/243/RI y sus acumulados. 

E. El oficio número 3-17435-08 del 10 de octubre de 2008, signado por el tercer 
visitador general y la directora ejecutiva de Seguimiento, ambos de la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal, a través del cual remitieron el expedien­
te CDHDF/III/122/GAM/08/D3430 y sus acumulados, en el que destacan los pro­
tocolos de necropsias realizados a las víctimas de los hechos ocurridos el 20 de 
junio de 2008 en la Discoteca New’s Divine por personal del Servicio Médico 
Forense del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, así como las cons­
tancias del seguimiento de la recomendación 11/2008. 

F. El oficio DOCDH/211/2008, del 7 de noviembre de 2008, suscrito por la Di­
rectora de Orientación Ciudadana y Derechos Humanos del Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal, por el cual informó que con motivo de los hechos 
referidos se iniciaron las causas penales 176/2008, 179/2008, 180/08, 181/08, 
182/08, 183/08, 185/08, 186/08, 189/08, 190/08, 191/08 y 193/08. 

G. El oficio JDGAM/LMM/0130/08, del 10 de noviembre de 2008, signado por 
el jefe delegacional en Gustavo A. Madero del Distrito Federal, mediante el cual 
rindió el informe solicitado por esta Comisión Nacional. 

H. El oficio DGDH/DEB/503/10115/11-08, del 14 de noviembre, y otro sin núme­
ro y sin fecha, signados por la encargada del despacho de la Dirección General 

de Derechos Humanos y por la agente del Ministerio Público adscrita a la Fisca­
lía de Procesos en Juzgados Penales Oriente, ambas de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal, respectivamente, por el que remitieron el informe 

correspondiente, del que se advierte que las principales averiguaciones previas 

FGAM/GAM-4/T3/1351/08-06 y FACI/T3/849/08-06 que se iniciaron con moti­
vo de los hechos ocurridos el 20 de junio de 2008 en la discoteca New´s Divine, 

a la fecha de emisión del presente documento no se han determinado.
 

i. El oficio número CG/DGAJR/092/2008, del 14 de noviembre del 2008, signa-
GACETA 
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loría General del Distrito Federal mediante el cual rindió el informe respectivo a 
este organismo nacional, del que se desprende diversa información relaciona­
da con los procedimientos de investigación y/o administrativos que se iniciaron 
en contra de servidores públicos que participaron en los hechos que nos ocupan 
adscritos a la Secretaría de Seguridad Pública, destacando las notas periodísticas 
publicadas los días 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27 de junio de 2008 en los periódicos La 
Jornada, el Universal, Reforma, La Crónica, Milenio, el Sol de México y Metro, así 
como el comunicado de prensa número CS2008/8541 de fecha 30 del mes y año 
citados, publicado en la página de Internet de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal. Asimismo, la nota publicada en el portal de internet del pe­
riódico Ovaciones y las notas periodísticas del 3 de julio de 2008 publicada en la 
página de internet del periódico Universal y en el periódico La Jornada respecti­
vamente. 

J. El oficio DG/IJDF/763/2008, del 14 de noviembre del 2008 por el que el di­
rector general del Instituto de la Juventud del Distrito Federal dio contestación 
al informe requerido por esta Comisión Nacional. 

K. El oficio DEDH/11046/2008, del 20 de noviembre del 2008, suscrito por la 
directora ejecutiva de Derechos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública 
del Distrito Federal, a través del cual rindió a este organismo nacional el informe 
correspondiente. 

l. El oficio CJSL/1508/2008, del 21 de noviembre del 2008 suscrito por la con­
sejera jurídica y de servicios legales del Gobierno del Distrito Federal, por el que 
remitió el informe solicitado por esta Comisión Nacional. 

M. El oficio número 800/06156/2008 del 10 de diciembre de 2008, signado por 
el contralor interno en la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, a 
través del cual remitió diversa información relativa al recurso de impugnación que 
nos ocupa. 

N. El oficio número 0053 del 15 de diciembre de 2008, suscrito por la directora de 
Orientación Ciudadana y Derechos Humanos del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, por el que acompañó el diverso A-600/08 del 12 de diciembre 
de 2008, suscrito por el director del Servicio Médico Forense del Distrito Federal 
y anexos, del que destaca la información relativa a las necropsias practicadas a 
las víctimas de los hechos ocurridos el 20 de junio de 2008 en la discoteca New´s 
Divine. 

O. El oficio DGDH/919/2009, del 28 de enero de 2009, suscrito por la directora 
general de Derechos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito 
Federal, a través del cual proporcionó diversa información relacionada con el 
expediente CNDH/1/2008/243/RI y sus acumulados. 

P. El oficio CG/DGAJR/33/2009, del 30 de enero de 2009, signado por el direc­
tor general de Asuntos Jurídicos y Responsabilidades de la Contraloría General 
del Distrito Federal por el que dio respuesta a los requerimientos planteados por 
este organismo nacional, del que se desprende que con relación a los procedi­
mientos de investigación y/o administrativos que se iniciaron en contra de los ser­
vidores públicos que participaron en los hechos que nos ocupan, adscritos a la 
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formación relativa al procedimiento de investigación CI/SSP/2367/2008 iniciado 
el 31 de diciembre de 2008 al ex secretario de Seguridad Pública del Distrito Fe­
deral; asimismo, por cuanto hace a la delegación Gustavo A. Madero continúan 
en investigación los procedimientos CG DGAJR DRS 024/2008 y CG DGAJR DRS 
017/ 2008. 

Q. Oficio 1-3975-09, del 19 de febrero de 2009, suscrito por el primer visitador ge­
neral de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, a través del cual 
hizo referencia a diversas consideraciones relativas al expediente CDHDF/1/122/ 
GAM/08/D3412. 

r. Oficio 1-5794-09 sin fecha, recibido en este organismo nacional el 11 de mar­
zo de 2009, suscrito por el primer visitador general de la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, mediante el cual se remitió a esta Comisión Nacio­
nal copia certificada del expediente CDHDF/1/122/GAM/08/D3412, del que des­
tacan las actas circunstanciadas realizadas por personal de la citada Comisión de 
Derechos Humanos del 21 de junio de 2008, así como las medidas precautorias 
que en esa misma fecha solicitó dicho organismo local a diversas autoridades del 
Distrito Federal. 

iii. SiTUACióN JUrÍDiCA 

Los días 5 y 8 de septiembre de 2008, se recibieron en esta Comisión Nacional 
los recursos de impugnación presentados por los señores A1, A2; A3, A4, A5 y 
A6, respectivamente, por el incumplimiento e insuficiencia en el contenido de la 
recomendación 11/2008, de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fe­
deral, lo cual dio origen al expediente CNDH/1/2008/243/RI y sus acumulados, 
por lo que se solicitaron los informes correspondientes. 

El 22 de septiembre de 2008, por medio del oficio número 3-15765-08 suscri­
to por el tercer visitador general y la directora ejecutiva de Seguimiento, ambos 
de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, se rindió el informe re­
lacionado con los hechos materia del recurso CNDH/1/2008/243/RI y sus acu­
mulados. 

El 21 de noviembre del 2008 se recibió el oficio CJSL/1508/2008, suscrito por 
la consejera jurídica y de servicios legales del Gobierno del Distrito Federal, en el 
cual remitió el informe solicitado por esta Comisión Nacional. 

De la respuesta presentada se advierten la omisiones en las que incurrieron 
los servidores públicos de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 
en torno a la investigación de los hechos, que con su conducta impidieron a las 
víctimas de los hechos ocurridos en la Discoteca New’s Divine el 20 de junio de 
2008 y los días posteriores a éste, la protección efectiva de sus derechos. 

Igualmente se advirtió el incumplimiento en los compromisos asumidos por par­
te de la jefatura de Gobierno del Distrito Federal derivados de la aceptación de 
la recomendación 11/2008. 

iV. ObSErVACiONES 

Del análisis lógico-jurídico al conjunto de evidencias que integran el expediente 
GACETA 

CNDH/1/2008/243/RI y sus acumulados, esta Comisión Nacional observa con 1990/2009 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

135 



 

 
 

             

  

             

preocupación, las omisiones en las que incurrieron los servidores públicos de la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en torno a la investigación 
de los hechos, que con su conducta impidieron a las víctimas de los hechos ocu­
rridos en la Discoteca New’s Divine el 20 de junio de 2008 y los días posteriores 
a éste, la protección que consagra el artículo 102, apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Asimismo, este organismo nacional acreditó violaciones a los derechos huma­
nos a la legalidad y seguridad jurídica, contemplados en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, pá­
rrafo primero, por parte de la jefatura de Gobierno del Distrito Federal en agravio 
de las víctimas derivado del incumplimiento en los compromisos asumidos de la 
aceptación de la recomendación 11/2008 emitida por el organismo local. 

Lo anterior, en atención a las siguientes consideraciones: 

1. Respecto a la insuficiencia en el contenido de la recomendación 11/2008, que 
aducieron los inconformes en los recursos de impugnación correspondientes. 

A. Esta Comisión Nacional solicitó a la Comisión de Derechos Humanos del Dis­
trito Federal, un informe sobre los agravios planteados por los recurrentes y copia 
de los expedientes respectivos; en respuesta se recibieron los oficios 3-15765-08, 
3-16352-08 y 3-17435-08 de los días 22 y 30 de septiembre, así como del 10 de 
octubre, todos de 2008, respectivamente, suscritos por el tercer visitador general 
y la directora ejecutiva de Seguimiento, ambos de esa Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, en los que señaló que, con fundamento en el ar­
tículo 63 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, ese 
organismo local a la par que formuló la recomendación 11/2008, rindió el infor­
me especial sobre violaciones a los derechos humanos en el caso New’s Divine, 
el cual se presentó como concluido, así como el “informe especial sobre violacio­
nes a los derechos humanos en la procuración de justicia en el caso New’s Divine 
(avance de investigación)”. 

En ese sentido, se argumentó que la investigación llevada a cabo con motivo 
de los hechos relacionados con el caso New’s Divine tuvo como objetivos princi­
pales esclarecer los hechos ocurridos, antes, durante y después del operativo, así 
como establecer las responsabilidades que en materia de derechos humanos se 
desprendieran de esos hechos, y para la consecución de esos objetivos la inves­
tigación se dividió en cuatro apartados: a) antecedentes del operativo; b) la pre­
paración de éste, en el que se investigaron los antecedentes directos del mismo, 
sus formalidades, diseño, planeación, objetivos y las personas responsables de 
tales acciones; c) ejecución, crisis y resultados del operativo, con la finalidad de alle­
garse de los pormenores relativos al manejo de la crisis, por parte de los servido­
res públicos, principalmente en lo relacionado con las víctimas fatales, las personas 
heridas y los familiares, d) por último, la retención y traslado de jóvenes y perso­
nas menores de edad y atención a familiares, a efecto de documentar los hechos 
ocurridos durante su traslado, desde el sitio de los hechos, hasta la Agencia 50 
del Ministerio Público. 

En ese orden de ideas, se mencionó que el análisis de la información sobre el 
caso New’s Divine persiguió dos objetivos; “realizar una reconstrucción de los he­
chos, especialmente, lo acontecido entre las 16:00 horas, del viernes 20 y las 6:00 
horas del sábado 21 de junio de 2008, así como argumentar desde la perspec­
tiva de los derechos humanos en torno a una serie de hechos cruciales, directa-
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Al respecto, esta Comisión Nacional advirtió que en el contenido de la reco­
mendación 11/2008, se señala en el numeral 1.3 del “RELATO DE HECHOS”, que 
“De las y los jóvenes desalojados de la discoteca, 102 fueron trasladados por ele­
mentos de la SSP a cuarteles de esa Secretaría y agencias del Ministerio Público, 
supuestamente con el carácter de víctimas o testigos del delito, sin embargo, en 
instalaciones de la SSP, se les retuvo, marcó con plumón en el dorso de la mano, 
fotografió y se recabaron sus nombres y domicilios, entre otros datos. Además 
algunas mujeres señalaron haber sido desnudadas en la agencia del Ministerio 
Público ante un médico y otros hombres para certificar su estado físico”, por lo 
que esa Comisión de Derechos Humanos argumentó que se encontraba investi­
gando “ese hecho presuntamente violatorio de derechos humanos a través del 
expediente de queja CDHDF/III/122/GAM/08/D3412”. 

Asimismo en la recomendación citada se advierte que esa Comisión acreditó 
violaciones a derechos humanos, respecto de esos acontecimientos, al señalar 
que: “… la Comisión concluye que en los hechos ocurridos el 20 y 21 de junio de 
2008, se cometieron conductas discriminatorias y de violencia en contra de de­
cenas de jóvenes y niñas que fueron sometidas a desnudez forzada” (sic); tan es 
así que en la misma se incluyeron diversas declaraciones de los agraviados, rea­
lizadas por personal de esa Comisión local; sin embargo, los mismos se trataron 
de forma muy superficial, al dejar inconclusa en ese momento la investigación co­
rrespondiente, toda vez que, para su continuación ese organismo local radicó el 
expediente de referencia, sin que hasta la fecha éste se haya determinado. 

En ese contexto, también se hace mención del acta circunstanciada de fecha 
26 de junio de 2008, en la que se hizo constar que el titular y otros funcionarios 
de ese organismo público se reunieron con víctimas de las violaciones de dere­
chos humanos referidos, así como con familiares de personas que perdieron la 
vida durante los hechos materia de la recomendación 11/2008, recabando diver­
sa información en la que destaca la declaración de una persona que señaló que 
a su hijo y otras personas los subieron a base de golpes y empujones a un camión; 
para ser llevados a “Los Galeana”, después fueron trasladados a “Aragón” y re­
mitidos por último a la 50 Agencia del Ministerio Público del Distrito Federal, 
lugar en el que les tomaron fotografías en tres posiciones y desnudaron a dos 
mujeres, que formaban parte de ese grupo, mientras fueron revisadas por un su­
puesto médico legista, en presencia de otras personas; a las y los jóvenes se les 
avisó que debían mencionar si tenían tatuajes, ya que de lo contrario serían desnu­
dados; asimismo, indicó que en diversos momentos en que las y los jóvenes es­
tuvieron bajo la custodia de elementos de la SSP fueron víctimas de patadas y 
golpes en la cabeza a manera de “zapes”, refirió que habían recibido información 
en el sentido de que varias jóvenes fueron desnudadas en la 50 Agencia del Mi­
nisterio Público y que de manera anónima lo amenazaron, en el sentido de que 
“cuide a su hijo”; desconociendo quién es el autor de esas amenazas. 

En ese orden de ideas, una visitadora adjunta hizo constar mediante acta cir­
cunstanciada de fecha 29 de junio de 2008, que una joven de 17 años de edad 
manifestó que en una oficina separaron a los hombres de las mujeres, a quienes 
formaron en una fila, una de ellas entró a lo que parecía un consultorio médico 
y después de un rato salió llorando; les mencionó que la habían obligado a des­
nudarse totalmente y le solicitaron que no dijera nada, que a ella el médico le 
pidió que se desnudara en su presencia para saber si estaba drogada o alcoholi­
zada; por lo que se negó aduciendo que para ello podrían hacerle otro tipo de 
exámenes, pero se le dijo que tenían órdenes y que era obligatorio, motivo por 
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desnudarse totalmente, levantar los brazos y girar lentamente, diciéndole el mé­
dico que no era menor de edad, por último mencionó que nunca la dejaron co­
municarse con sus familiares. 

Es necesario resaltar que el 4 de julio de 2008 un visitador adjunto certificó que 
ese mismo día recibió una llamada telefónica de una persona del sexo femenino, 
quien no proporcionó su nombre, ni otro dato personal por temor a represalias, 
y quien le señaló que fue violada por policías; esto en relación con el operativo 
llevado a cabo el día 20 de junio del 2008 en la discoteca New’s Divine. 

b. Por otra parte, cabe destacar que en el expediente CDHDF/1/122/GAM/08/ 
D3412, el cual se encuentra en integración, obran actuaciones relacionadas con 
hechos que sucedieron un día después del operativo, que debieron ser analizados 
y valorados en la recomendación emitida por esa Comisión el 8 de julio de 2008, 
tal es el caso del acta circunstanciada del 21 de junio de 2008, a través de la cual 
visitadores adjuntos de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal hi­
cieron constar que aproximadamente a las cero horas con cuarenta y cinco mi­
nutos de ese día, se constituyeron en las instalaciones de la Fiscalía Central de 
Investigación de la Agencia 50, en donde los servidores públicos de esa Fiscalía 
refirieron que los jóvenes no estaban detenidos, que habían sido llevados sola­
mente como testigos. Asimismo, se indicó que algunas declaraciones se tomarían 
en las instalaciones de la Fiscalía de Supervisión y Coordinación de Averiguaciones 
Previas Zona Oriente, otras en la Fiscalía Central de Investigación de la Agencia 
50 y otras en la Fiscalía para Asuntos Especiales. 

Asimismo, el 21 de junio del año citado, uno de los visitadores adjuntos acudió 
a las instalaciones de la citada Fiscalía de Supervisión y Coordinación de Averi­
guaciones Previas Zona Oriente, en donde se certificó y dio fe que algunos de los 
jóvenes tenían en los dorsos de sus manos números escritos con plumón, por lo 
que le preguntó a un joven el motivo de ello, quien refirió que ese número le fue 
puesto en las instalaciones de una Agencia del Ministerio Público en la Delegación 
Gustavo A. Madero, asimismo, en dicha acta se hizo mención de que una madre 
de familia señaló que su hija le informó que fue obligada a desnudarse frente a 
un médico, sin precisar el lugar en que esto sucedió. 

En ese contexto, mediante acta elaborada en la fecha citada, una visitadora 
adjunta certificó que ese día en la oficina de detenidos de Fiscalía Central de In­
vestigación de la Agencia 50 se entrevistó con una persona del sexo femenino, 
quien entre otras cuestiones refirió que desconocía en que calidad se encontraba, 
así como el motivo por el cual fue trasladada a ese lugar, por lo que señaló que 
únicamente unos policías le manifestaron que estaba como testigo de lo ocurrido, 
sin embargo, refirió que podía estar detenida como probable responsable, además 
señaló que la pasaron a un cuarto en donde le pidieron que dijera su nombre y se 
volteara de frente y de perfil. 

Del mismo modo, en la fecha señalada, un visitador adjunto de ese organismo 
local certificó que una persona del sexo masculino que se encontraba en la agen­
cia en cuestión manifestó que un policía de esa agencia no le permitió ir al baño, 
ni sentarse en el piso y con palabras altisonantes lo obligó a permanecer de pie; 
aunado a ello, mencionó que ningún funcionario de la Agencia 50 se identificó 
con él, ni le proporcionaron información acerca de su situación jurídica, además 
de que tampoco se le permitió realizar una llamada telefónica; asimismo, indicó 
que una persona le tomó fotografías y le dijo que su detención se efectuó debi­
do a que era “cadenero”, del mismo modo señaló que no lo canalizaron con el 
médico legista para que certificara las lesiones que presentaba y que hasta ese 
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De lo anterior resulta evidente que la Comisión de Derechos Humanos del Dis­
trito Federal contaba con diversos testimonios, los cuales fueron coincidentes en 
modo, tiempo y lugar al señalar en forma contundente las vejaciones de las que 
fueron objeto diversos agraviados, identificando los servidores públicos que es­
tuvieron involucrados en los hechos, quienes conculcaron sus derechos humanos 
a la integridad personal, a la libertad, a la seguridad personales, a la legalidad, 
al trato digno, a la intimidad y la seguridad jurídica, por lo que resulta insosteni­
ble que con estos medios de convicción esos hechos no se investigaran plena­
mente en el expediente CDHDF/1/III/122/GAM/08/D3430, en el cual se tuvieron 
que realizar los requerimientos de información respectivos a las autoridades in­
volucradas y las diligencias conducentes contrastadas con las indagaciones ya 
desahogadas en el contenido de la recomendación, por lo que el argumento de 
dividir la investigación, e iniciar el expediente CDHDF/1/122/GAM/08/D3412, im­
plica que se contravengan los principios de inmediatez y de economía procesal, 
mismos que rigen el actuar de los organismos defensores de derechos humanos, por 
lo que la Comisión citada tuvo que haber ceñido su actuación en lo establecido 
en el artículo 5 de la Ley que la regula, el cual establece que todas las actuacio­
nes y procedimientos que se sigan deberán ser ágiles gratuitos y expeditos y 
estarán sólo a las formalidades esenciales que requerirán la documentación de 
los expedientes respectivos, de acuerdo a los principios de buena fe, concentra­
ción y rapidez. 

En ese sentido, no pasó desapercibido para esta Comisión Nacional que en el 
expediente CDHDF/1/122/GAM/08/D3412, obra un acuerdo en los siguientes 
términos: 

“En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo los 21 días del mes de ju­
nio de 2008. VISTO. ÚNICO. En razón de los hechos ocurridos el pasado 20 
de junio de 2008, relacionados con el operativo efectuado en el estableci­
miento “New’s Divine” y dada la magnitud y trascendencia de los mismos, 
es preocupación de este Organismo verificar que la investigación ministerial 
correspondiente se realice respetando en todo momento los derechos hu­
manos de seguridad jurídica, pronto acceso a la justicia, debido proceso y 
demás relativos a las personas involucradas en las averiguaciones previas 
FGAM/GAM-4/T3/1351/08-06 y FACI/T3/849/08-06. 

Por lo anterior, considerando que el artículo 97 del Reglamento de este 
Organismo faculta para realizar de manera oficiosa una investigación por 
hechos que considere graves, esta Comisión ha decidido iniciar la presente 
investigación, en razón del deber de los servidores públicos de la Procura­
duría General de Justicia del Distrito Federal de garantizar los derechos de 
las personas involucradas en una investigación ministerial y en atención a la 
gravedad de los hechos a investigar. 

Por lo anterior, previo acuerdo con el Presidente de este Organismo, con 
fundamento en los artículos 3°, 17 fracción II inciso a), 22, 24 fracción VII, 
y 25 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal; 
68, 71, 91 y 97, fracción IV, de su Reglamento Interno, SE ACUERDA. PRI­
MERO.- Iníciese investigación de oficio a fin de investigar los hechos que 
pueden constituir presuntas violaciones a derechos humanos. SEGUNDO. 
Notifíquese el presente acuerdo al Director General de Quejas y Orientación 
para los efectos de su respectiva competencia. Así lo acordó y firmó el Primer 
Visitador General de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal.­
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En ese contexto, resulta evidente que el acuerdo de referencia no funda ni mo­
tiva la actuación de ese organismo local para dividir una investigación, en la que 
los hechos y los agraviados se encuentran estrechamente relacionados, toda vez 
que, únicamente se hace énfasis en el mismo, a la gravedad de tales hechos, lo 
cual, más que una justificante para determinar la separación de la investigación, 
constituye un elemento que por el contrario, demanda una investigación com­
pleta e integral. 

Derivado de lo anterior, para esta Comisión Nacional resulta evidente que por 
tales motivos era necesario que la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal resolviera en forma integral el expediente CDHDF/III/122/GAM/08/D3430 
y sus acumulados, en los cuales se tenía que contemplar el CDHDF/1/122/GAM/ 
08/D3412, para efecto de que en la recomendación 11/2008, se realizaran las ob­
servaciones necesarias a las autoridades responsables sobre los hechos de los 
cuales ya tenía la convicción de que se habían violado los derechos humanos de 
los agraviados, para evitar, en lo posible, ese daño irreparable a las víctimas; en 
ese orden de ideas, no debemos pasar por alto que una recomendación debe 
emitirse cuando se acredita que hubo violaciones a derechos humanos por parte 
de una autoridad; toda vez que además de poner en evidencia ante la sociedad 
a la autoridad que cometió esa violación, sugiere las medidas necesarias para res­
tituir, en la medida que sea posible, ese derecho humano vulnerado, tal como lo 
establece el artículo 46 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Dis­
trito Federal. 

En ese sentido, es necesario señalar que esta Comisión Nacional advirtió que 
en la legislación que regula a la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fede­
ral, no existe precepto legal que fundamente que una investigación sobre viola­
ciones graves a derechos humanos pueda dividirse, como se hizo en el presente 
asunto, sin tomar en consideración la magnitud y trascendencia de los hechos 
que nos ocupan, lo cual contraviene lo establecido en el artículo 111 Bis de su 
Reglamento Interno, que en lo conducente señala que de recibirse dos o más que­
jas por los mismos actos u omisiones que se atribuyan a la misma autoridad o 
servidor público, se acordará su acumulación en un sólo expediente, igualmente, 
procederá la acumulación de quejas en los casos en que sea estrictamente nece­
sario para no dividir la investigación correspondiente. 

Ahora bien, tomando en consideración que el 8 de julio de 2008, fecha en 
que se dio a conocer a la sociedad el “Informe Especial sobre violaciones a dere­
chos humanos en el caso New’s Divine”, la recomendación 11/2008 y un informe 
preliminar denominado “Informe especial sobre violaciones a los derechos hu­
manos en la procuración de justicia en el caso New’s Divine (Avance de investiga­
ción)” ya se tenía la convicción de que las autoridades involucradas habían 
violado los derechos humanos de las víctimas, en lo que respecta a las actividades 
ministeriales de la Fiscalía Desconcentrada en Gustavo A. Madero y la agencia 
50 del Ministerio Público, y no obstante ello, ese organismo no ha concluido la in­
vestigación, ni emitido el pronunciamiento correspondiente que logré la restitución 
plena a los agraviados de los derechos humanos que le fueron vulnerados. 

C. Por otra parte, no pasó desapercibido para esta Comisión Nacional que la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal emitió la recomendación 11/ 
2008 en un plazo de diecinueve días, aludiendo que ello fue posible debido a la 
intervención de un sin número de servidores públicos de esa Comisión de Dere­
chos Humanos; no obstante ello, llama la atención de esta institución nacional que 
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que aun cuando se inició el 23 de junio de 2008, han transcurrido más de diez 
meses y a la fecha en que se emitió la presente recomendación, éste no ha sido 
determinado. 

Aunado a lo anterior y no obstante que la Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal tenía plena convicción de la gravedad de los hechos, ya que 
el 21 de junio de 2008 solicitó medidas precautorias dentro del último expedien­
te citado para salvaguardar los derechos humanos de los agraviados, a diversas 
autoridades, entre ellas, a la Secretaría de Seguridad Pública, así como a la Pro­
curaduría General de Justicia ambas del Distrito Federal, no ha agotado la inves­
tigación correspondiente, lo cual originó una dilación en el resarcimiento de los 
derechos humanos de los agraviados al no emitirse hasta la fecha la determinación 
correspondiente. 

D. Esta Comisión Nacional considera necesario evidenciar que en el informe es­
pecial sobre violaciones a los derechos humanos en el caso New’s Divine, en el 
apartado relativo al “marco referencial y contexto”, punto C. “Posición de la Co­
misión de Derechos Humanos del Distrito Federal en torno a la juventud y la vio­
lencia policial”, en el rubro 1. “Quejas”, inciso d) denominado “Medidas precau­
torias”, se hace referencia a que la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal, al conocer de operativos como el caso que nos ocupa, emite medidas 
precautorias para que se preserve el ejercicio de los derechos o sea restituido el 
“goce pleno de derechos plenos” (sic) en el caso de que se hayan visto impedidos 
o limitados; en ese sentido se mencionan diversos hechos que motivaron que ese 
organismo local iniciara los expedientes CDHDF/122/07/CUAUH/D6239-IV, del 
19 de octubre de 2007; CDHDF/IV/122/CUAUH/08/D0878, del 16 de febrero 
de 2008 y CDHDF/IV/122/CUAUH/08/D2273 del 26 de abril de 2008, en los que 
se hicieron constar diversos abusos por parte de las autoridades que intervinieron 
en los mismos, los cuales se repitieron meses después en el operativo realizado en 
la discoteca New’s Divine el 20 de junio de 2008. 

En ese orden de ideas se señalan los abusos que se encuentran consignados en 
los citados expedientes, entre los que destacan que el personal de la Secretaría 
de Seguridad Pública del Distrito Federal va armado y apunta con el arma a los 
empleados del local; el personal de la delegación se identifica y señala que las 
acciones corresponden a labores de verificación administrativa y no tienen control 
sobre el personal de la citada Secretaría, quien detiene a garroteros, empleados 
del valet parking o cualquier empleado de manera discrecional, se dan instruc­
ciones para que los empleados procedan a encender las luces, quitar la música 
y desalojar a los clientes del lugar; simultáneamente, los policías impiden tanto 
la entrada como la salida de cualquier persona. 

En ese contexto, llama la atención de esta Comisión Nacional que en el citado 
informe se establece que esos hechos han sido consignados y denunciados en me­
didas precautorias emitidas en los expedientes de referencia que se enviaron a 
las autoridades, las cuales no han sido atendidas. También se precisa que en todos 
los casos de operativos existen medidas precautorias y en ninguno las autoridades 
han respondido satisfactoriamente; únicamente se limitan a negar los hechos y 
no proceden a realizar las investigaciones correspondientes, sin que de lo seña­
lado en dicho Informe se infieran las acciones llevadas a cabo por parte de esa 
Comisión con motivo de la evidente omisión de la autoridad de no tomar medidas 
tendentes a salvaguardar los derechos humanos de los agraviados, tales como 
la emisión de una recomendación y el resultado del seguimiento de la misma por 
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nes III y IV, 39, 40 y 46 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Dis­
trito Federal; así como 12, 39, fracciones I, III, XIII, 71, fracciones III, IV, VII, 117, 
118, 121, fracciones VII y IX, 127, 130 y 132 de su Reglamento Interno. 

Al respecto es necesario señalar que en la página de internet de la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal no se aprecia que en los años 2007, 
2008 y el tiempo que ha transcurrido del 2009, en los expedientes citados, se 
haya emitido una recomendación derivada de los mismos, a pesar de que se en­
cuentra acreditada en las constancias y diligencias integradas en las quejas cita­
das, una conducta sistemática de violaciones a derechos humanos a cargo de di­
versos servidores público de las mencionadas dependencias públicas del gobierno 
del Distrito Federal. 

E. Por otra parte, es importante destacar que en el “informe especial sobre vio­
laciones a los derechos humanos en la procuración de justicia en el caso New’s 
Divine (avance en la investigación)”, en el capítulo de convicciones se señalan las 
violaciones a derechos humanos cometidas hasta ese momento por las autorida­
des involucradas en los hechos, así como a los responsables de dichas violaciones. 

En ese orden de ideas, ese organismo local señaló que el citado informe es pre­
liminar; da cuenta de los avances en la investigación de los hechos, pero también 
de las circunstancias que están entorpeciendo la debida integración de las averi­
guaciones previas. Tales circunstancias son estructurales, constantes y sistemáti­
cas, no accidentales y esporádicas, por lo que generan la convicción en esta CDHDF 
de que tiene una responsabilidad ética en las mismas el titular de la dependencia”. 

En ese contexto, en el citado informe se señala que “de no tomarse medidas 
urgentes y precisas para corregir las problemáticas expuestas en este documen­
to, se corre el riesgo de causar un daño irreparable al derecho a la verdad a que 
tienen derecho las víctimas y la sociedad, dejando a algunos de los responsables 
del caso en la impunidad” (sic). 

En ese orden de ideas, esta Comisión Nacional advirtió que en el “Informe es­
pecial sobre violaciones a los derechos humanos en la procuración de justicia en 
el caso New’s Divine (avance de investigación)” se señala que la Comisión de De­
rechos Humanos del Distrito Federal verificó que en el procedimiento relativo a 
la investigación de los hechos ocurridos en la Discoteca New’s Divine, el 20 de 
junio de 2008, se han vulnerado los derechos al debido proceso y a la seguridad 
jurídica de las personas sometidas a indagación ministerial, en razón de que no 
se observó el principio de debida diligencia por la falta de coordinación, unifor­
midad y especialización entre el personal ministerial que ha intervenido en la 
investigación, ya que existe parcialidad y falta de exhaustividad en la investigación; 
las autoridades de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal no to­
maron las medidas adecuadas para garantizar los derechos de las víctimas me­
nores de edad; no se ha garantizado el debido proceso legal y los derechos de 
las partes, ello se reflejó en la retención indebida e inadecuada de las personas, 
bajo el argumento de su cambio de calidad jurídica y en consecuencia no se ga­
rantizó el derecho a la verdad. 

En ese orden de ideas y aun cuando las omisiones observadas por el organis­
mo local atribuibles a servidores públicos del gobierno del Distrito Federal, son 
un serio obstáculo para acceder a la justicia, representan graves responsabilidades 
legales y deben ser subsanadas de manera inmediata, no se formularon los pro­
nunciamientos respectivos en la recomendación 11/2008. 

F. Asimismo, es importante destacar que en el informe rendido a esta Comisión 
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ese mismo día, signado por el tercer visitador general y la directora ejecutiva de 
Seguimiento de ese organismo local, sobre los hechos ocurridos en la Discoteca 
New’s Divine el 20 de junio de 2008, se establece, entre otras cuestiones, que 
en la recomendación 11/2008 se señalan los nombres y cargos de las personas 
que el día de los hechos del Caso New’s Divine tenían el carácter de servidores 
públicos. 

En ese sentido, dicho organismo local refirió que en el informe especial sobre 
violaciones a los derechos humanos en el caso New’s Divine en su apartado “IV. 
Convicciones”, menciona nombres y cargos de los servidores públicos responsa­
bles de las violaciones de derechos humanos en el Caso New’s Divine, entre los 
cuales están, el ex procurador general de Justicia y el ex secretario de Seguridad 
Pública ambos del Distrito Federal; el ex subsecretario de Seguridad Pública; el 
ex jefe delegacional en Gustavo A. Madero; el ex director general Jurídico y de Go­
bierno en Gustavo A. Madero; y el ex director ejecutivo regional de la Secretaría 
de Seguridad Pública en Gustavo A. Madero. 

Atento a lo anterior, constituye una omisión a cargo del organismo local de­
fensor de los derechos humanos, el hecho de que no se hubiesen incluido dentro 
de la recomendación 11/2008 los datos para identificar a los servidores públicos 
responsables, ni precisado las probables responsabilidades administrativas y/o 
penales en que se incurrieron, tal como se advierte de lo señalado en el aparta­
do “7. POSICIONAMIENTO DE LA COMISIÓN FRENTE A LA VIOLACIÓN DE DE­
RECHOS HUMANOS”, en el rubro “7.2 Secretaría de Seguridad Pública y Procu­
raduría General de Justicia del Distrito Federal”, al indicar que: 

“La SSP y la PGJ son responsables porque presenciaron la serie de abusos, 
muchos de ellos constitutivos de delito —como robo, abuso sexual, lesiones 
y abuso de autoridad, entre otros—, que los elementos de la primera insti­
tución señalada estaban cometiendo en agravio de las y los jóvenes, y no 
hicieron nada para impedirlo”. 

Asimismo, en el rubro “7.4 Operativo”, se establece que: “La SSP y la PGJDF 
son responsables de la mala planeación del operativo...” 

De igual manera, esta Comisión Nacional advirtió que ese organismo local fue 
omiso en hacer del conocimiento de la Contraloría General y de la Procuraduría 
General de Justicia, ambas del Distrito Federal, a través de las denuncias corres­
pondientes, los probables ilícitos y conductas irregulares de carácter administra­
tivo que advirtió pudieron haber sido cometidos por los servidores públicos de 
referencia, independientemente del informe especial que rindió para hacer del 
conocimiento de la sociedad tales hechos, dejando de observar lo señalado en 
el contenido del propio artículo 63 de la Ley de la Comisión de Derechos Huma­
nos del Distrito Federal, que en lo conducente señala que: “La Comisión denun­
ciará ante los órganos competentes los presuntos delitos o faltas que hubiesen 
cometido las autoridades o servidores públicos de que se trate...” 

En ese tenor, el artículo 64 de la citada Ley señala en lo conducente que “La 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal podrá asimismo, solicitar a 
las autoridades competentes la aplicación de las sanciones administrativas que 
procedan por las presuntas infracciones en que incurran las autoridades o servi­
dores públicos durante y con motivo de las investigaciones que realice dicha Co­
misión...” 

Del mismo modo, esta Comisión Nacional advirtió que en los puntos recomen-
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dimiento para que la autoridad competente deslindara las responsabilidades co­
rrespondientes, con la finalidad de que se realizaran las investigaciones necesarias 
para determinar la probable responsabilidad administrativa en que pudieron in­
currir, con motivo de los hechos ocurridos el 20 de junio de 2008, en la Discote­
ca New’s Divine, de conformidad con lo establecido en el artículo 47, fracción 
XX, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que en lo 
conducente refiere que todo servidor público tiene la obligación de denunciar por 
escrito ante la contraloría interna los actos u omisiones que en ejercicio de sus 
funciones llegare a advertir respecto de cualquier servidor público sujeto a su di­
rección que pueda ser causa de responsabilidad administrativa. 

La omisión descrita trajo como consecuencia que la autoridad recomendada 
no iniciara procedimiento de responsabilidad administrativa con sustento en el 
ordenamiento citado, en contra de los servidores públicos involucrados, lo cual 
se acredita con lo señalado a este organismo nacional por el director general de 
Asuntos Jurídicos y Responsabilidades de la Contraloría General del Distrito Fe­
deral, mediante oficio número CG/DGAJR/092/2008 del 14 de noviembre de 2008, 
recibido en esta Comisión Nacional el 18 del mes y año citados, en el que en lo 
conducente se establece que: 

“...debe señalarse que no se inició procedimiento alguno ni de investigación 
ni disciplinario, en contra de Joel Ortega Cuevas y Rodolfo Félix Cárdenas, 
ex titulares de la Secretaría de Seguridad Pública y de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia, ambas del Distrito Federal, toda vez que de las constancias 
que integran los expedientes que se están substanciando en las Contralo­
rías Internas de las dependencias en cita, no se desprenden elementos de 
los que se advierta la participación de las citadas personas, en los hechos 
del 20 de junio del año en curso, esto es, en la ejecución de la orden de ve­
rificación a la Discoteca New’s Divine y de los hechos acontecidos en torno 
a la misma; amén de que no existe denuncia en contra de los citados ex 
servidores públicos”. 

En ese orden de ideas, cabe señalar que mediante oficio CG/DGAJR/33/2009, 
signado por el director general de Asuntos Jurídicos y Responsabilidades de la Con­
traloría General del Distrito Federal del 30 de enero de 2009, recibido en este or­
ganismo nacional ese mismo día, se informó lo siguiente: 

“Hasta el 14 de noviembre de 2008, en la Contraloría Interna en la Secretaría 
de Seguridad Pública del Distrito Federal, se habían radicado dos expedientes de 
investigación respecto de los hechos ocurridos el día 20 de junio de 2008, en la 
Discoteca “New’s Divine”; sin embargo, el 31 de diciembre de 2008, se radicó el 
expediente CI/SSP/2367/2008, para investigar hechos que pudieren constituir 
responsabilidad administrativa del ex Secretario de Seguridad Pública del Distrito 
Federal”. 

De lo anterior, se desprende que fue hasta seis meses después de que ocurrie­
ron los hechos que nos ocupan que la autoridad competente inició el expedien­
te en cuestión, infiriéndose que tuvo que presentarse una denuncia para efecto 
de que se substanciara investigación de responsabilidad administrativa en con­
tra de uno de los citados ex servidores públicos. 

Es necesario precisar que lo anterior fue consecuencia de la omisión por parte 
de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal al no señalar en los pun­
tos recomendatorios tal situación de forma clara y precisa, ya que al momento 
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servidores públicos, tal y como lo prevé el artículo 46 de la Ley de la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal. 

G. Esta Comisión Nacional también advirtió que en el informe rendido a esta 
institución mediante oficio 3-15765-08, del 22 de septiembre de 2008, por el 
tercer visitador general y la directora ejecutiva de Seguimiento de ese organismo 
local, del cual ya se hizo mención en párrafos anteriores, se establece entre otras 
cuestiones que, por cuanto hace al desacuerdo por parte de las personas A1 y 
A4, con las causas que motivaron el fallecimiento de sus hijos, señaladas en los 
dictámenes emitidos por personal del Servicio Médico Forense del Tribunal Su­
perior de Justicia del Distrito Federal, ese organismo público ofreció a la persona 
A1 intervenir a efecto de que se exhumara el cadáver de su hijo para un nuevo 
dictamen, sin embargo, no aceptó; por lo que a ella y a A4, se les canalizó con 
un criminólogo para que les explicara los términos y significado de las necropsias 
de B1 y B2. 

En ese sentido, no pasó desapercibido para esta Comisión Nacional el conte­
nido del acta circunstanciada, del 28 de junio de 2008, suscrita por un subdirec­
tor de área de la Tercera Visitaduría General de esa Comisión, en la que, entre 
otras cuestiones se establece que A1, A3 y A5 le expresaron a esa Comisión local 
su inquietud por las lesiones que presentaban los cuerpos de sus seres queridos, 
debido a que tenían golpes que a su consideración pudieron ser ocasionados por 
los policías que intervinieron en el operativo, a lo que ese organismo local mani­
festó que en caso de que así lo consideraran y si daban su consentimiento, se 
podría solicitar la exhumación de los cuerpos para investigar ampliamente el 
motivo de su fallecimiento, refiriendo las citadas personas que no lo consideraban 
oportuno, en ese sentido, se les sugirió que un criminalista les explicara de ma­
nera pormenorizada el motivo por el cual fallecieron sus familiares, con base en 
los dictámenes elaborados por el Servicio Médico Forense y, en su caso, otras 
evidencias que estuvieran relacionadas con el fallecimiento, situación con la cual 
estuvieron de acuerdo. 

Del mismo modo, en el acta de fecha 5 de julio de 2008, signada por un sub­
director de área de la Tercera Visitaduría de esa Comisión local, se señala en lo 
conducente que A4 y otros familiares de B2 recibieron una explicación por par­
te de un criminalista de las razones por las cuales aparecen marcas en el cuerpo 
de B2, así como el probable motivo por el que se presentaron esas marcas; en 
ese tenor, les indicó que efectivamente el cuerpo de B2 presentaba rastros de 
golpes contusos, pero que hasta ese momento no se podía definir quién los 
había ocasionado; en ese sentido, los familiares de B2 refirieron que “él nunca 
alcanzó ni siquiera a entrar al local y que estaba formado para ingresar cuando 
se dio el operativo”. 

Por lo anterior, el citado criminalista respondió que “esa situación podría in­
vestigarse ante las autoridades competentes como lo es el Ministerio Público se­
ñalando los agraviados que continuarían con su denuncia ante las instancias co­
rrespondientes”. 

Asimismo, mediante acta circunstanciada de fecha 5 de julio de 2008, signada 
por la titular de la Relatoría de Libertad de Expresión y Atención a Defensores de 
Derechos Humanos, se señaló en lo conducente que el día citado A1 manifestó 
su desacuerdo con el dictamen de necropsia de B1, en el sentido de que murió por 
asfixia, en virtud de que a su cadáver le escurría sangre de oídos, nariz y boca. 

En ese orden de ideas, del análisis realizado a las necropsias practicadas a los 
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DE ASFIXIA POR SOFOCACIÓN EN SU VARIANTE DE COMPRESIÓN TORACO 
ABDOMINAL; B2 FALLECIÓ DE ASFIXIA POR SOFOCACIÓN EN SU VARIANTE DE 
COMPRESIÓN TORÁCICA; B3, FALLECIÓ DE ASFIXIA POR SOFOCACIÓN EN SU 
VARIANTE DE COMPRESIÓN TORACO ABDOMINAL, aunado a que B2 y B3 ade­
más de morir por asfixia presentaron contusiones encefálicas. 

De lo anterior, esta Comisión Nacional advirtió que a pesar de que la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal en el numeral “5.1.4 Operativo desti­
nado a intimidar y detener arbitrariamente a las y los jóvenes” del apartado “5. 
MOTIVACIÓN Y FUNDAMENTACIÓN” de la recomendación 11/2008 afirmó que 
de acuerdo con algunos testimonios, dos de los jóvenes que perdieron la vida du­
rante el operativo, fueron víctimas de agresiones físicas por parte de policías de 
la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, refiriendo que uno de ellos 
recibió golpes en la cabeza y otro fue objeto de patadas y golpes con tolete y 
que tenía conocimiento de que dos cadáveres tenían contusiones encefálicas, en 
los que podía existir una relación con los actos de violencia de que fueron obje­
to los jóvenes que desalojaron el 20 de junio de 2008 de la discoteca New´s Di-
vine, los recurrentes A1, A3, A4 y A5 no fueron asesorados por personal de ese 
organismo local, respecto de los alcances jurídicos que tendría llevar a cabo la 
exhumación de los cuerpos de sus hijos, como lo es obtener un nuevo dictamen 
de las causas que provocaron la muerte de los agraviados, el cual pudiera confir­
mar o desvirtuar lo establecido en los dictámenes que se impugnan, situación que 
sería valorada en conjunto con las demás evidencias con que cuente la represen­
tación social para esclarecer la verdad de los hechos que nos ocupan. 

En ese sentido, cabe señalar que del contenido de las actas circunstanciadas 
citadas, se desprende que a las personas de referencia, tampoco se les orientó res­
pecto de las facultades y obligaciones conferidas al Ministerio Público en los ar­
tículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 124 y 139 
del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, así como el 49 del 
Reglamento de Cementerios del Distrito Federal, en relación éste último con el 
38 de la Ley de Salud del Distrito Federal, en la investigación del caso que nos ocu­
pa, ni del derecho que en su calidad de víctimas del delito tienen para coadyuvar 
durante la investigación con el representante social, aportando todos los elemen­
tos de prueba con que cuenten y que puedan ser valoradas por dicha autoridad 
en la determinación del caso. 

Del mismo modo, esta Comisión Nacional advirtió que en el presente caso, esa 
Comisión local no solicitó a peritos médico forenses adscritos a ese organismo o 
a la instancia competente que considerara pertinente la realización de un dicta­
men médico, en el que se estableciera si los protocolos de necropsia realizados por 
personal del Servicio Médico Forense del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal a los cadáveres de las víctimas fatales de los hechos mencionados, fueron 
realizados bajo los paradigmas médicos forenses establecidos en la literatura 
médica, si contaban con los requisitos mínimos de confiabilidad que permitieran 
desechar imprecisiones; que abarcaran todos y cada uno de los vestigios encon­
trados en los cadáveres de referencia, tomando en consideración que en los casos 
de muerte violenta, como el que nos ocupa, es de gran relevancia el examen ex­
terno del cadáver; en ese sentido, se debió corroborar mediante el dictamen co­
rrespondiente, que los citados protocolos cumplieran con los requisitos metodo­
lógicos y de forma establecidos para tal efecto. 

Lo anterior, con la finalidad de que ese organismo local se allegara del mayor 
número de evidencias posibles, a efecto de estar en aptitud de determinar todas 
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dades involucradas en los hechos ocurridos en el operativo realizado el 20 de 
junio de 2008, en la Discoteca New’s Divine, independientemente de que por 
esos hechos el Ministerio Público hubiera iniciado las averiguaciones previas co­
rrespondientes. 

H. Esta Comisión Nacional también considera necesario hacer evidente que de 
conformidad con lo establecido por el artículo 122, apartado C, base segunda, 
fracción II, inciso e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el jefe de Gobierno tiene como facultad y obligación ejercer las funciones de di­
rección de los servicios de Seguridad Pública del Distrito Federal, en concordancia 
con el artículo 67, fracción XX, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, que 
prevé expresamente que al jefe de Gobierno le corresponde ejercer las funciones 
de dirección de Seguridad Pública, entre las que se encuentra el establecimien­
to de las políticas generales de Seguridad Pública del Distrito Federal. 

En ese tenor, cabe señalar que el 21 de mayo de 2008 se publicó en la Gace­
ta Oficial del Distrito Federal el “Acuerdo por el que se crea el Sistema de Coor­
dinación Policial del Distrito Federal”, en cuyo artículo 1o, señala que se crea el 
Sistema de Coordinación Policial del Distrito Federal (UNIPOL) como una Comisión 
Interdependencial permanente que tiene como objeto analizar, planear y evaluar 
las acciones tendentes a la erradicación de actividades ilícitas, la prevención del 
orden en los lugares públicos y la prevención e investigación de los delitos en el Dis­
trito Federal; asimismo, en el artículo 2o. del citado acuerdo se señala que el Sis­
tema de Coordinación Policial estará integrado, entre otros, por el jefe de Go­
bierno del Distrito Federal, quien lo presidirá; el secretario de Seguridad Pública y 
el procurador general de Justicia. 

En dicho acuerdo se establece en la parte relativa a considerandos, entre otras 
cosas, que la seguridad pública es una de las demandas más frecuentes de los 
habitantes de la Ciudad, por lo que se requiere mejorar las formas de actuación 
conjunta para enfrentar con éxito el combate a la delincuencia en las diferentes 
zonas de la capital; y que es necesario generar un sistema de acciones coordina­
das entre los cuerpos policiales con que cuenta la Ciudad de México para reforzar 
la prevención e investigación de los delitos y lograr el abatimiento de la inciden­
cia delictiva. 

La creación del Sistema de Coordinación Policial del Distrito Federal (UNIPOL) 
acorde con los documentos que se allegó esta Comisión Nacional “fue la respues­
ta del Gobierno del Distrito Federal a los reclamos sociales de un mayor y mejor 
esquema de seguridad pública”; no obstante, a un mes escaso de haberse publi­
cado el acuerdo por el que entró en operación dicho Sistema de Coordinación 
Policial, es decir el 20 de junio de 2008, se llevó a cabo un operativo por la recién 
creada UNIPOL, en la discoteca New´s Divine, ubicado en la Delegación Gustavo 
A. Madero, con resultados sumamente graves como es el caso de las 12 personas 
que perdieron la vida en esos hechos, entre ellas dos niños y dos niñas de 13, 14, 
15 y 16 años respectivamente. 

Entre las evidencias que se logró allegar esta Comisión Nacional destaca la mi­
nuta correspondiente a la 88ª Reunión semanal de Seguridad Pública y Procura­
ción de Justicia GAM de fecha 9 de junio. En la intervención de la Secretaría de 
Seguridad Pública del Distrito Federal se mencionó “que el Jefe de Gobierno está 
pidiendo una mayor definición de los operativos de UNIPOL y que tienen que me­
ter segunda en esta semana, sobre todo los que están en GAM-3, GAM-4, GAM­
5, y GAM-8 para subirle todo el volumen a lo que tiene que ver con UNIPOL porque 
ya están agendados para rendición de cuentas con el Jefe de Gobierno en los 
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También, es observable que aun cuando el coordinador de UNIPOL tenía infor­
mación que lo obligaba a tener previstos escenarios de riesgo y, en consecuencia, 
a extremar precauciones que los minimizaran o evitaran, se aprobó un operativo 
derivado del cual se produjo la muerte de 12 personas, así como innumerables 
violaciones a derechos humanos precisadas en el presente documento, y no 
obstante ello, en la recomendación emitida por la Comisión de Derechos Huma­
nos del Distrito Federal no se identificó a los servidores públicos que planearon, 
ordenaron y ejecutaron el operativo, a fin de que puedan ser determinadas sus 
responsabilidades. 

De igual manera, se observó que las autoridades tuvieron a la mano todo lo 
necesario para evitar el desenlace fatal del operativo y de hecho, para modificar 
el enfoque estructural de una política de seguridad que en la ciudad ha conduci­
do, inevitablemente a la criminalización de los jóvenes. Si se tiene en cuenta que 
los operativos son acciones estratégicamente diseñadas y orientadas por principios 
y directrices de política pública, donde la atención de la infancia y la juventud, de­
berían ser prioritarias, y acordes con el interés superior de este sector, es claro que 
este tipo de operativos nunca debieron ponerse en marcha. 

A mayor abundamiento, aun cuando del análisis de las constancias que obran 
en el expediente que tuvo a su cargo la Comisión de Derechos Humanos del Dis­
trito Federal, se destaca la existencia de un patrón sistemático de presuntas vio­
laciones a los derechos humanos de las y los jóvenes capitalinos a cargo de las 
autoridades de la SSP-DF, mismo que corresponde a una política de seguridad 
pública que pone en una situación de pre-delincuencia a la juventud, “LA UNIPOL” 
sólo complicó y entorpeció la operación de la seguridad pública en el Distrito 
Federal al desdibujar las responsabilidades, agravado por la carencia de un manual 
que especifique el ámbito de competencia e incluso, al grado del absurdo de que 
sus radios y frecuencias son incompatibles. 

Respecto de los servidores públicos responsables, no se hace referencia algu­
na sobre las responsabilidades penales y administrativas, ni se presentaron las de­
nuncias correspondientes, aun cuando es claro que se consumaron graves viola­
ciones al orden constitucional y legal, y, no obstante dicha circunstancia, sólo se 
solicita una disculpa pública y la reparación de los daños, lo cual representa una 
grave omisión y ese orden de ideas se advierte en el “Informe especial sobre 
violaciones a los derechos humanos en el caso New´s Divine,” la recomendación 
11/2008, y en el “Informe especial sobre violaciones a los derechos humanos en 
la procuración de justicia en el caso New´s Divine (avance de la investigación)” 
diversas omisiones que deben ser subsanadas. 

2. Por otra parte, respecto al incumplimiento de la recomendación por parte del 
jefe de Gobierno del Distrito Federal. 

i. Los agraviados A1, A2, A3, A4, A5 y A6, en sus escritos de impugnación, ma­
nifestaron su inconformidad por la insuficiencia de las acciones realizadas por el 
gobierno del Distrito Federal para garantizar el acceso a la justicia. 

Al respecto, es necesario evidenciar que no obstante que en la recomendación 
11/2008, se solicitó al jefe de Gobierno del Distrito Federal en el punto recomen­
datorio cinco que girara instrucciones al procurador general de Justicia y al secre­
tario de Seguridad Pública para que en el ámbito de sus respectivas competencias, 
instauren las medidas adecuadas para que las averiguaciones previas, procesos 
penales y/o administrativos iniciados con motivo de los hechos materia de esta 
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cia de Investigación “D” de la Fiscalía Central de Investigación para Servidores 
Públicos de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal continúan en 
integración las indagatorias que se radicaron en su mayoría en los meses de junio 
y julio de 2008, las cuales son las siguientes: 

En la Unidad de Investigación D-1: FACI/50/T2/849/08-06 y FGAM/GAM­
4/1351/08-06(desglose procedente de la Fiscalía Central de Investigación para 
Asuntos Especiales); en la Unidad de Investigación D-2: FACI/50/T3/849/08-06 
R1-D3 y FGAM/GAM-4/1351/08-06 (desglose procedente de la Agencia 50); en 
la Unidad de Investigación D3: FACI/50/T3/849/08-06 R1-D3 y FGAM/GAM-4/ 
T3/1351/08-06 (la cual fue devuelta de acuerdo a lo establecido en el artículo 
36 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal); Unidad de In­
vestigación D-4: DGAVD/CAPE/T2/663/08-07 D2 (desglose procedente de la 
Unidad de Investigación D-2 de la Fiscalía Central de Investigación para Asuntos 
Especiales); DGAVD/CAPE/T1/0684/08-06 D01; DGAVD/CAPE/T1/0686/08-06 
D01; DGAVD/CAPE/T1/701/08-07 y la DGAVD/CAPE/T1/705/08-07. 

Asimismo, en la Agencia 50 de referencia se encuentran en integración las 
indagatorias FGAM/GAM-4/T2/1679/08-08; FCIH/A/T1/18/08-07, FSP/ 
BT1/1432/08-07 D1; FSP/BT3/1579/08-07; DGAVD/CAPE/T2/663/08-06 D01 y 
DGAVD/T1/685/08-06 D01. 

De lo anterior, resulta evidente que no obstante que el jefe de Gobierno del Dis­
trito Federal, mediante oficio JG/0050/2008 del 25 de julio de 2008, instruyó a 
la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal para atender entre otros, 
el punto recomendatorio quinto, de la recomendación 11/2008, en el cual se in­
dica, en lo conducente, que gire instrucciones al titular de dicha Procuraduría 
para que en el ámbito de su competencia instaure las medidas adecuadas para 
que las averiguaciones previas, procesos penales y/o administrativos iniciados con 
motivo de los hechos que nos ocupan se resuelvan de manera ágil y con apego 
a derecho, han transcurrido cerca de diez meses desde que se iniciaron, en su 
mayoría, las indagatorias de referencia y a la fecha de elaboración del presente 
documento no se han determinado. 

Por cuanto hace a los procedimientos de investigación y/o administrativos ini­
ciados a los servidores públicos que participaron en cualquier fase del operativo 
realizado en la discoteca New’s Divine, se advierte que con relación al personal 
de la delegación Gustavo A. Madero se iniciaron los procedimientos administra­
tivos disciplinarios, CG DGAJR DRS 017/ 2008 en contra del ex titular de la mis­
ma, del director general Jurídico y de Gobierno, de la directora Jurídica, de la sub­
directora de Verificación y Reglamentos, del subdirector de Protección Civil y un 
verificador y el CG DGAJR DRS 024/2008 en contra del ex titular de la misma, 
del director general Jurídico y de Gobierno, de la directora Jurídica, de la subdi­
rectora de Verificación y Reglamentos, así como del director de Gobierno, ambos 
para investigar la probable responsabilidad en que incurrieron con motivo de 
los hechos que nos ocupan, los cuales se encuentran en trámite. 

Asimismo, en la Contraloría Interna de la Secretaría de Seguridad Pública del 
Distrito Federal se iniciaron los procedimientos de investigación, CI/SSP/D/1279/ 
2008, en el cual el 26 de junio de 2008 se dictó el acuerdo de radicación, de 
cuyo análisis se infiere que el mismo se inició con motivo de diversas notas pe­
riodísticas y comunicados de prensa publicados los días 21 al 27 de junio de 2008 
en diversos periódicos de circulación nacional, así como en la página de internet 
de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y el procedimiento CI/ 
SSP/D/1632/08, que se inició el 6 de agosto de 2008, encontrándose también 
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Esta Comisión Nacional considera necesario hacer evidente que el director ge­
neral de Asuntos Jurídicos y Responsabilidades de la Contraloría General del 
Distrito Federal, mediante oficio CG/DGAJR/92/2008 del 14 de noviembre de 2008, 
informó a esta Comisión Nacional que no se inició procedimiento alguno de inves­
tigación ni disciplinario en contra de los ex titulares de la Secretaría de Seguridad 
Pública y de la Procuraduría General de Justicia, ambas del Distrito Federal, toda 
vez que, entre otras cuestiones, no existía denuncia en contra de los citados ser­
vidores públicos. 

Posteriormente, dicho servidor público señaló a esta institución mediante ofi­
cio CG/DGAJR/33/2009 del 30 de enero de 2009, que el 31 de diciembre de 2008 
se radicó el expediente CI/SSP/2367/2008 para investigar hechos que pudieran 
constituir responsabilidad administrativa por parte del exsecretario de Seguridad 
Pública del Distrito Federal, derivado de la queja presentada por diversas personas, 
el cual se encuentra en integración. 

J. Es necesario hacer evidente que a pesar de que en el contenido del Informe 
especial sobre violaciones a derechos humanos en el caso New’s Divine, se hace 
referencia a la responsabilidad en que incurrieron los ex titulares de la Secretaría 
de Seguridad Pública y de la Procuraduría General de Justicia ambos del Distrito 
Federal, al haber tenido conocimiento de que los agraviados de los hechos ocu­
rridos en la Discoteca New’s Divine, estaban retenidos y no los dejaban en liber­
tad, además de que permitieron que continuara el operativo, aunado a que en 
la recomendación 11/2008 se señala que el ex titular de la Secretaría de Segu­
ridad Pública entregó un video editado al presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, lo cual también se divulgó en diversos medios de 
comunicación y que ese sólo hecho conlleva una probable responsabilidad admi­
nistrativa por parte del ex servidor público de referencia, la Contraloría General 
del Distrito Federal no inició una investigación de oficio en el ámbito de sus fa­
cultades desde el mes de julio de 2008, en que se dieron a conocer tales situa­
ciones, sino que transcurrieron seis meses aduciendo el hecho de que era nece­
sario la presentación de la queja correspondiente. 

Al respecto, es necesario señalar que el artículo 34, fracción XXVI, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, en concordancia con 
el 113, fracción XI, del Reglamento Interior de la Administración Pública del Dis­
trito Federal, señalan la facultad de la Contraloría de conocer e investigar los actos 
u omisiones de servidores públicos que tengan conocimiento por cualquier medio 
y que pudieran afectar la legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia que de­
ben observar en el desempeño de su empleo cargo o comisión. 

En ese sentido, esta Comisión Nacional considera necesario hacer evidente que 
de las constancias que integran el expediente CI/SSP/D/1279/2008, se infiere 
que el mismo se inició en contra del ex director ejecutivo regional VI de la Secre­
taría de Seguridad Pública del Distrito Federal en Gustavo A. Madero y otros con 
motivo de las notas periodísticas publicadas los días 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 
27 de junio de 2008 en los periódicos La Jornada, Universal, Reforma, La Cróni­
ca, Milenio, el Sol de México y Metro, así como el comunicado de prensa núme­
ro CS2008/8541, de fecha 30 del mes y año citados, publicado en la página de 
internet de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

En el expediente de referencia se observó la nota publicada en el portal de 
internet del periódico Ovaciones, relacionado con los hechos ocurridos el 20 
de junio de 2008 en el establecimiento mercantil New´s Divine, así como las 
notas periodísticas del 3 de julio de 2008 publicada en la página de Internet del 
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Así mismo, se advierte que no se han determinado los procedimientos admi­
nistrativos relacionados con servidores públicos de la Secretaría de Seguridad Pú­
blica y de la Delegación Gustavo A. Madero, que participaron en los hechos ocu­
rridos en la discoteca New’s Divine el 20 de junio de 2008, no obstante que 
desde esa fecha han transcurrido más de diez meses de que sucedieron los hechos 
que nos ocupan. 

De lo anterior, resulta evidente que el jefe de Gobierno del Distrito Federal, no 
ha dado el debido seguimiento al punto recomendatorio cinco de la recomenda­
ción 11/2008, ya que no obstante que la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal le señaló que girara instrucciones a efecto de que se instauraran 
las medidas adecuadas para que las averiguaciones previas, procesos penales y/o 
administrativos iniciados con motivo de los hechos que nos ocupan se sostuvieran 
de manera ágil y con apego a derecho, hasta la fecha de emisión del presente 
documento varios de ellos continúan en integración. 

De lo expuesto, quedó acreditado que con su actuación la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal no realizó una investigación integral en la subs­
tanciación del expediente CDHDF/III/122/GAM/08/3430 lo cual trajo como con­
secuencia la insuficiencia en el contenido de la recomendación 11/2008, por lo 
que trasgredió los artículos 5, 46, 48, 49, 63, 64 de la Ley de la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal; así como 15, 17, fracción V, 26, fracción 
VIII, 39, 71, fracciones III, IV y VII, 111 BIS, 117, 118, 212, fracciones VII y IX, 
127, 130, 132, 144 y 145 de su Reglamento Interno. 

Respecto al Gobierno del Distrito Federal, quedó evidenciado que hasta la fe­
cha de emisión del presente documento no ha dado cumplimiento a la Recomen­
dación 11/2008 respecto a los procedimientos administrativos de responsabilidad 
y averiguaciones previas que se encuentran substanciándose y que en algunos 
casos no se ha iniciado, en las dependencias respectivas por las razones expues­
tas en el presente documento, lo cual transgrede lo señalado en los artículos 34, 
fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Fede­
ral en concordancia con el artículo 113 fracción XI del Reglamento Interior de la 
Administración Pública del Distrito Federal. 

Resulta evidente que esa jefatura de Gobierno con su acciones y omisiones han 
impedido el restablecimiento del goce de los derechos humanos de los agraviados 
en los términos en los que se encuentran protegidos por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, pá­
rrafo primero; así como en el 20, apartado B, (actualmente apartado C, de con­
formidad con la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del 18 de 
junio de 2008), y 102 apartado B, que corresponde a los derechos de la víctima 
o el ofendido. 

Lo anterior, conlleva a una irregular procuración de justicia en los diferentes 
procedimientos relacionados con el caso New’s Divine y con ello se está propi­
ciando la impunidad de los responsables, toda vez que ante violaciones graves a 
derechos humanos es una condición esencial la realización de investigaciones pron­
tas, completas e imparciales, que logren la restitución plena de los derechos vul­
nerados, así como el acceso efectivo a la justicia de los agraviados, lo cual de 
acuerdo a loas evidencias existentes no ha sucedido en el presente caso. 

Los servidores públicos del Gobierno del Distrito Federal con su actuar, presu­
miblemente infringieron lo dispuesto por el artículo 47, fracciones I, y XXII de la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en relación al 2º 
transitorio, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
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les sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la sus­
pensión o deficiencia de dicho servicio, o de incumplir cualquier disposición jurí­
dica relacionada con el servicio público. 

De igual forma, se omitieron atender las disposiciones relacionadas con el 
derecho a la legalidad y seguridad jurídica, previstas en los instrumentos interna­
cionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la 
República, en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, 9.1, 10.1, 14.1, 17.1, 17.2, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 7.1, 8.1, 11.1, 11.2, 11.3, 
25.1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 5, 8, 10, 12, de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, XVIII, de la Declaración Ameri­
cana de los Derechos y Deberes del Hombre, que en términos generales señalan 
que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni podrá ser privado de su libertad, 
sin el debido procedimiento legal. 

Asimismo, se omitieron las relativas a los derechos de las víctimas, contempla­
das en los artículos 1, 2, 18, 19 21, de la Declaración sobre principios fundamen­
tales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder; así como el I.1, 
incisos a), b) y c); I.2, incisos a), b) c), d); II.3, incisos a), b), c), d); III.4, III.5, IV.6, 
IV.7, V.8, V.9, de los principios y directrices básicos sobre el derecho de las vícti­
mas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos huma­
nos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario e interponer 
recursos y obtener reparaciones. 

Por lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 65, 66, in­
cisos b) y d), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así 
como 167 y 168 de su Reglamento Interno, y en atención a los razonamientos 
vertidos en el capítulo de observaciones del presente documento, este organismo 
nacional considera procedente formular, respetuosamente las siguientes: 

V. rECOMENDACiONES 

A usted señor presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fe­
deral: 

PRIMERA. Se determine a la brevedad el expediente CDH/1/122/GAM/08/D3412, 
en el que se realice una valoración integral y eficiente de los hechos que se encuen­
tran substanciándose, así como de las pruebas, constancias y diligencias que se 
realicen, identificando plenamente a los servidores públicos responsables de 
conculcar los derechos humanos de los agraviados, tomando en cuenta las con­
sideraciones vertidas en el capítulo de observaciones del presente documento. 

SEGUNDA. Se tomen las medidas necesarias para efecto de que en las visitadurías 
generales donde se substancian los procedimientos de queja, se evite dividir la 
investigación de éstas, cuando se trate de los mismos hechos y autoridades in­
volucradas, con la finalidad de garantizar de esa manera el acceso a la justicia a 
todas las víctimas de violaciones a sus derechos humanos y se cumpla con los 
ordenamientos que regulan los procedimientos a cargo de la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal. 

TERCERA. Se dé vista de las constancias con que cuenta ese organismo local, re-
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Divine, a la Contraloría General, así como a la Procuraduría General de Justicia, 
ambas del Distrito Federal, para que en el ámbito de sus respectivas competencias, 
determinen lo conducente, con relación a las responsabilidades administrativas 
y penales en que pudieron incurrir los servidores públicos responsables de la 
autorización, planeación y ejecución del operativo, con los datos precisos que per­
mitan su ubicación, así como la identificación del nivel de involucramiento en las 
violaciones a los derechos humanos. 

De igual manera, se considera conveniente formular a usted señor jefe de Go­
bierno del Distrito Federal: 

PRIMERA. Se tomen las medidas necesarias para que las dependencias, órganos 
desconcentrados y entidades paraestatales del Gobierno del Distrito Federal den 
cumplimiento a las medidas precautorias que les soliciten los organismos protec­
tores de derechos humanos para efectos de que se salvaguarden los derechos 
fundamentales de las personas y no se vuelvan a repetir hechos como los que se 
describen en el capítulo de observaciones del presente documento. 

SEGUNDA. Gire las instrucciones necesarias al procurador general de Justicia del 
Distrito Federal para que se determinen, a la brevedad, las averiguaciones previas 
que se encuentra substanciándose derivadas de los hechos ocurridos el 20 de 
junio de 2008 en la discoteca New’s Divine. 

TERCERA. Gire las instrucciones conducentes al secretario de Seguridad Pública 
del Distrito Federal para que se determinen los procedimientos de investigación 
y de responsabilidad administrativa que se encuentran en trámite y que a la fecha 
de elaboración del presente documento no se ha emitido resolución alguna. 

CUARTA. Se tomen las medidas correspondientes para que la Contraloría Gene­
ral del Distrito Federal, en el ámbito de sus atribuciones, investigue de oficio hechos 
que por sí solos resultan graves, en los que se encuentran involucrados servidores 
públicos y se hayan tenido conocimiento por cualquier medio. 

QUINTA. Se tomen las medidas necesarias para efecto de que el trámite de los 
procedimientos de investigación y de responsabilidad administrativa que se ins­
truyan en la Contraloría General del Distrito Federal y las Contralorías Internas de 
las diversas dependencias se lleve a cabo en forma pronta y expedita. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental, tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con los artículos 170 y 171 del Reglamento Interno de la Co­
misión Nacional de Derechos Humanos, solicito a usted señor presidente de la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, que el cumplimiento de esta 
recomendación y las pruebas correspondientes, nos sea informado dentro del 
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Por otra parte, con fundamento en el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted señor jefe de 
Gobierno del Distrito Federal que la respuesta sobre la aceptación de esta reco­
mendación, en su caso, se informe dentro del término de 15 días hábiles siguien­
tes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca­
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la recomendación se envíen 
a esta Comisión Nacional, dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir­
cunstancia. 

EL PRESIDENTE 
DR. JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ 
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recomendación 28/2009
Sobre el caso del señor Miguel Ángel González González 

SÍNtESIS: El 8 de julio de 2008 esta Comisión Nacional recibió el escrito de queja pre­
sentado por el secretario de acuerdos del Juzgado Sexto de Distrito en el estado de 
Chihuahua con sede en Ciudad Juárez, donde señaló que en la madrugada del 27 
de junio de 2008, elementos del Ejército Mexicano se introdujeron al domicilio del 
señor Miguel Ángel González González, quien fue trasladado a la guarnición militar 
de Ciudad Juárez, donde lo golpearon en diferentes partes del cuerpo, le dieron 
toques eléctricos y fue puesto a disposición del agente del Ministerio Público de la 
Federación, hasta las 15:30 horas del mismo día; radicándose la averiguación previa 
AP/PGR/CHIH/JUA/829/2008­VII, donde el inculpado rindió su declaración y se cer­
tificaron las lesiones que presentaba. 

Con motivo de los citados hechos, esta Comisión Nacional inició el expediente de 
queja número CNDH/2/2008/3501/Q. Del análisis lógico jurídico realizado al con­
junto de evidencias que lo integran se arribó a la conclusión de que en el caso hubo 
violaciones a los derechos a la integridad personal, a la legalidad, a la seguridad ju­
rídica y a la libertad personal consistentes en inviolabilidad del domicilio, detención 
arbitraria, uso excesivo de la fuerza durante la detención, tortura, retención ilegal y 
diferir la presentación del detenido ante la autoridad competente, atribuibles a ser­
vidores públicos de la Secretaría de la Defensa Nacional. 

Esta Comisión Nacional acreditó que la actuación de personal militar adscrito al 
1/er. Regimiento Mecanizado en apoyo a la Operación Conjunta Chihuahua, que in­
tervino en la detención del agraviado no fue apegada a derecho, toda vez que al 
detenerlo y trasladarlo indebidamente a las instalaciones militares en Ciudad Juá­
rez, donde se le sometió a un interrogatorio y permaneció retenido hasta las 15:30 
horas del 27 de junio de 2008, hora en que se le puso finalmente a disposición de 
la representación social de la Federación, no se ajustó a lo previsto en el artículo 16 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su cuarto párrafo, 
vigente al momento de los hechos, que establecía que “cualquier persona puede 
detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediata­
mente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la au­
toridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del ministerio público”. 

En sentido contrario a lo previsto en dicho mandato constitucional, en un primer 
momento los elementos militares privaron de la libertad al agraviado a las 04:00 ho­
ras del 27 de junio de 2008, cuando incumplieron con las formalidades para la eje­
cución de órdenes de cateo con lo que se transgredió la inviolabilidad del domicilio 
del agraviado, lo trasladaron a las instalaciones de la 20/a. Zona Militar, en Ciudad 
Juárez, y lo obligaron a permanecer en las mismas por espacio de más de 11 horas. 
Lo narrado por los elementos militares aprehensores en su parte de novedades, en 
el sentido de que inmediatamente pusieron a disposición del agente del Ministerio 
Público de la Federación al agraviado, carece de sustento probatorio toda vez que 
el escrito de puesta a disposición suscrito por servidores públicos de la Secretaría 
de la Defensa Nacional señala que la detención se realizó a las 04:00 horas del 27 de 
junio de 2008, y el certificado médico se expidió a las 11:00 horas del mismo día, en 
las instalaciones del Campo Militar 5­C, en Ciudad Juárez, Chihuahua, en el que se­
ñala que se practicó un reconocimiento de integridad física del señor Miguel Ángel 
González González. Dado que el inicio de la averiguación previa fue a las 15:30 GACETA 
horas, las evidencias acreditan indubitablemente que existió una dilación indebida 1990/2009 
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en la puesta a disposición del detenido, pues transcurrieron más de 11 horas entre 
un evento y otro, generando con ello la privación ilegal de la libertad por la retención 
indebida a la que fue sometido con la actuación de elementos del Ejército Mexicano 
aprehensores, lo que en los hechos se tradujo en violación a sus derechos funda­
mentales a la legalidad y seguridad jurídica. 

De igual manera, también se cuenta con elementos de prueba suficientes para 
acreditar violaciones al derecho a la integridad física del señor Miguel Ángel Gon­
zález González, toda vez que durante el lapso que lo mantuvieron detenido, fue so­
metido a atentados en contra de su integridad física que resultaron en lesiones cau­
sadas por el uso excesivo de la fuerza y acciones características de tortura, dado que 
al llegar a las instalaciones militares fue golpeado con objeto de que reconociera las 
imputaciones que le formulaban. Sin embargo, en el certificado médico emitido por 
personal de la referida guarnición militar sólo refiere que se le encontró al agraviado 
con lesiones mínimas, en franca contraposición con lo acreditado por esta Comisión 
Nacional, a través de las certificaciones ministerial y judicial de lesiones, así como 
por el dictamen emitido por personal de este organismo nacional. 

En ese orden de ideas, este organismo nacional estima que el agraviado fue so­
metido a maniobras propias de tortura, lo cual pudiera concordar con alguna de las 
hipótesis típicas previstas en el artículo 3º de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar 
la Tortura, situación que debe ser debidamente investigada por la autoridad minis­
terial correspondiente con objeto de no permitir su impunidad. 

Para esta Comisión Nacional los elementos del Ejército Mexicano que participaron 
en la agresión, detención y retención del agraviado transgredieron los artículos 14, 
segundo párrafo, 16, primero, noveno y décimo párrafos, 19, cuarto párrafo, 20, 
apartado A, fracción II, 21, noveno párrafo y 22, primer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 6, segundo párrafo, 8, 9, 10 y 12 de 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 2, 3 y 5 del Có­
digo de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. 

Además, en su calidad de servidores públicos encargados de hacer cumplir la ley, 
transgredieron los derechos previstos en los tratados internacionales, como son los 
mencionados en los artículos 7, 9.1, 9.3, 9.5, y 10.1 del Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticos; 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5, y 8.2 de la Convención America­
na sobre Derechos Humanos, que en términos generales señalan que todas las 
personas tienen derecho a la seguridad y a la integridad personal. 

En consecuencia, este Organismo Nacional el 28 de abril de 2009 emitió la reco­
mendación 28/2009, dirigida al Secretario de la Defensa Nacional señalando, funda­
mentalmente, que se realicen los trámites necesarios para la reparación de los daños 
físicos, psicológicos y médicos sufridos por el señor Miguel Ángel González Gonzá­
lez por medio del apoyo psicológico, médico y de rehabilitación necesario que per­
mitan el restablecimiento de la condición física y psicológica en que se encontraba 
antes de la violación a sus derechos humanos. También que se inicie el procedimien­
to administrativo de investigación correspondiente en contra del personal militar 
que intervino en los hechos materia de la recomendación. 

De igual forma, se recomendó dar vista al procurador general de Justicia Militar 
para que se inicie la averiguación previa correspondiente tomando en consideración 
lo detallado en el capítulo de observaciones de la recomendación; así como se tomen 
las medidas pertinentes a efecto de garantizar que actos como los descritos en la 
recomendación no se repitan, y que se giren instrucciones a efecto de que los ele­
mentos del 1/er. Regimiento Mecanizado en apoyo a la Operación Conjunta Chihua­
hua del Ejército Mexicano, incluido el personal médico militar, sean capacitados para 
que toda diligencia o actuación se practique con apego a la legalidad y respeto a los 
derechos humanos; se garantice el respeto a la vida y a la integridad y seguridad per­
sonal; no se incurra en tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes, y realizado 
lo anterior, se dé cuenta puntualmente a esta Comisión Nacional. 



 

 

            

            

        

 

México, D. F., A 28 de abril de 2009 

Sobre el caso del señor Miguel Ángel González González 

General Secretario Guillermo Galván Galván 
Secretario de la Defensa Nacional 

Distinguido señor secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 3o., primer párra­
fo, 6o., fracciones I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracción IV, 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen­
to Interno, ha examinado los elementos de prueba contenidos en el expediente número CNDH/2/ 
2008/3501/Q, relacionados con el caso del señor Miguel Ángel González González, y vistos los si­
guientes: 

i. HECHOS 

El 8 de julio de 2008 esta Comisión Nacional recibió el escrito de queja presen­
tado por el secretario de acuerdos del Juzgado Sexto de Distrito en el estado de 
Chihuahua con sede en Ciudad Juárez, en el cual señaló, en términos generales, 
lo siguiente: 

Que el 27 de junio de 2008, aproximadamente a las 11:00 horas se introdu­
jeron al domicilio del señor Miguel Ángel González González elementos del 
Ejército Mexicano, quienes le cuestionaron sobre “dónde tenía la marihuana” y 
revisaron sus pertenencias, encontrando un rifle, por lo que les informó que era 
un regalo de su abuelo; también le preguntaron ”si tenía permiso para portar 
armas o pertenecía a alguna corporación policiaca”. Posteriormente, lo traslada­
ron a la guarnición militar en la plaza de Ciudad Juárez, donde lo golpearon en 
diferentes partes del cuerpo, le dieron toques eléctricos y fue puesto a disposición 
del agente del Ministerio Público de la Federación en Ciudad Juárez, Chihuahua, 
hasta las 15:30 horas del mismo día 27, donde rindió su declaración y se certifi­
caron las lesiones que presentaba, las cuales, afirmó, le fueron inferidas por ele­
mentos del Ejército Mexicano. 

Con motivo de los citados hechos, esta Comisión Nacional inició el expediente 
de queja número CNDH/2/2008/3501/Q y, a fin de documentar las violaciones 
a derechos humanos denunciadas, visitadores adjuntos y peritos de este organis­
mo realizaron diversos trabajos de campo para localizar y recopilar información, 
testimonios y documentos, habiéndose obtenido también material fotográfico del 
estado físico del agraviado. Asimismo, se solicitaron informes a las autoridades 
involucradas, cuya valoración lógica jurídica es objeto de análisis en el capítulo 
de observaciones de esta recomendación. 

ii. EViDENCiAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de queja presentado el 8 de julio de 2008, ante este organismo 
GACETA 
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de Chihuahua con sede en Ciudad Juárez, en atención a la petición realizada por 
el abogado defensor del agraviado, en el que refiere violaciones a derechos hu­
manos del señor Miguel Ángel González González, al que anexó, entre otros 
documentos, la declaración preparatoria del agraviado en la que se dio fe de las 
lesiones que presentaba. 

b. La certificación judicial de lesiones realizada al agraviado, a las 14:20 horas 
del 30 de junio de 2008, por el secretario de acuerdos adscrito al Juzgado Sexto 
de Distrito en el estado de Chihuahua. 

C. El acta circunstanciada de 11 de agosto de 2008, que visitadores adjuntos de 
esta Comisión Nacional suscribieron con motivo de la entrevista sostenida con el 
agraviado. 

D. La opinión médico legal emitida por la Coordinación de Servicios Periciales de 
esta Comisión Nacional, el 21 de agosto de 2008, con motivo de la revisión físi­
ca realizada al agraviado, en la que se señala que presentó lesiones corporales. 

E. El oficio DH-III-5759, de 4 de septiembre de 2008, suscrito por el director 
general de Derechos Humanos de la Secretaría de la Defensa Nacional, por me­
dio del cual se describe el modo, forma y lugar donde se llevó a cabo la detención 
del señor Miguel Ángel González González, y al que anexó las siguientes docu­
mentales: 

1. El mensaje C.E.I. No. 002666, de 1 de septiembre de 2008, en el que se in­
formó que el agraviado fue detenido por elementos del Ejército Mexicano el 27 
de junio de 2008 y trasladado a las instalaciones del 20/o. R.C.M., donde se le 
practicó reconocimiento de integridad física. 

2. El certificado médico suscrito por un mayor médico cirujano del Ejército Mexi­
cano, a las 11:00 horas del 27 de junio de 2008, en el que consta el reconoci­
miento de integridad física que le practicó al señor Miguel Ángel González 
González, encontrándolo sin lesiones. 

F. El oficio 006390/08 DGPCDHAQI, de 25 de septiembre de 2008, suscrito por 
el director general de Promoción de la Cultura en Derechos Humanos, Atención 
a Quejas e Inspección de la Procuraduría General de la República, a través del 
cual remitió copia de la averiguación previa AP/PGR/CHIH/JUA/829/2008-VII, 
de la que destacan, por su importancia, las siguientes documentales: 

1. El acuerdo de inicio de la averiguación previa AP/PGR/CHIH/JUA/829/2008­
VII, de 27 de junio de 2008 a las 15:30 horas. 

2. El oficio de puesta a disposición suscrito por los elementos de la Secretaría de 
la Defensa Nacional que intervinieron en los hechos motivo de la queja, en el que 
señalan que la detención del señor Miguel Ángel González González se realizó 
a las 04:00 horas del 27 de junio de 2008. 

3. El dictamen de integridad física suscrito por un perito oficial de la Procuraduría 
General de la República a las 18:30 horas del 27 de junio de 2008. 
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iii. SiTUACióN JUrÍDiCA 

En la madrugada del 27 de junio de 2008, elementos del Ejército Mexicano se 
introdujeron al domicilio del señor Miguel Ángel González González. Posterior­
mente, fue trasladado a la guarnición militar de Ciudad Juárez, Chihuahua, en don­
de lo golpearon en diferentes partes del cuerpo, le dieron toques eléctricos y fue 
puesto a disposición del agente del Ministerio Público de la Federación, hasta las 
15:30 horas del mismo día; radicándose la averiguación previa AP/PGR/CHIH/ 
JUA/829/2008-VII, donde el inculpado rindió su declaración y se certificaron las 
lesiones que presentaba. 

El 28 de junio de 2008, el representante social de la Federación consideró 
reunidos los elementos del tipo penal y por acreditada la probable responsabilidad 
del señor Miguel Ángel González González, en la comisión del delito de Porta­
ción de Armas de Fuego del Uso Exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacional, por lo que ejercitó acción penal en su contra ante el Juzgado Sexto de 
Distrito en el estado de Chihuahua, quien radicó la causa penal 96/2008-II, en la 
que se dictó sentencia condenatoria al agraviado el 19 de noviembre de 2008, 
fallo que causó ejecutoria el 3 de diciembre de 2008. 

iV. ObSErVACiONES 

Antes de entrar al estudio de las violaciones a derechos humanos que dieron 
origen a la presente recomendación, resulta oportuno señalar que esta Comisión 
Nacional no se opone a la prevención, investigación y persecución de los delitos 
por parte de las autoridades competentes; por el contrario, hace patente la ne­
cesidad de que el Estado, a través de sus instituciones públicas, cumpla con su 
deber jurídico de prevenir la comisión de conductas delictivas, investigar con los 
medios a su alcance los ilícitos que se cometan en el ámbito de su competencia 
a fin de identificar a los responsables y lograr que se les impongan las sanciones 
pertinentes, así como de asegurar que ningún delito sea combatido con otro 
ilícito. 

De igual forma, esta Comisión no se pronuncia sobre las actuaciones realizadas 
por el Juzgado Sexto de Distrito en el estado de Chihuahua, que instruyó el pro­
ceso penal 96/2008-II, ni sobre la sentencia dictada en contra del señor Miguel 
Ángel González González, derivadas de la averiguación previa AP/PGR/CHIH/JUA/ 
829/2008-VII, respecto de las cuales expresa su absoluto respeto y de las que 
carece de competencia para conocer, en términos de los artículos 102, apartado 
B, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
7º, fracción II, y 8º, última parte, de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos, y 2º, fracción IX, incisos a, b y c de su Reglamento Interno. 

Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias que integran el 
expediente de queja CNDH/2/2008/3501/Q, esta Comisión Nacional arriba a la 
conclusión de que han quedado acreditadas violaciones a los derechos funda­
mentales relativos a la inviolabilidad del domicilio, a la integridad personal, a la 
legalidad, a la seguridad jurídica y a la libertad personal consistentes en introdu­
cirse a un domicilio sin autorización judicial, detención arbitraria, uso excesivo de 
la fuerza durante la detención, tortura, retención ilegal y diferir la presentación 
del detenido ante la autoridad competente, previstos en los artículos 14, segun­
do párrafo, 16, primer y cuarto párrafos, y 21, primer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, atribuibles a servidores públicos de la 
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Del contenido del parte informativo del 27 de junio de 2008, suscrito por A1, 
A2 y A3, cabo y soldados del arma blindada, respectivamente, adscritos al 1/er. 
Regimiento Mecanizado en apoyo a la Operación Conjunta Chihuahua, se des­
prende lo siguiente: 

“Siendo aproximadamente las 04:00 cero cuatro horas de esta fecha vein­
tisiete de junio del año dos mil ocho, estando en aplicación de la Ley Fede­
ral de Armas de Fuego y Explosivos y Lucha permanente contra el Narcotrá­
fico en la Operación Conjunta Chihuahua, realizando reconocimientos 
terrestres al circular a bordo de un vehículo militar en la colonia Palo Chino 
sobre la calle Tepetate, se observó que en una casa de color blanco en su 
frente de una planta, construida de block y techo de madera, marcada con 
el No. 790 de dicha colonia, en el frente de dicha casa, se encontraba una 
(sic) del sexo masculino, quien al percatarse de la presencia militar, tiró al 
suelo un objeto motivo por el cual procedimos a verificar qué era lo que 
había tirado al suelo, siendo este un arma de fuego, tipo rifle, marca Brangh, 
Modelo 1942, Matrícula 19LT330, con un cargador desabastecido, es decir, 
sin cartuchos, calibre 30.06. A esta persona se le preguntó el motivo de (sic) 
por el cual portaba un arma de fuego y si tenía permiso para portarla, per­
sona que dijo llamarse Miguel Ángel González González, quien se identificó 
con credencial para votar expedida por el Instituto Federal Electoral y ma­
nifestó que no contaba con permiso, refiriendo que se encontraba armado 
porque escuchó ruidos afuera de su casa y pensó que se querían meter, 
pero como nosotros no habíamos visto a ninguna persona por ese lugar, 
consideramos que estaba mintiendo, por tratar de justificar la portación de 
arma, que al no hacerlo, lo aseguramos para presentarlo ante esa Repre­
sentación Social de la Federación”. 

El contenido del escrito de puesta a disposición suscrito por los elementos de 
la Secretaría de la Defensa Nacional que participaron en los hechos resulta par­
cialmente coincidente con las manifestaciones del señor Miguel Ángel González 
González quien, el 11 de agosto de 2008, en sentido diverso, indicó ante visita­
dores adjuntos de esta Comisión Nacional que en la madrugada del 27 de junio 
de 2008, se encontraba dormido en el interior de su casa ubicada en Tepetate 
690, colonia Palo Chino, cuando escuchó ruido en las puertas, percatándose de 
que había más o menos 15 soldados que se transportaban en camionetas tipo 
pick up, Dodge RAM, de color verde, portaban uniformes verdes camuflados, 
con el rostro descubierto y con armas largas. 

Agregó que al ingresar a su domicilio por la fuerza los militares le dijeron “¿dón­
de está la mota?”, respondiendo “¿cuál mota?” y aproximadamente seis elemen­
tos procedieron a revisar el lugar, causando daños y desorden al interior, robando 
diversos objetos y dinero en efectivo; que al no encontrar nada, los soldados le 
dijeron que de todos modos se lo iban a llevar por haber encontrado un rifle 
.30-30, el cual no funcionaba; que en ese momento le colocaron una venda en 
los ojos y le cubrieron la cabeza con una sudadera, le ataron las manos hacia atrás 
con una media elástica, lo subieron a la parte trasera de una de las camionetas y 
se dirigieron a las instalaciones militares, diciéndole que confesara o lo llevarían 
al “colchón de la muerte”; que al llegar a las instalaciones militares lo interroga­
ron, al tiempo que lo pateaban y golpeaban con el puño cerrado en las costillas; 
lo desnudaron y lo acostaron en un colchón donde lo hicieron “taco”, lo mojaron 
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dieron de comer y un suero, hicieron que se lavara y al día siguiente, como a las 
07:00 horas, lo llevaron a la enfermería y posteriormente, lo trasladaron a la Pro­
curaduría General de la República, donde lo revisó un médico y le dieron alimen­
tos. Señaló el agraviado que los militares que lo detuvieron no fueron los mismos 
que lo pusieron a disposición de la representación social de la Federación, de don­
de lo trasladaron al Centro de Readaptación Social de Ciudad Juárez, Chihuahua. 

Cabe destacar que de las actuaciones agregadas al expediente de queja se 
desprende que a las 11:00 horas del 27 de junio de 2008, A4, mayor médico 
cirujano del Ejército Mexicano certificó el estado físico del señor Miguel Ángel 
González González, y en el documento correspondiente anotó que se encontra­
ba sin lesiones. 

De la información proporcionada a este organismo nacional por la Procuradu­
ría General de la República se desprende, entre otras cosas, que el señor Miguel 
Ángel González González fue puesto a disposición de la autoridad ministerial a las 
15:30 horas del 27 de junio de 2008 y al certificar su estado físico se le encontró: 

“...A la exploración física: presenta: eritema irregular de 3X1 cms., en región 
zigomática malar derecha; 46 excoriaciones irregulares de 0.5 cms., de 
extensión diseminadas en brazo derecho en toda su cara lateral; equimosis 
vinosa irregular de 2X1 cms., en hipocondrio izquierdo; 40 excoriaciones 
irregulares de 0.5 cms., de extensión diseminadas en toda la cara lateral de 
muslo derecho; equimosis vinosa irregular de 3X1 cms., de extensión en glú­
teo derecho, cuadrante superior”. 

Por lo anterior, el perito oficial de la Procuraduría General de la República con­
cluyó que: “el señor Miguel Ángel González González presentó lesiones que no 
ponen en peligro la vida y tardan en sanar menos de quince días”. 

Los hallazgos referidos no guardan relación alguna con lo informado por la 
Secretaría de la Defensa Nacional, puesto que no explicó la razón por la que el 
señor Miguel Ángel González González presentó huellas de violencia física exter­
na, y el escrito de puesta a disposición suscrito por A1, A2 y A3, cabo y soldados 
del arma blindada, respectivamente, adscritos al 1/er. Regimiento Mecanizado 
en apoyo a la Operación Conjunta Chihuahua, no refiere que se haya presentado 
algún evento violento por parte del agraviado en contra de sus aprehensores. 

En tal virtud, este organismo nacional estima que la actuación de los elemen­
tos adscritos al 1/er. Regimiento Mecanizado en apoyo a la Operación Conjunta 
Chihuahua, al detener al señor Miguel Ángel González González y trasladarlo 
indebidamente a las instalaciones militares en Ciudad Juárez, Chihuahua, donde 
se le sometió a un interrogatorio y permaneció retenido hasta las 15:30 horas 
del 27 de junio de 2008, hora en que se le puso finalmente a disposición de la 
representación social de la Federación, no se ajustó a lo previsto en el artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su cuarto pá­
rrafo, vigente al momento de los hechos, que establecía que “cualquier persona 
puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o 
inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a dispo­
sición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del minis­
terio público”. 

En sentido contrario a lo previsto en dicho mandato constitucional, en un pri­
mer momento los elementos militares privaron de la libertad al agraviado a las 
04:00 horas del 27 de junio de 2008, cuando incumplieron con las formalidades 
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del domicilio del agraviado, lo trasladaron a las instalaciones de la 20/a. Zona 
Militar, en Ciudad Juárez, y lo obligaron a permanecer en las mismas por espacio 
de más de 11 horas. Lo narrado por los elementos militares aprehensores en su 
parte de novedades, en el sentido de que inmediatamente pusieron a disposición 
del agente del Ministerio Público de la Federación al agraviado, carece de susten­
to probatorio toda vez que el escrito de puesta a disposición suscrito por servi­
dores públicos de la Secretaría de la Defensa Nacional señala que la detención 
se realizó a las 04:00 horas del 27 de junio de 2008, y el certificado médico se 
expidió a las 11:00 horas del mismo día, en las instalaciones del Campo Militar 
5-C, en Ciudad Juárez, Chihuahua, en el que señala que se practicó un recono­
cimiento de integridad física del señor Miguel Ángel González González. Dado 
que el inicio de la averiguación previa fue a las 15:30 horas, las evidencias acre­
ditan indubitablemente que existió una dilación indebida en la puesta a disposi­
ción del detenido, pues transcurrieron más de 11 horas entre un evento y otro, 
generando con ello la privación ilegal de la libertad por la retención indebida a 
la que fue sometido con la actuación de elementos del Ejército Mexicano apre­
hensores, lo que en los hechos se tradujo en violación a sus derechos fundamen­
tales a la legalidad y seguridad jurídica. 

Esta Comisión Nacional también cuenta con elementos de prueba suficientes 
para acreditar violaciones al derecho a la integridad física del señor Miguel Ángel 
González González, toda vez que durante el lapso que lo mantuvieron detenido, 
sin ponerlo a disposición del agente del Ministerio Público de la Federación, fue 
sometido a atentados en contra de su integridad física que resultaron en lesiones 
causadas por el uso excesivo de la fuerza y acciones características de tortura, 
dado que al llegar a las instalaciones militares fue golpeado con objeto de que 
reconociera las imputaciones que le formulaban. Sin embargo, en el certificado 
médico emitido por A4 en la referida guarnición militar sólo refiere que se le 
encontró al agraviado: 

“cicatriz de aproximadamente 2 cm. de longitud en pectoral izquierda; ta­
tuajes de aproximadamente 2 cm. de diámetro en región pectoral; 10 tatua­
jes de aproximadamente 5 cm. de diámetro cada uno en región abdominal; 
dermoabrasiones en región anterolateral de brazo derecho; 9 tatuajes de 
aproximadamente 2 cm. de diámetro cada uno en la región superior de la 
espalda; dermoabrasiones de aproximadamente 1cm. de diámetro en región 
posterior de la pierna izquierda; tatuaje de aproximadamente 10 cm. de 
diámetro en región anterolateral de brazo izquierdo”. 

Asimismo, se cuenta con el dictamen de integridad física realizado a las 18:30 
horas, de la misma fecha, por un perito médico oficial de la Procuraduría General 
de la República, en el que se describió lo siguiente: 

“A la exploración física: presenta: eritema irregular de 3x1 cms., en región 
zigomática malar derecha; 46 excoriaciones irregulares de 0.5 cms., de ex­
tensión diseminadas en brazo derecho en toda su cara lateral; equimosis 
vinosa irregular de 2x1 cms., en hipocondrio izquierdo; 40 excoriaciones 
irregulares de 0.5 cms., de extensión diseminadas en toda la cara lateral de 
muslo derecho; equimosis vinosa irregular de 3x1 cms., de extensión en 
glúteo derecho, cuadrante superior.” 

Asimismo, la certificación judicial de lesiones realizada a las 14:20 horas del 
30 de junio de 2008 por el secretario de acuerdos adscrito al Juzgado Sexto de Dis-
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“...se le aprecia en el brazo derecho en la parte superior diversas escoria­
ciones de varios tamaños en vías de cicatrización, en la pierna derecha en 
el muslo también diversas escoriaciones de diferentes tamaños de igual 
forma en vías de cicatrización y en el pie derecho en la espinilla cinco esco­
riaciones y una en la rodilla de diversos tamaños, la más grande de un cen­
tímetro también en vía de cicatrización, por último, en el pie izquierdo en 
la parte inferior arriba del talón se le advierte una escoriación reciente de 
aproximadamente dos centímetros en forma circular, siendo todo lo que 
se aprecia.” 

Por las consideraciones vertidas con anterioridad, para esta Comisión Nacional 
se observa que el agraviado fue sometido a actos de tortura, los cuales constitu­
yen una violación de lesa humanidad que implica un atentado al derecho que 
tienen los seres humanos a que se respete su integridad física y psicológica, así 
como su dignidad por lo que en el presente caso se transgredieron los artículos 
14, párrafo segundo; 16 párrafos primero y décimo; 21, párrafo primero; 22, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 
2, 6, párrafo segundo, 8, 9, 10 y 12 de la Convención Interamericana para Pre­
venir y Sancionar la Tortura; 5, apartado 2, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos que expresamente señala que “nadie debe ser sometido a 
torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona 
privada de la libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente 
al ser humano”; 1, 2.1, 6.1 y 6.2 de la Convención contra la Tortura y otros Tra­
tos y Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes; 1, 2, 3, 6, 7, 9 y 10 de la Con­
vención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como el numeral 
6 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas 
a Cualquier Forma de Detención o Prisión, que expresamente reconocen que nin­
guna persona que se encuentre en cualquier forma de detención o prisión será 
sometida a tortura o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, que no 
podrá invocarse circunstancia alguna como justificación de la tortura o de otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; y finalmente los artículos 2, 3 
y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley que señala que “...ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley 
podrá infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crue­
les, inhumanos o degradantes, ni invocar la orden superior o circunstancias es­
peciales, como estado de guerra, amenaza de guerra, amenaza a la seguridad 
nacional, inestabilidad política interna, o cualquier otra emergencia pública, como 
justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra­
dantes”. 

Adicionalmente, las afectaciones a la integridad física del agraviado quedaron 
corroboradas con la opinión médico legal de 21 de agosto de 2008, emitida por 
un perito médico de la Coordinación de Servicios Periciales de este organismo 
nacional, en la que concluyó que: 

“PRIMERA: Miguel Ángel González González de 24 años de edad, el cual 
sí presentó lesiones corporales contemporáneas con el momento de su deten­
ción en fecha 27 de junio del 2008, con características de abuso de fuerza. 

SEGUNDA: Las lesiones descritas en este certificado por sus características, 
tipo y localización nos hablan de que fueron ocasionadas en una mecánica 
de tipo intencional, provocadas por terceras personas, en una actitud pasi-
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TERCERA: La narración de hechos efectuados por el agraviado Miguel Ángel 
González González, y la sintomatología observada se correlaciona en forma 
directa con los hallazgos de las lesiones que presentó...” 

En ese sentido, los sufrimientos físicos de que fue objeto el agraviado queda­
ron evidenciados tanto con sus declaraciones como con la fe de lesiones y los 
certificados médicos expedidos por personal médico forense de la Procuraduría 
General de la República, con los cuales se acreditan las alteraciones en su inte­
gridad corporal y las lesiones con características propias de actos crueles, inhu­
manos o degradantes, desplegadas por los servidores que lo detuvieron e inte­
rrogaron, actos durante los cuales lo sometieron a golpes y amenazas con el fin 
de obtener una confesión sobre los hechos que le imputaban. 

En consecuencia, las huellas de desproporcionada violencia física detectadas 
en el cuerpo del señor Miguel Ángel González González, consistentes en lesiones 
causadas por golpes, no tienen justificación alguna, ya que no son consecuencia 
del empleo de las técnicas de sometimiento derivadas de una posible resistencia u 
oposición a la detención por parte del sujeto pasivo, ya que no existe referencia 
alguna por parte de los aprehensores en el sentido de que el presunto respon­
sable hubiera opuesto resistencia a la detención; por ello, esta Comisión Nacional 
considera que, respecto de los hechos a que se refiere este documento, han que­
dado acreditadas violaciones a la legalidad y seguridad jurídica del señor Miguel 
Ángel González González previstas en los artículos 14, segundo párrafo, y 16, 
primero y cuarto párrafos, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. Asimismo, dichas violaciones contravinieron las disposiciones contenidas 
en los artículos 1, 2, 3 y 6 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados 
de Hacer Cumplir la Ley, que señala en términos generales que cumplirán en todo 
momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y prote­
giendo a todas las personas contra actos ilegales, que en consonancia con el alto 
grado de responsabilidad exigido por su profesión, respetarán y protegerán la dig­
nidad humana y mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas las 
personas, asegurarán la plena protección de la salud de las personas bajo su cus­
todia y, en particular, tomarán medidas inmediatas para proporcionar atención 
médica cuando se precise. 

Para esta Comisión Nacional, los elementos del Ejército Mexicano que partici­
paron en la detención, retención y agresión del señor Miguel Ángel González Gon­
zález transgredieron los preceptos 7º y 8º, fracciones VI, XVIII, XIX y XXIV, de la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en 
relación con los artículos 2º y 3º de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicana, toda vez que al detener al agraviado debieron ponerlo inmediatamen­
te a disposición del agente del Ministerio Público de la Federación, y al no hacer­
lo omitieron sujetar su actuación a los principios de legalidad, eficiencia y profe­
sionalismo que su cargo requiere, lo que en opinión de esta institución deberá 
ser investigado por la Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicana. 

Además, en su calidad de servidores públicos encargados de hacer cumplir la 
ley, transgredieron los derechos fundamentales reconocidos en tratados interna­
cionales como los mencionados en los artículos 7, 9.1, 9.3 y 10.1 del Pacto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos; 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2 y 7.5 de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, que en términos generales señalan 
que todas las personas tienen derecho a la seguridad y a la integridad personal. 
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transformaciones nocivas en su estructura corporal, sea fisonómica, fisiológica o 
psicológica, o cualquier otra alteración en el organismo que deje huella temporal 
o permanente que cause dolor o sufrimiento graves, con motivo de la injerencia o 
actividad dolosa o culposa de un tercero. 

Para esta Comisión Nacional, de acuerdo con los elementos de prueba reca­
bados, quedó evidenciado que personal militar incurrió en actos violatorios de 
derechos humanos en contra del señor Miguel Ángel González González, quien 
fue detenido el 27 de junio de 2008 e ilegalmente trasladado a instalaciones mili­
tares, como se comprueba con el certificado médico expedido por personal mi­
litar, y puesto a disposición de la representación social de la Federación más de 
11 horas después de su detención, bajo el argumento de que fue sorprendido 
en flagrancia delictual, constituyendo tal demora una retención ilegal, ajena a la 
función de los integrantes del instituto armado. 

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional los elementos del Ejército 
Mexicano que participaron en la detención y retención del agraviado dejaron del 
observar el contenido del artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y con su conducta posiblemente transgredieron 
los preceptos 7o. y 8o. de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos, en correlación con los artículos 2o. y 3o. de la Ley de 
Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana, toda vez que al retenerlo de ma­
nera indebida y no ponerlo inmediatamente a disposición del agente del Ministerio 
Público de la Federación, privándolo de su libertad, lo que corrió aparejado a la 
incomunicación de que fue objeto, omitieron sujetar su actuación a los principios 
de legalidad, eficiencia y profesionalismo que su cargo requiere, aspecto que en 
opinión de esta institución, deberá ser investigado por la Inspección y Contralo­
ría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana. 

Por lo anterior, para esta Comisión Nacional resulta evidente que los militares 
ejercieron su labor transgrediendo el uso racional de la fuerza pública, con lo cual 
incurrieron en violación a los derechos inherentes a la integridad y la seguridad 
personal, así como la legalidad y la seguridad jurídica, y a la libertad personal en 
perjuicio del señor Miguel Ángel González González, sin que la autoridad respon­
sable justificara la aparición de las huellas de violencia física externa que presenta­
ba el agraviado. 

No pasa desapercibido para esta Comisión Nacional el hecho de que el mayor 
médico cirujano del Ejército Mexicano que certificó el estado físico del señor 
Miguel Ángel González González asentó en el documento oficial que expidió que 
no se le encontraron lesiones, situación que fue contraria con las certificaciones 
de que dieron fe, separadamente, el perito médico de la Procuraduría General de 
la República, el secretario de acuerdos del Juzgado Sexto de Distrito en Chihuahua 
y la Coordinación de Servicios Periciales de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, situación que resulta inaceptable para esta institución, ya que la tole­
rancia en que incurrió el médico militar al no asentar las lesiones producidas al 
agraviado contribuyen a la impunidad y socavan los principios de legalidad y se­
guridad jurídica, con lo cual no sólo participan pasivamente en el evento, sino que 
también violentan el Protocolo de Estambul, en la parte relativa al capítulo se­
gundo, titulado “Códigos éticos pertinentes”, que al abordar la ética en la aten­
ción de la salud contempla el deber fundamental de actuación siempre de con­
formidad a los intereses del paciente, por lo que la evaluación de la salud de un 
detenido con el fin de facilitar su castigo, torturar o encubrir, es contrario a la 
ética profesional. 

Como ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Ejército, Fuer-
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en los preceptos legales indicados, en cuanto a que los individuos no pueden ser 
molestados en su persona y derechos, sino mediante mandamiento de autoridad 
competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, de lo que se 
desprende que en tratándose de seguridad pública, tienen dos limitantes: la pri­
mera consiste en no vulnerar dichas garantías y la segunda en no rebasar las atri­
buciones que la ley les confiere. Incluso, las violaciones acreditadas resultan más 
graves aún pues los servidores públicos involucrados utilizaron las instalaciones 
militares como zona de detención y tortura del agraviado. 

Por ello, esta Comisión Nacional estima que la Secretaría de la Defensa Nacio­
nal tiene el deber de iniciar, sin dilación y con la debida diligencia, una investiga­
ción administrativa imparcial y efectiva para establecer plenamente las responsabi­
lidades derivadas de las violaciones a los derechos humanos acreditadas en esta 
recomendación. 

En este sentido, no pasa desapercibido que cuando los médicos no ajustan su 
conducta a los códigos éticos pertinentes, al omitir brindar atención médica, des­
cribir lesiones o, en su caso, remitir a especialistas que proporcionen atención 
psicológica y no denunciar o bien encubrir a otros servidores públicos, incumplen 
con el principio fundamental que impone el deber jurídico de actuar siempre 
de conformidad con el interés del paciente, y propician con ello la impunidad, toda 
vez que una de las pruebas idóneas para acreditar actos de tortura, tratos crue­
les, inhumanos o degradantes son los certificados médicos. 

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional resulta preocupante el he­
cho de que A4, mayor médico cirujano, no describiera en el certificado de salud 
que emitió el 27 de junio de 2008 las lesiones que presentaba el señor Miguel 
Ángel González González al momento en que lo revisó, lo cual puede ser encua­
drado en alguna de las hipótesis tipificadas en el ordenamiento penal sustantivo, 
ya que el hecho de que cualquier otro funcionario público que, en ejercicio de 
sus funciones, expida una certificación de hechos que no sean ciertos viola, in­
dependientemente de los derechos fundamentales de legalidad y seguridad ju­
rídica constitucionalmente previstos, la legislación penal referida. Por ello, en 
opinión de esta Comisión Nacional, y tomando en cuenta que el artículo 57, frac­
ción II, inciso a), del Código de Justicia Militar señala que “son delitos contra la 
disciplina militar los del orden común o federal cuando fueren realizados por 
militares con motivo de su servicio o en virtud de actos derivados del mismo”, la 
Procuraduría General de Justicia Militar deberá dar inicio a la averiguación previa 
correspondiente, a efecto de esclarecer los hechos descritos y fincar las probables 
responsabilidades penales de dicho galeno, con base en las atribuciones que le 
otorgan los artículos 21, párrafo primero, de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos y 81, fracciones II y III, del Código de Justicia Militar. 

Finalmente, acorde con el sistema de protección no jurisdiccional de derechos 
humanos, se prevé la posibilidad de que al acreditarse una violación a los mis­
mos e imputable a un servidor público del Estado, la recomendación que se for­
mule a la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr 
la efectiva restitución del afectado en sus derechos fundamentales y las relativas 
a la reparación de los daños que se hubiesen ocasionado, por lo cual, en el pre­
sente caso, se considera que resulta procedente que se repare el daño al agra­
viado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 113, segundo párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 44, segundo párrafo, de la 
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 1910 y 1915 
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En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos con­
sidera procedente formular, respetuosamente, a usted, señor secretario de la De­
fensa Nacional, las siguientes: 

V. rECOMENDACiONES 

PRIMERA. Se giren instrucciones a efecto de que se repare el daño ocasionado 
al señor Miguel Ángel González González por medio del apoyo psicológico, mé­
dico y de rehabilitación necesario que permitan el restablecimiento de la condición 
física y psicológica en que se encontraba antes de la violación a sus derechos 
humanos, debiéndose informar a esta institución sobre el resultado. 

SEGUNDA. Se dé vista a la Unidad de Inspección y Contraloría General del Ejér­
cito y Fuerza Aérea Mexicana, a fin de que se inicie el procedimiento administrati­
vo de investigación correspondiente, en contra del personal militar que intervino 
en los hechos materia de la presente recomendación, incluido el personal médi­
co militar que expidió el certificado médico del agraviado, por los actos y omisio­
nes precisados en el capítulo de observaciones de este documento y, en su opor­
tunidad, se informe a esta Comisión Nacional desde el inicio de la investigación 
hasta la conclusión del procedimiento respectivo, así como la resolución que se 
emita. 

TERCERA. Se dé vista al procurador general de Justicia Militar de las considera­
ciones detalladas en el capítulo de observaciones del presente documento, a 
efecto de que se inicie la averiguación previa correspondiente en contra del perso­
nal militar que intervino en la detención del agraviado, incluso el personal médi­
co militar, por las conductas cometidas en agravio del señor Miguel Ángel Gon­
zález González, debiéndose informar a esta Comisión Nacional sobre el trámite 
que se le dé a dicha investigación ministerial, durante su integración y perfeccio­
namiento legal y hasta su determinación, así como las medidas que se lleven a 
cabo a efecto de garantizar su no repetición. 

CUARTA. Gire sus instrucciones a quien corresponda a efecto de que las personas 
detenidas en flagrancia delictiva sean puestas de manera inmediata a disposi­
ción de la autoridad ministerial correspondiente y no se utilicen instalaciones mili­
tares como centros de detención y retención, y realizado lo anterior, se dé cuenta 
puntualmente a esta Comisión Nacional. 

QUINTA. Gire sus instrucciones a quien corresponda a efecto de que los elemen­
tos militares del 1/er. Regimiento Mecanizado en apoyo a la Operación Conjunta 
Chihuahua del Ejército Mexicano, incluido el personal médico militar, sean capa­
citados para que toda diligencia o actuación se practique con apego a la legalidad 
y respeto a los derechos humanos; se garantice el respeto a la vida y a la integri­
dad y seguridad personal; no se incurra en tortura, trato cruel y/o degradante, 
y realizado lo anterior, se dé cuenta puntualmente a esta Comisión Nacional. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
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en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad se­
ñalada. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, solicita a usted que, 
en su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la recomendación 
que se le dirige se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 
días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar so­
bre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esta cir­
cunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ
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